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La participación ciudadana, en sí misma, es una expresión de la participación o acción política 
de los ciudadanos que, de forma individual u organizada, deciden dejar atrás la simple 
delegación de poder de la democracia representativa, para realizar actividades que influyan en 
el ejercicio político y en la administración del Estado. En la presente investigación se realiza un 
análisis de la participación ciudadana del municipio de Cúcuta en las decisiones de actividades 
mineras del carbón 2015 – 2016 
 
En la primera parte se presenta las generalidades del trabajo, es decir, titulo, 
planteamiento del problema, los objetivos y justificación. 
 
En la segunda parte el marco referencial, en el cual se presentan los antecedentes para 
lo cual se consultaron investigaciones realizadas a nivel internacional y nacional acerca de la 
participación ciudadana; contiene además el marco teórico, donde se presentan los fundamentos 
teóricos acerca de los conceptos que componen la participación ciudadana, las consultas 
populares en materia ambiental, la constitución ecológica entre otros,  y los  legales que dan 
soporte a la investigación.  
 
En la tercera parte, el diseño metodológico correspondiente a la investigación, de tipo 
documental, basada en  la recopilación, análisis y sistematización de la información  de la 
participación  ciudadana del municipio de Cúcuta en las decisiones de actividades mineras para 
lo cual se consultó en sitios oficiales como el Ministerio de Minas y Energía, la Agencia 
Nacional Minera, Corte Constitucional, entre otros, así como la consulta en libros y  artículos 
relacionados con la participación ciudadana. 
 
En la cuarta parte, se presentan los mecanismos de participación ciudadana  en  la 
legislación  colombiana en materia ambiental, para lo cual se tiene en cuenta el concepto y su 
relación con el medio ambiente el rol de las audiencias públicas ambientales y la consulta previa 
y el papel de las autoridades ambientales como garantes de la participación ambiental. 
 
En la quinta parte se desarrollan los parámetros constitucionales de participación de los 
municipios en los proyectos mineros para lo cual se tiene en cuenta la autonomía territorial y 
participación en el ordenamiento minero-ambiental y las Funciones de las Gobernaciones, 
Alcaldías y Corporaciones en materia minera, entre otros. 
 
En la sexta parte se desarrolla la línea jurisprudencial de la participación ciudadana en 














Análisis de la participación ciudadana del municipio de Cúcuta en las decisiones de actividades 
mineras del carbón 2015 – 2016. 
 
 
Planteamiento del problema 
 
Las actividades mineras, tanto a cielo abierto como subterránea, legal e ilegal, se desarrollan en 
muchos casos en ecosistemas estratégicos para la conservación ambiental, como páramos, 
bosques, humedales, ríos, zonas de inundación, selvas, zonas de nacimiento de aguas y de 
recargas de acuíferos, ocasionando la pérdida de importantes áreas para la conservación 
ambiental y la vida de los habitantes del territorio, incluidos las comunidades negras, indígenas, 
colonos, campesinos.  
 
Se consultó en la Cámara de Comercio de Cúcuta, y manifestaron lo siguiente: en el 
Área Metropolitana de Cúcuta, hay 339 empresas dedicadas a la minería Extracción de hulla 
(carbón de piedra) y 33 dedicadas a la Fabricación de productos de hornos de coque, producto 
o residuo obtenido de la destilación de algunos carbones, es un sólido de color gris negruzco, 
poroso y poco denso, que arde sin llama y tiene gran poder calorífico 
 
Acorde a la Corporación Colombia Informa, respecto a la actividad minera en el 
municipio de Cúcuta está afectando el bosque seco que ayuda a la preservación de los acuíferos, 
en el  año 2010 la corporación autónoma de la región, CORPONOR, delimitó un área para la 
conservación de bosque seco, en la que involucra territorio de 11 municipios del departamento 
(Arboledas, Bochalema, Durania, El Zulia, Gramalote, Los Patios, Salazar, San Cayetano, 
Santiago, Villa del Rosario, Cúcuta y su área metropolitana) con una extensión de 1.387 km2, 
mas sin embargo, como autoridad ambiental no ha adelantado diligencias para el resguardo de 
esta zona, por lo cual se han venido adelantando actividades mineras que afectan de manera 
directa esta área de bosque, lo que ha ocasionado la tala de árboles, poniendo en riesgo los 
afluentes de agua, es decir, ni la autoridad ambiental en este caso CORPONOR, ni autoridades 
de los municipios afectados, han tomado ningún tipo de acciones para evitar la deforestación y 
proteger el agua como recurso vital. 
 
Por otra parte, CORPONOR en su Plan de Acción 2007 – 2011 destacan lo siguiente: 
La problemática, en torno a la minería del departamento Norte de Santander, se basa 
fundamentalmente en la existencia de ilegalidad en explotaciones mineras, la escasa tecnología 
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y el escaso aporte y acompañamiento de la autoridad minera por la centralización de los trámites 
administrativos en la expedición de títulos y registros mineros. 
La Ley 136 de 1994, en su artículo 33 de la prevé de forma clara que “cuando el 
desarrollo de proyectos de naturaleza turística, minera o de otro tipo, amenace con crear un 
cambio significativo en el uso del suelo, que dé lugar a una transformación en las actividades 
tradicionales de un municipio, se deberá realizar una consulta popular de conformidad con la 
Ley. La responsabilidad de estas consultas estará a cargo del respectivo municipio”. 
 
Teniendo en cuenta lo expresado en el párrafo anterior en el caso de desarrollo de 
proyectos mineros, entre otros, que amenacen con crear un cambio significativo en el uso del 
suelo y que transformen las actividades tradicionales de un municipio, se deberá realizar una 
consulta popular obligatoria. 
 
En el mismo orden de ideas, en algunos municipios del país se han realizado consultas 
populares ejemplo de ello, la primera, donde sus habitantes se pronunciaron en contra de la 
llegada de AngloGold Ashanti al municipio realizado en el municipio Piedras en el Tolima, en 
el mes de Julio de 2013, donde sus habitantes se pronunciaron en contra de la llegada de 
AngloGold Ashanti al municipio. La segunda consulta popular se realizó en Tauramena, 
Casanare, el 15 de diciembre de 2013, donde la mayoría de los habitantes votaron en contra de 
que se realicen actividades sísmicas en siete veredas de su jurisdicción. 
 
Las consultas populares no son para rechazar la minería, son para permitirles a los 
ciudadanos tener una forma pacífica de manifestarse y de dar su opinión, y que conjuntamente 
puedan decidir sobre los proyectos mineros que afecten de una manera u otra el entorno y el 
medio ambiente de su municipio. 
 
La participación es el proceso mediante el cual los ciudadanos asumen el compromiso 
de trabajar por la solución de problemas públicos y privados, utilizando los mecanismos de 
participación ciudadana existentes y ejerciendo los derechos reconocidos en la Ley, que 
contribuyen al desarrollo humano y ambiental sostenible. Este proceso se puede hacer en 
coordinación con diferentes entidades públicas, el sector productivo, organizaciones no 
gubernamentales, comunidades y el sector académico (Lora, et al 2008). 
 
Se establece entonces como principio constitucional la participación de la comunidad en 
las decisiones que puedan afectar el goce de un ambiente sano, con la obligación legal de 
garantizar esta participación, lo que se ha venido cumpliendo con múltiples desarrollos 
legislativos como la Ley 134 de 1994 de mecanismos de participación ciudadana y la Ley 99 de 




La participación en materia ambiental consiste en la incidencia ciudadana en la toma de 
decisiones públicas que afectan al ambiente, lo cual es inherente al ejercicio del poder estatal. 
De esta manera, existen mecanismos que permiten integrar los conocimientos y criterios de la 
ciudadanía en las decisiones sobre políticas públicas determinantes de la situación del entorno.  
 
Es claro que la minería afecta el suelo y subsuelo y modifica las actividades que están 
proyectadas sobre los territorios, por lo tanto, es importante el ejercicio de la soberanía popular 
y manifestarse sobre los proyectos mineros y proteger el derecho fundamental a un ambiente 
sano.  
 
La presente investigación va analizar la participación ciudadana del municipio de Cúcuta 
en las decisiones de actividades mineras del carbón, durante 2015 – 2016 mediante el estudio 
documental de la participación comunitaria como mecanismo de participación ciudadana. 
 
 
Formulación del problema 
 
¿Cuál es la efectividad de la participación ciudadana del municipio de Cúcuta en las decisiones 
sobre la realización de actividades mineras del carbón durante 2015 - 2016? 
 
 
Sistematización de problema 
 
¿Cuáles son los mecanismos constitucionales para la participación ciudadana en materia minera 
ambiental? 
 
¿Cuáles son los parámetros constitucionales de participación de los municipios en los 
proyectos mineros? 
 






Los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a participar en las decisiones de las autoridades 
públicas; dar o recibir información veraz e imparcial, y presentar peticiones respetuosas a las 
autoridades por motivos de interés general o particular (artículos 11, 20 y 23, CP). 
En el mismo orden de ideas, todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente 
sano.  La Ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan 
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afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las 
áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991. Art, 79). 
 
Las consultas populares que cumplan con los requisitos que establece la ley 134 de 1994 
son de obligatorio cumplimiento para las autoridades. Con las consultas populares el pueblo se 
pronuncia ante una pregunta de carácter general sobre un asunto de trascendencia nacional, 
departamental, municipal, distrital o local, propuesta por el Presidente de la República, el 
gobernador o el alcalde, según el caso. 
 
La importancia  de realizar  este trabajo investigativo, radica  en la necesidad de analizar 
la efectividad, de los mecanismos de participación ciudadana en los casos de los proyectos de 
exploración y explotación minera del carbón, tema de gran vigencia dada la locomotora minera 
que está impulsado el gobierno nacional. 
 
A nivel de la Universidad uno de los objetivos primordiales de la Universidad Libre 
como ente de formación superior, es la vinculación de sus estudiantes en la realidad social, 
política y económica actual, mediante la realización de investigaciones que busquen analizar 
las diferentes problemáticas que afectan nuestro país. 
 
A nivel de la carrera, la realización del proyecto, se considera de gran importancia para 
los profesionales en Derecho, ya que es esencial contar con los conocimientos teóricos para 







Analizar la efectividad de la participación ciudadana del municipio de Cúcuta en las decisiones 





Establecer cuáles son los parámetros constitucionales de participación de los municipios en los 
proyectos mineros del carbón. 
 
Analizar lo espacios de participación ciudadana en el ordenamiento territorial. 
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Analizar la línea jurisprudencial de la participación ciudadana en los proyectos mineros 
de los municipios. 
 
Identificar los mecanismos de participación ciudadana en la legislación colombiana en 











Díaz Le-Fort A. M. (2014) Análisis de la política de participación ciudadana en Chile desde una 
perspectiva comunitaria. Universidad de Chile Facultad de Ciencias Sociales Departamento de 
Psicología Programa de Magíster en Psicología mención Psicología Comunitaria. La presente 
investigación, realiza un análisis a la normativa de Participación Ciudadana desde un 
perspectiva comunitaria, que pueda determinar las tensiones latentes entre el vínculo público y 
comunitario, históricamente fracturado. De ésta manera, se realiza un recorrido a los discursos 
de Participación Ciudadana presentes en los últimos 3 gobiernos, períodos presidenciales en 
que dicha normativa se encontró en el trámite parlamentario y sufrió diversas modificaciones. 
Mediante la implementación de una metodología cualitativa de investigación, aplicando como 
técnica de producción de datos el análisis documental especificado por Valles (1999) y como 
método de análisis, el análisis de contenido categorial propuesto por Vásquez (1996), se 
respondió a la pregunta de investigación ¿Cuáles son las tensiones latentes entre ciudadanía y 
Estado, reflejadas en la normativa de participación ciudadana en la gestión pública, desde una 
perspectiva comunitaria? En donde las principales problemáticas encontradas, se refieren al 
desarrollo de una normativa de ley construida desde una visión que asume el orden 
institucionalizado de acciones propiamente civiles, así como también legaliza la forma de 
relación entre Estado y ciudanía desde un paradigma integrativo y dirigido, que no responde a 
la subjetividad y la acción situada propia de las comunidades, estableciendo formas de 
comunicación unidireccionales no vinculantes y que no responden a la insistencia permanente 
de los movimientos sociales a formar parte activa de las decisiones a nivel país; proponiendo a 
través de la ley la construcción de un camino de participación estrecho, regulado y determinado 
por el mismo Estado. 
 
Alvarado Beltrán Á. (2014) La participación ciudadana en la República de Colombia el 
Cabildo Abierto. Universidad Nacional de Educación a Distancia. España. El tema de esta Tesis 
sobre participación ciudadana en la República de Colombia, concretamente el mecanismo de 
.participación el Cabildo Abierto, reconocido en la Constitución Política de Colombia de 1991 
la cual tiene un gran sentido democrático, y posteriormente desarrollado en la Ley 134 de 1994 
reguladora de los mecanismos de participación, (arts.9, 81 y siguientes) se basa en la unión y 
participación de un grupo de ciudadanos que de manera organizada Soliciten la realización de 
un Cabildo Abierto a uno de los diferentes entes territoriales con esta competencia, los concejos 
municipales o distritales o las juntas administradoras locales, los cuales dentro de su periodo 
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deben realizar al menos dos sesiones a esta petición de Cabildo Abierto que hacen los 
ciudadanos, para sean escuchadas sus inquietudes y problemas que son de interés para la 
comunidad que lo solicita y puedan ser-debatidas. La Constitución Política de Colombia de 
1991, dio un paso más para la participación de los ciudadanos en la vida política; esta se dio por 
hi necesidad del pueblo, permitiendo un acercamiento entre ciudadanos:-Estado,- ya que les 
proporciona mecanismos con los cuales poder optar a una mayor participación, y poder 
intervenir en las decisiones que los afecten, para la resolución de- conflictos entre Estado y 
sociedad, en las decisiones políticas del país, combatiendo así el poco sentido de pertenencia de 
los ciudadanos y por lo tanto profundizando en, el proceso democrático en Colombia,  los 
constituyentes hicieron de la participación un punto primordial, que debía ser avalado por el 
Estado por lo tanto se creó la Ley 134,de 1994 "Ley de participación ciudadana" reguladora de 
estos mecanismos Esta figura de Cabildo a lo largo de la historia se ha ido, transformando, 
inicialmente fue una institución de representación, que dio paso al origen de las revueltas que 
culminaron en la independencia;' sobresaliendo la unión del pueblo, que fue lo que a la postre 
produjo (la unión por intereses comunes) que se diera el Cabildo Abierto, por lo tanto siempre 
ha tenido caracteres democráticos (hoy en día la unión de parte de los ciudadanos es uno de los 
requisitos para poder realizar un Cabildo Abierto) Con esta investigación dividida en cuatro 
capítulos, el primero dedicado a la parte histórica, comenzando por el origen del Cabildo; la 
gestación de este en España y posteriormente en América, el segundo capítulo trata sobre la 
Democracia Participativa, exponiendo unos apartes sobre el origen de la misma, para luego 
entrar a hablar de esta en Colombia, su concepto y sus características.,- el tercer capítulo lo 
dedicamos al Cabildo Abierto, hablamos de su transformación de institución a mecanismo de 
participación, damos su concepto actual, luego definimos, y especificamos sus. fundamentos 
tanto democráticos, como jurídicos, en el cuarto y último capítulo' entramos al análisis de las 
actas de los Cabildos Abiertos realizados por el Concejo de Bogotá en el periodo de estudio, 
primero las nombramos por número de actas, especificamos, el tema, el sector y los promotores 
de la mismas, luego pasamos a revisar los requisitos exigidos para llevar a cabo un Cabildo 
Abierto, contenidos en la Ley' 134 de 1994 y a la par exponiendo diferentes apartes de las actas 
en las cuales vemos la realidad de un Cabildo .Abierto, los pros y los contras con los que se 
encuentran los ciudadanos a la hora de querer iniciarlo. y en el desarrollo del mismo. Este 
capítulo nos suscita interrogantes a la hora de examinar la ley, nos surgen propuestas de mejora 
para este valioso mecanismo. Después de destacar la importancia que le dio la actual 
Constitución Colombiana a la participación ciudadana y examinar a fondo el Cabildo Abierto, 
es importante saber que podría llegar' a tener gran importancia, pero aún falta mucho por 
avanzar tanto en su desarrollo normativo, como en el afianzamiento de este entre los ciudadanos, 
para que llegue a ser verdaderamente efectivo entre la población. 
 
Ojeda Harvez P.  (2012) La participación ciudadana en el Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental: Un enfoque hacia los proyectos de generación hidroeléctrica con 
reasentamientos humanos. Pontificia Universidad Católica de Chile. Santiago de Chile. La 
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investigación desarrollada a continuación analiza la participación ciudadana en el Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental, a través de un enfoque centrado en los proyectos de 
generación hidroeléctrica que consideran dentro de sus impactos previsibles los reasentamientos 
humanos. Y busca ser una descripción del funcionamiento de la participación ciudadana en el 
Marco del Sistema de Evaluación Ambiental con foco en tres proyectos hidroeléctricos de gran 
magnitud y que además consideran reasentamientos humanos: Central Hidroeléctrica 
Angostura, Proyecto Hidroeléctrico Aysén y Central Neltume. 
 
Para ello se ha definido como objetivo, identificar a los actores intervinientes en el 
proceso en cuanto a sus intereses plasmados en los procesos formales de participación 
ciudadana, los criterios de ponderación de la autoridad en el proceso de incorporación de 
observaciones a la evaluación y las brechas existentes entre las definiciones de participación 
ciudadana dentro del marco de la institucionalidad ambiental chilena y cómo ésta se lleva a la 
práctica en los tres proyectos mencionados. Los análisis obtenidos dan cuenta de un proceso 
con lineamientos diversos y acotados al contexto, en donde la PAC tiene limitaciones que 
pueden ser corregidas antes de concretar su ampliación. 
 
La concreción de estos objetivos permiten un análisis de la participación ciudadana, que 
si bien, está acotados a un sector específico, pretender ser un insumo importante para definir y 
proponer criterios para el fortalecimiento del proceso, el cual al entrar en funcionamiento la 
nueva institucionalidad ambiental en el año 2010, considera su aplicación a proyectos de menor 
complejidad, haciendo aún más extensivo su rol y necesario un conocimiento de los aspectos 
críticos del proceso. 
 
 
Gil N., Marulanda Á., Salazar  A. (2016) Análisis de la participación ciudadana en 
defensa del Páramo de Cruz Verde frente a la acción minera entre los años 2011 y 2016. 
Universidad Distrital Francisco José de Caldas. Facultad de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales. Bogotá.  El presente trabajo de investigación aborda la manera en que se ha 
desarrollado la defensa del Páramo de Cruz Verde, principalmente a través de la participación 
ciudadana y apuntando desde el ejercicio investigativo a su fortalecimiento, específicamente en 
la Vereda de Agua Dulce, donde la empresa nacional COSARGO S.A.S efectuó actividades de 
exploración minera y se está a la expectativa de la concreción de las acciones de explotación 
con los consecuentes impactos ambientales en el ecosistema y sociales en la población. El 
propósito de este trabajo tiene dos ejes, uno de ellos es a través de este caso en particular de 
actividad minera, analizar y reflexionar sobre las maneras en que se está implementando en el 
país un modelo de desarrollo con un fuerte componente extractivista desde hace varios 
gobiernos y que sigue siendo parte del proyecto político y económico que se ha impuesto en el 
país, demostrando inclusive ser vulnerador de la ley como la sentencia C-035 del 2016 de la 
Corte Constitucional lo demuestra, y de los fundamentos de la participación ciudadana y la 
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autonomía territorial local, haciendo evidente que el ambiente, la participación de los 
ciudadanos en los territorios o si se quiere la construcción colectiva y autónoma de un desarrollo 
local sostenible están siendo amenazadas por la manera, posiblemente ilegítima e ilegal por las 
que el mercado y el gobierno nacional han procurado imponer un cierto modelo de desarrollo y 
una actividad económica en particular. 
 
Por otra parte, a un nivel más práctico y concreto, se desarrolla un análisis de las acciones 
y la recomendación de estrategias y acciones ejecutadas para la defensa del Páramo de Cruz 
Verde, y qué papel ha jugado la participación en tales acciones, mientras paralelamente se van 
desarrollando y elaborando conjuntamente formas y/o herramientas de participación ciudadana, 
optimizando la calidad y cantidad, fortaleciendo el conocimiento y el uso de los mecanismos 
constitucionales brindados a la ciudadanía, así como la valoración de su territorio y de su modo 
de vida. 
 
Corredor Gil D. C. (2014) “Estrategias de control ciudadano: Una aproximación a la 
intervención megaminera en Cajamarca Tolima. (2007-2013)” Universidad Colegio Mayor de 
Nuestra Señora del Rosario Facultad de Ciencia Política y Gobierno Bogotá D.C. El presente 
estudio de caso busca describir y analizar a la luz de los conceptos de resistencia civil y acción 
colectiva cómo las movilizaciones sociales en el Tolima han logrado generar cambios en el 
modo de operar de la transnacional minera Anglogold Ashanti en la mina la Colosa entre el año 
2007 y el año 2013. Con este fin, se realizaron una serie de entrevistas y visitas de campo que 
permitieron un acercamiento al movimiento de los Comités Ambientales y Campesinos del 
Tolima. Este acercamiento dio como resultado una reconstrucción del panorama de la 
problemática que enfrentan las comunidades locales cuando las empresas megamineras llegan 
a sus territorios transformando, en diferentes aspectos, la dinámica del lugar. Dicho panorama 
se constituye en un insumo que puede ser utilizado por las comunidades para empoderarse frente 
al derecho de decidir sobre el uso que le quieren dar a su territorio. 
 
Sánchez Vanegas, M. C. (2012) Análisis de la participación ciudadana en los procesos 
de evaluación de impacto ambiental. Maestría tesis, Universidad Nacional de Colombia. La 
participación ciudadana es parte fundamental de la Evaluación de Impacto Ambiental, por esto 
la investigación analiza la situación actual del proceso participativo en Colombia, con ayuda de 
la herramienta DOFA, abarcando la literatura, la legislación y algunas experiencias de 
participación que se han llevado a cabo en este y en otros países. Este análisis permite identificar 
las principales fortalezas del proceso, entre ellas la interiorización en el inconsciente colectivo 
del derecho a participar y la existencia de un marco jurídico que lo respalda. De igual manera 
reconoce la falta de claridad en el concepto de participación ciudadana, como una de las 
principales debilidades del proceso. Finalmente, como resultado de la investigación se presentan 
algunas estrategias encaminadas a la construcción de una participación efectiva, vinculante y 
promotora del aprendizaje social; destacando la importancia del diseño, desarrollo, monitoreo 
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y evaluación de procesos de participación creados a partir de la comprensión del carácter único 
de cada ejercicio participativo. 
 
Escalante Mahecha C. M.  (2012). Una lectura crítica sobre la política de participación 
ciudadana promovida por el gobierno de Álvaro Uribe Vélez. Caso de estudio: los Consejos 
Comunales de Gobierno. Periodo de estudio: 2002-2010. Universidad Colegio Mayor de 
Nuestra Señora del Rosario Facultad de Ciencia Política y Gobierno Maestría en Estudios 
Políticos e Internacionales Bogotá D.C. Uno de los objetivos perseguidos en los Consejos 
Comunales de Gobierno, celebrados por la administración de Álvaro Uribe Vélez en Colombia 
(2002-2010), fue la promoción de la participación ciudadana. Partiendo de la ambigüedad de lo 
que este objetivo puede significar o perseguir, nos propusimos hacer una revisión inicial de 
estudios que han analizado y avanzado en la teorización de diversos ejercicios de participación 
ciudadana en Colombia y en el mundo, así como del concepto de ciudadanía activa, el cual ha 
sido desarrollado por diversas tradiciones de pensamiento en contextos diversos, incluidos los 
escenarios de participación ciudadana. Para el análisis de los Consejos Comunales de Gobierno 
-ejemplo del tipo de participación que se promovió por el gobierno de Álvaro Uribe Vélez-, nos 
concentramos en tres aspectos: una exposición general de la institucionalidad desarrollada para 
la participación ciudadana en Colombia; la caracterización del gobierno bajo el que se 
promovieron estos consejos; y el análisis del diseño institucional particular a estos. Teniendo 
en cuenta el carácter de la política de participación impulsada por el gobierno de Álvaro Uribe 
Vélez, la tradición institucional para la participación en Colombia, y el particular desarrollo de 
éstos consejos, se formulan al final unas reflexiones y recomendaciones con respecto a las 







El concepto de participación. 
 
De manera literal, el Diccionario de la Real Academia de la Lengua señala que participar es: 
“tener uno parte en una cosa o tocarle algo en ella», por lo que participación es La acción o 
efecto de participar” (Real Academia Española, 2017) por lo que participación es habitual 
relacionarlo con la superación de los esquemas del Estado liberal basado en la separación entre 
el Estado y la sociedad y la consiguiente institucionalización del Estado Social que se 
fundamenta en la interpenetración entre el propio Estado y la sociedad (Fontillovet, 1985). La 
participación hace alusión “al derecho, en tanto seres humanos, de tomar parte o iniciativa de la 
o las actividades que afectan su desarrollo y proyección” (González R. , 1993); (Martín, 1994, 
                                                 
1  Al respecto puede consultarse (Segura Penagos & Cubides Cárdenas, 2017). 
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pág. 17) señala que “la participación se trata en efecto de implicar activamente a los ciudadanos 
en la defensa de los intereses que tiene encomendada la administración, suministrando a ésta 
una más amplia cobertura para las competencias a su cargo”; García de Enterría introduce una 
visión jurídica del término al establecer que la participación “se trata únicamente de hacer 
presentes en el proceso de formación de la Ley, y sin pretender excluir el sometimiento pleno 
que la administración debe a ésta, las demandas sociales efectivas, bien como conocimiento 
necesario para una mejor decisión, bien habilitando fenómenos limitados de autodeterminación” 
(García Enterria , 1989). Baño señala que:  
 
la noción de participación ciudadana es relativamente reciente y carece de una definición 
precisa, normalmente se hace referencia a ella considerándola gruesamente como una 
intervención de los particulares en las actividades públicas, en tanto son portadores de 
intereses sociales. Pero esta definición es suficientemente amplia para abarcar una gran 
cantidad de formas de participación de distinto origen, empleando diversos medios, por 
diferentes órganos, cumpliendo distintas funciones, en numerosos niveles y otras 
especificaciones, con lo cual la especificidad de la participación ciudadana se escapa y 
produce serias dudas acerca de la utilización del término (Baño, 1998).  
 
Jordano Fraga sostiene que “en sentido jurídico todos los fenómenos participativos son 
reducibles a la idea de tener o tomar parte en las decisiones, o si se prefiere, según la dicción 
constitucional, en os asuntos públicos” (Jordano Fraga, 1995). 
 
Idiomáticamente, se comprende la participación como la acción y efecto de participar, 
esto es, tomar parte en algo como, por ejemplo, en procesos decisorios y en principio, en el 
proceso político2.  Al observar los art. 40 núm. 2 y 103 de la Constitución Política de Colombia, 
se encuentra la consagración de la participación ciudadana como derecho y deber constitucional, 
que incluye la facultad del ciudadano de "coadyuvar" en el poder y en las denominadas formas 
de participación democrática, así como su deber de participación en la vida política, civil y 
comunitaria del país (Sánchez Torres , 2006, pág. 389). Por su parte, el concepto jurídico-
político de participación presenta, según la teoría que se asuma de democracia, varios matices.  
 
                                                 
2  Compár. Bundesministerium für wirtschaftliche Zusammenarbeit und Entwicklung (2004), Die Bedeutung 
rechtsstaatlich-demokratischer Strukturen für den Prozess politischer Partizipation [El significado de las 
estructuras democráticas del estado de derecho para el proceso de la partición política], Der Beitrag stellt die 
Position des Wissenschaftlichen Beirats beim BMZ dar [El aporte representa la posición del consejo científico 




El derecho-deber a la participación ciudadana  
 
La democracia participativa, como uno de los más importantes aportes de la Carta Política de 
1991, se hace efectiva por medio de la implementación de los mecanismos de participación 
ciudadana. 
En este sentido, la Corte Constitucional en Sentencia C-1338/00 del 4 de octubre de 
2000 señala que  
 
La participación ciudadana es un principio fundamental que ilumina todo el actuar social 
y colectivo en el Estado social de derecho, y que, (…) persigue un incremento histórico 
cuantitativo y cualitativo de las oportunidades de los ciudadanos de tomar parte en los 
asuntos que comprometen los intereses generales. Por ello mismo, mirada desde el punto 
de vista del ciudadano, la participación democrática es un derecho-deber, toda vez que le 
concede la facultad y a la vez la responsabilidad de hacerse presente en la dinámica social 
que involucra intereses colectivos» (Sentencia C- 1338, 2000). 
 
Así las cosas, para hacer efectivo el derecho-deber a una participación oportuna y eficaz, 
el Estado debe garantizar las herramientas necesarias, correspondiéndole a la Procuraduría 
General de la Nación la verificación, desde el ámbito preventivo, de las actuaciones que las 
distintas instituciones y servidores del Estado desarrollen y, cuando sea del caso, investigar y 
sancionar a los servidores públicos, que, a través de sus acciones u omisiones, conculquen ese 
derecho-deber. 
 
La participación ciudadana como derecho fundamental.  En la Sentencia T-123/09 se 
precisa lo siguiente:  
 
3.1.- Uno de los pilares de la Constitución de 1991 es el reconocimiento del principio de 
participación democrática, que inspira no sólo el ejercicio del control político sino que 
irradia transversalmente diferentes esferas de la sociedad. Erigido sobre la base del 
pluralismo, de la tolerancia, de la vigencia de los derechos y libertades, este principio 
revaloriza el papel del ciudadano en los procesos de toma de decisiones, a la vez que le 
impone nuevas responsabilidades como miembro activo de la comunidad (Sentencia T- 
123, 2009).  
 
La jurisprudencia de esta Corporación ha destacado su importancia en reiteradas 
oportunidades. Así, por ejemplo, en la Sentencia C-180 de 1994, MP. Hernando Herrera 
Vergara, que examinó la constitucionalidad de la ley estatutaria sobre los mecanismos de 




El principio de participación democrática expresa no sólo un sistema de toma de 
decisiones, sino un modelo de comportamiento social y político, fundamentado en los 
principios del pluralismo, la tolerancia, la protección de los derechos y libertades así 
como en una gran responsabilidad de los ciudadanos en la definición del destino 
colectivo. 
El concepto de democracia participativa lleva ínsita la aplicación de los principios 
democráticos que informan la práctica política a esferas diferentes de la electoral. 
Comporta una revaloración y un dimensionamiento vigoroso del concepto de ciudadano 
y un replanteamiento de su papel en la vida nacional. 
 
No comprende simplemente la consagración de mecanismos para que los ciudadanos 
tomen decisiones en referendos o en consultas populares, o para que revoquen el 
mandato de quienes han sido elegidos, sino que implica adicionalmente que el ciudadano 
puede participar permanentemente en los procesos decisorios no electorales que 
incidirán significativamente en el rumbo de su vida. Se busca así fortalecer los canales 
de representación, democratizarlos y promover un pluralismo más equilibrado y menos 
desigual. 
 
La participación ciudadana en escenarios distintos del electoral alimenta la preocupación 
y el interés de la ciudadanía por los problemas colectivos; contribuye a la formación de 
unos ciudadanos capaces de interesarse de manera sostenida en los procesos 
gubernamentales y, adicionalmente, hace más viable la realización del ideal de que cada 
ciudadano tenga iguales oportunidades para lograr el desarrollo personal al cual aspira 
y tiene derecho. 
 
En la democracia participativa el pueblo no sólo elige sus representantes, por medio del 
voto, sino que tiene la posibilidad de intervenir directamente en la toma de ciertas 
decisiones, así como la de dejar sin efecto o modificar las que sus representantes en las 
corporaciones públicas  hayan adoptado, ya sea por convocatoria o por su propia 
iniciativa, y la de revocarle  el mandato a quienes ha elegido. 
 
En síntesis: la participación concebida dentro del sistema democrático a que se ha hecho 
referencia inspira el nuevo marco sobre el cual se estructura el sistema constitucional del 
Estado colombiano. Esta implica la ampliación cuantitativa de oportunidades reales de 
participación ciudadana,  así como su recomposición cualitativa en forma que, además del 
aspecto político electoral, su espectro se proyecte a los planos de lo individual, familiar, 




En el mismo sentido, en la Sentencia C-522 de 2002, MP. Jaime Córdoba Triviño, la 
Corte destacó la proyección del principio democrático y de la participación ciudadana en otros 
escenarios en virtud de su carácter universal y expansivo, dijo entonces:  
 
De otra parte, es necesario puntualizar que la Constitución Política de 1991 no restringe 
el principio democrático al ámbito político sino que lo extiende a múltiples esferas 
sociales. El proceso de ampliación de la democracia supera la reflexión sobre los 
mecanismos de participación directa y especialmente hace énfasis en la extensión de la 
participación de las personas interesadas en las deliberaciones de los cuerpos colectivos 
diferentes a los políticos. El desarrollo de la democracia se extiende de la esfera de lo 
político en la que el individuo es considerado como ciudadano, a la esfera social donde la 
persona es tomada en cuenta en su multiplicidad de roles, por ejemplo, como trabajador, 
estudiante, miembro de una familia, afiliado a una empresa prestadora de salud, 
consumidor etc. Ante la extensión de la democracia la Corte Constitucional ha señalado 
que el principio democrático que la Carta prohíja es a la vez universal y expansivo. 
Universal porque compromete varios escenarios, procesos y lugares tanto públicos como 
privados y también porque la noción de política que lo sustenta se nutre de todo lo que 
válidamente puede interesar a la persona, a la comunidad y al Estado y sea por lo tanto 
susceptible de afectar la distribución, control y asignación del poder. Es expansivo pues 
porque ha de ampliarse progresivamente conquistando nuevos ámbitos y profundizando 
permanentemente su vigencia, lo que demanda por parte de los principales actores 
públicos y privados un denodado esfuerzo para su efectiva construcción (Sentencia C- 
522, 2002). 
 
3.2.- La participación ciudadana se proyecta no sólo como un estandarte del principio 
democrático, sino que constituye a la vez un verdadero derecho de naturaleza fundamental, 
según lo ha explicado de manera insistente la jurisprudencia constitucional. En este sentido la 
Corte ha precisado que “uno de los fines del Estado Social de Derecho, es el derecho 
fundamental que tienen los ciudadanos a la participación no solamente política, sino en todas 
las decisiones que los afecten, como se desprende de la preceptiva de los arts. 2, 40-2, 79, 103 
y 270 de la Constitución” (Sentencia T- 123, 2009), entre otros. 
 
3.3.- En este orden de ideas, si la participación ciudadana es un derecho fundamental, 
como en efecto lo es, debe entenderse que su protección a través de la acción de tutela resulta 
constitucionalmente legítima, por supuesto bajo las condiciones de procedencia que consagra 




El derecho de acceso a la participación ambiental en la actividad minera.   
Teniendo en cuenta lo citado en los párrafos anteriores en cuanto a la participación 
ciudadana en lo referente a la minería, tema central de la presente investigación resulta 
importante mencionar en este apartado, de la publicación de la Universidad Libre (Segura 
Penagos & Cubides Cárdenas, 2017). 
 
La Constitución Política de 1991 generó un cambio3 en la forma de ejercer la 
participación ciudadana, a través de la democracia participativa y para ello consagró unos 
instrumentos específicos para la defensa del derecho a un ambiente sano, como un derecho 
colectivo de tercera generación.  
 
Dentro de esta concepción se tienen diferentes niveles en los cuales se puede ejercer la 
protección de un derecho a un ambiente sano: 
 
a) Control judicial: Son aquellos instrumentos que se ejercen ante la rama judicial. En 
este nivel se encuentra la tutela, la acción popular, acción de grupo y la acción de 
cumplimiento.  
 
b) Control administrativo: Son aquellos instrumentos que se ejercen entre un 
funcionario administrativo. Se encuentran mecanismos como el derecho de petición, 
las audiencias y consultas a comunidades indígenas y negras, entre otras.  
 
c) Control político: Estos mecanismos ejercen en proceso de formación de la norma y 
en el ejercicio democrático del voto. Los mecanismos son: 
 
El cabildo, el referéndum, la consulta popular, la moción de censura y el voto 
programático (Valencia Hernández , 2007).  
 
Control administrativo.  
Estos instrumentos se dan frente a las actuaciones administrativas y son mecanismos de 
participación ciudadana en la gestión ambiental, presentes en los siguientes casos:  
 
                                                 
3 Al respecto Vivas- Barrera & Cubides Cárdenas (2012) señalan: En la actualidad, las reformas constitucionales 
de las últimas dos décadas en las constituciones del sur y del centro del continente americano han traído, entre 
otros cambios, el establecimiento de la fuerza normativa de la Constitución, la expansión de la justicia 
constitucional y una nueva dogmática de la interpretación constitucional. Estos cambios, impulsados por el 
neoconstitucionalismo, han aportado la vigencia de un orden interno proclive al respeto de los derechos 
humanos. Al considerar las cláusulas constitucionales que consagran, derechos humanos como principios y no 
derechos subjetivos, impone en la interpretación al juez constitucional: el deber de estimar los derechos como 
postulados de perfeccionamiento, para evitar interpretaciones que impidan su realización efectiva y que 
proclamen su universalidad (Vivas Barrera & Cubides Cárdenas, 2012, p. 192). 
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Derecho a intervenir en los procesos ambientales. Se encuentra consagrado en el artículo 
69 de la Ley 99 de 1993, la cual puede ser ejercida por cualquier persona en las actuaciones 
administrativas con relación a permisos, licencias y sanciones en el tema ambiental. La 
intervención se hace mediante un oficio y desde ese momento se es parte en el proceso, se le 
debe notificar de todos los actos administrativos y tiene la posibilidad de presentar pruebas. 
 
Audiencias Públicas Administrativas sobre Medioambiente Se encuentra consagrada en 
el artículo 72 de la Ley 99 de 1993, por medio del cual la comunidad, las autoridades, las 
organizaciones y las autoridades ambientales pueden convocar a una audiencia para informarse 
e intercambiar criterios sobre una obra o actividad. Hay dos momentos en que se puede solicitar 
este mecanismo: antes de la expedición de un acto administrativo que otorgue o modifique la 
licencia o permiso ambiental o durante la ejecución de una obra cuando se establezca la no 
ejecución del acto administrativo que concede el permiso o la licencia4. 
 
Derecho de petición. Este derecho fundamental se encuentra consagrado en la 
Constitución Política y su no cumplimiento tiene como instrumento la acción de tutela: 
“Artículo 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades 
por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá 
reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos 
fundamentales.” (Asamblea Nacional Constituyente, 1991). Este derecho puede ser ejercido por 
cualquier persona, verbal o escrito, con el fin de obtener información sobre el actuar de un 
servidor público. Se encuentra reglamentada por el Código Contencioso Administrativo. El 
derecho de petición puede tener varios objetivos y dependiendo de ello es la prontitud en la que 
se debe contestar por parte del funcionario público. Las clases de petición son las siguientes: 
Quejas, reclamos, manifestaciones, las cuales tiene un término de 15 días para responder; el 
derecho de petición de información tiene un término de 10 días y las consultas tienen un término 
de 30 días. 
 
Consulta a comunidades indígenas y negras. Esta consulta se encuentra consagrada en 
el Artículo 330 de la Constitución Política: “Parágrafo. La explotación de los recursos naturales 
en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica 
de las comunidades indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, 
el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades” 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991). En la consulta se debe llegar a informar, concertar y 
decidir sobre proyectos que los afecten directamente en su proceso de desarrollo y de identidad 
cultural. 
 
                                                 




Control judicial Estos instrumentos son llamados judiciales, ya que se ejercen ante los 
jueces de la república, es decir, ante la rama judicial. 
 
Acción de tutela. Este instrumento se encuentra consagrado en el Artículo 86 de la 
Constitución Política y está reglamentada por el Decreto 2591 de 1991 y tiene como objetivo 
primordial proteger de una manera inmediata y efectiva los derechos fundamentales como la 
vida y la libertad, entre otros. Anterior a la reglamentación de la acción popular (Ley 472, 1998) 
esta acción se utilizó para proteger el derecho a un ambiente sano conexo al derecho a la vida y 
a la salud (Londoño, 2009). 
 
Se ratifica con ello que el instrumento judicial idóneo para la protección del derecho a 
un ambiente sano es la acción popular, y que solo se puede interponer una tutela cuando se esté 
vulnerando un derecho fundamental conexo al derecho colectivo o como medida preventiva. 
 
Acciones populares y de grupo Este mecanismo judicial es dado expresamente para la 
defensa de los derechos colectivos. Las acciones se encuentran plasmadas en el Código Civil 
en su artículo 1005, 1006, 2359 y 2360 como instrumento para la protección del interés general, 
sin embargo, no fue utilizada para la protección al ambiente y tuvo una mayor correlación de 
un interés particular (Carreño B, 2001). Con la Constitución de 1991 se le da a esta acción 
categoría constitucional ampliando su concepto y dándola expresamente a la defensa de los 
derechos colectivos en el artículo 88 de esta norma fundamental. Este artículo fue reglamentado 
por la Ley 472 de 1998 en la que diferencia las acciones populares y de grupo. Estas últimas 
deben ser presentadas por un conjunto de personas unidas por una misma causa que originó 
perjuicios particulares y que se unen para hacer un solo reclamo, ésta acción se ejerce 
exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de indemnización de los perjuicios. 
 
Acción de cumplimiento. Se encuentra reglamentada por la Ley 393 de 1997, en la cual 
se desarrollaron los diferentes aspectos de la acción, como su presentación frente a lo 
contencioso administrativo, puede ser presentada por cualquier persona natural o jurídica. Se 
puede interponer contra particulares cuando ellos estén en ejercicio de funciones emanadas de 
una ley o acto administrativo, es decir, en ejercicio de funciones públicas. Este conjunto de 
instrumentos jurídicos plasmados en la Constitución y las diferentes leyes, dan las herramientas 
necesarias para la protección del derecho a gozar de un ambiente sano. 
 
En la actualidad, uno de los imperativos de todas las sociedades modernas es que los 
asuntos colectivos sean gestionados de forma conjunta entre el ciudadano, el Estado y todos los 
sectores involucrados. Es por esta razón que en las últimas décadas el concepto de participación 
ha superado la noción de un simple proceso político de elección de gobernantes, y se entiende 
como un derecho y un deber ciudadano. Paulatinamente, las comunidades han generado 
espacios de participación directa en todos los niveles de administración del Estado, logrando 
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poco a poco incidir en ellos. De cara a estas demandas sociales, los Estados crearon respuestas 
en sus sistemas jurídicos a través de herramientas y escenarios que convierten en realidad los 
mecanismos de participación (Rodriguez & Muñoz Avila , 2009). 
 
En ese sentido, el acceso a la participación en asuntos ambientales se puede definir como 
“la posibilidad de los ciudadanos de proporcionar insumos significativos, oportunos e 
informados y de influenciar las decisiones de políticas, estrategias y planes en diversos niveles 
así como en proyectos individuales que tienen impactos ambientales. Ejemplo de ello, son las 
instancias formales de participación ciudadana establecidas en las EIA o las consultas 
ciudadanas que realizan los gobiernos para la implementación de una política nacional” 
(CEPAL, 2013, pág. 9).  
 
En Colombia, el artículo 79 de la Constitución Política de 1991 establece que todas las 
personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano y la ley garantizará la participación de la 
comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. En desarrollo de esta disposición, la Ley 
General Ambiental de 1993 determinó en su Título X, los modos y procedimientos de 
participación ciudadana y estableció los mecanismos de tercero interviniente en procesos 
administrativos ambientales, las audiencias públicas ambientales, las acciones de nulidad 
ambientales, el derecho de petición ambiental y la consulta previa: 
 
a) Intervención de terceros en procedimientos administrativos ambientales: cualquier 
persona natural o jurídica o privada, sin necesidad de demostrar interés jurídico alguno, 
podrá intervenir en las actuaciones administrativas iniciadas para la expedición, 
modificación o cancelación de permisos o licencias de actividades que afecten o 
puedan afectar el medio ambiente como la minería o para la imposición o revocación 
de sanciones por el incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales (Ley 99, 
1993. Art, 69). 
 
b) Audiencias públicas administrativas sobre decisiones ambientales en trámite: el 
Ministerio Público, el Ministro de Ambiente, las demás autoridades ambientales, los 
gobernadores, los alcaldes o por lo menos cien personas o tres entidades sin ánimo de 
lucro, cuando se desarrolle o pretenda desarrollarse una obra o actividad que pueda 
causar impacto al medio ambiente o a los recursos naturales renovables como la 
minería, y para la cual se exija permiso o licencia ambiental, podrán solicitar la 
realización de una audiencia pública que se celebrará ante la autoridad competente para 
el otorgamiento del permiso o la licencia ambiental respectiva (Ley 99, 1993. Art, 72).  
 
En la audiencia pública podrán intervenir los peticionarios, los interesados, las 
autoridades competentes, expertos y organizaciones sin ánimo de lucro que hayan 
registrado con anterioridad al debate. En la audiencia podrán recibirse las 
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informaciones y pruebas que se consideren conducentes. La decisión administrativa 
deberá ser motivada, teniendo en cuenta las intervenciones y pruebas recogidas durante 
la audiencia. También podrá celebrarse una audiencia pública, durante la ejecución de 
una obra que haya requerido permiso o licencia ambiental, cuando fuere manifiesta la 
violación de los requisitos exigidos para su otorgamiento o de las normas ambientales. 
 
c) Acción de nulidad en asuntos ambientales: la acción de nulidad procede contra los actos 
administrativos mediante los cuales se expide, modifica o cancela un permiso, 
autorización, concesión o licencia ambiental de una actividad que afecte o pueda 
afectar el medio ambiente (Ley 99, 1993. Art 72). 
 
d) Derecho de petición de información ambiental: Toda persona natural o jurídica tiene 
derecho a formular directamente petición de información en relación con los elementos 
susceptibles de producir contaminación y los peligros que el uso de dichos elementos 
pueda ocasionar a la salud humana y sobre el monto y utilización de los recursos 




e). Consulta previa para grupos étnicos: La explotación de los recursos naturales deberá 
hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas y afrodescendientes tradicionales y las decisiones sobre la materia se 
tomarán, previa consulta a los representantes de tales comunidades (Ley 99, 1993. Art, 
74). 
 
En este documento, la participación ciudadana en asuntos minero ambientales se define 
como la posibilidad de los ciudadanos de hacer parte de los procesos en donde se toman las 
decisiones sobre la realización o no de proyectos mineros y se proponen medidas sobre los 
impactos de los mismos. Asimismo, de hacer parte de los procesos en donde se elaboran normas 
y políticas públicas en asuntos mineros. Esta participación se materializa a través de la 
implementación de mecanismos de diferente índole. 
 
De acuerdo con la legislación colombiana, la utilización de mecanismos de participación 
ambiental dentro del proceso de licenciamiento de proyectos solo es obligatoria para los grupos 
étnicos a través de la consulta previa (pueblos indígenas, afrodescendientes, raizales y rom). La 
implementación de mecanismos, en principio, es a solicitud de algún interesado y/o facultativa 
de la autoridad ambiental. La norma sobre licenciamiento ambiental en Colombia —Decreto Nº 
1076 de 2015—, solo contempla la participación de las comunidades rurales o campesinas a 
través del deber de informarles sobre el alcance del proyecto con énfasis en los impactos y 




Los aportes de las comunidades recibidos durante este proceso no son vinculantes y son 
incorporados en el estudio de impacto ambiental solo cuando se consideran pertinentes. La 
norma no reglamenta la manera cómo se debe informar a las comunidades sobre el alcance, 
impactos y medidas del proyecto, por lo que deja a consideración del peticionario del proyecto 
cómo se materializa el deber de informar, y esto podría consistir en una publicación en un diario 
oficial o en una comunicación dirigida a la comunidad. Todo lo anteriormente señalado se aplica 
tanto en proyectos urbanos como en proyectos rurales que estén sujetos al trámite de 
licenciamiento ambiental. 
 
En consecuencia, el proceso de licenciamiento ambiental no contempla una etapa 
específica para la implementación de mecanismos de participación ciudadana de grupos que no 
se encuentran bajo la protección del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, 
y por ende, su participación no es obligatoria en todo el proceso16. De allí, que los mecanismos 
de participación ambiental consagrados en la Ley 99 de 1993 deben ser solicitados por la 
comunidad afectada o por los interesados en el proyecto frente a la autoridad ambiental o 
iniciados por esta última de forma discrecional. De hecho, en muchos casos todo el proceso de 
licenciamiento se desarrolla sin que se utilice ninguno de estos mecanismos de participación5.  
 
La Consulta Popular como mecanismo de participación ciudadana en la Constitución 
Política de Colombia.   
 
Acorde a Garcés y Rapalino precisan lo siguiente: Uno de los pilares de la Constitución 
Política de Colombia es la participación de los ciudadanos que garantice un orden económico 
social y justo, tal como se menciona en el preámbulo de la carta (Garcés Villamil & Rapalino 
Bautista, 2015). 
 
De los artículos 103 a 105 del texto constitucional se establecen las formas de 
participación democrática. El artículo 103 indica: Son mecanismos de participación del pueblo 
en ejercicio de su soberanía: el voto, el plebiscito, el referendo, la consulta popular, el cabildo 
abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. La ley los reglamentará. La Ley 
                                                 
5  Respecto de los mecanismos de participación en materia ambiental en Colombia, en algunos casos, la ley no 
ha reglamentado de forma específica un procedimiento o un formato para su implementación o solicitud. Por 
ejemplo, sobre el derecho de petición ambiental, la ley general ambiental no señala específicamente los 
requisitos para su interposición. No obstante, en la práctica se aplican las reglas que el derecho administrativo 
ha dispuesto para el derecho de petición en materia general. Esto sucede igualmente con la acción de nulidad 
en asuntos ambientales. También es importante tener en cuenta que para la solicitud de los mecanismos ante la 
autoridad competente, por ejemplo, en el caso de la audiencia pública ambiental o en la intervención de terceros 
en procesos administrativos no existe un formato definido por la ley, sin embargo, existen modelos diseñados 
por el ministerio público, la academia o las organizaciones de la sociedad civil que pueden ser utilizados por 
cualquier ciudadano. Al respecto se recomienda consultar: “Manual de acceso a la información y a la 




134 de 1994 se encargó de reglamentar los mecanismos de participación ciudadana 
mencionados en la carta política. En los artículos 50 a 57 se regula todo lo relacionado con la 
Consulta Popular. Este mecanismo de participación consiste en la consulta que realiza a la 
ciudadanía el presidente de la República, el Gobernador de un Departamento o el Alcalde 
Municipal sobre un asunto de trascendencia nacional, departamental o local respectivamente. 
El mecanismo es el siguiente: El ejecutivo elabora la pregunta que se le va consultar a la 
ciudadanía que solo puede tener como respuesta sí o no. Esa iniciativa es presentada al Senado 
si es Nacional, la Asamblea en el caso de los Departamentos y el Concejo en el caso de los 
municipios con la finalidad que estos organismos aprueben la conveniencia de realizar la 
consulta. Una vez recibida esta aprobación y para las consultas departamentales y locales, se 
realiza un examen de la pregunta por parte del Tribunal Administrativo para que informe si la 
pregunta a realizar se encuentra acorde a la Constitución Política. Una vez el Senado aprueba 
la consulta, la misma se realizará dentro de los cuatro meses siguientes, en el caso de las 
consultas departamentales y locales se realiza dentro de los dos meses siguientes. En el caso de 
las consultas departamentales y locales, el texto de la consulta deberá remitirse al tribunal de lo 
contencioso administrativo competente con la finalidad que examine la constitucionalidad de la 
pregunta realizada. En la eventualidad que el juez administrativo la considere contraria a la 
Carta política no será viable la realización de la misma. Para que sea aprobada la consulta por 
parte de la ciudadanía se requiere el voto afirmativo de la mitad más uno de los sufragios y que 
hubiere participado la tercera parte de los electores que conforman el censo electoral. El artículo 
56 dispone sobre los efectos de la consulta: 
 
…Cuando el pueblo haya adoptado una decisión obligatoria, el órgano correspondiente 
deberá adoptar las medidas para hacerla efectiva. Cuando para ello se requiera de una ley, 
una ordenanza, un acuerdo o una resolución local, la corporación respectiva deberá 
expedirla dentro del mismo periodo de sesiones y a más tardar en el período siguiente. Si 
vencido este plazo el Congreso, la asamblea, el Concejo o la junta administradora local, 
no la expidieren, el presidente de la República, el gobernador, el alcalde, o el funcionario 
respectivo, dentro de los tres meses siguientes la adoptará mediante decreto con fuerza de 
ley, ordenanza, acuerdo o resolución local, según el caso. En este caso el plazo para hacer 
efectiva la decisión popular será de tres meses. 
 
De la reglamentación de la consulta popular se puede inferir que: a-) Su iniciativa 
corresponde al ejecutivo nacional, departamental o local. b-) Para el evento de las consultas 
departamentales y locales se requiere la validación de la misma por las Asambleas y Concejos 
y la revisión previa de un tribunal de la jurisdicción contencioso administrativa. C-) Existe un 
control judicial previo de constitucionalidad realizado por los tribunales administrativos que 
busca salvaguardar los derechos consagrados en la carta política d-) Es condición indispensable 
para la validez de la consulta que participe en la misma una tercera parte del censo electoral 
nacional, departamental o local según sea el caso. e-) La aprobación de la consulta por parte del 
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pueblo tiene como consecuencia para el gobierno nacional, departamental o local, la 
obligatoriedad de adoptar las medidas para hacer efectiva la decisión consultada. 
 
Desde la vigencia de la Ley 134 que comenzó a regir el 31 de mayo de 1994 y hasta el 
primer semestre del año 2014 se han realizado 33 consultas populares según la información que 
brinda la Registraduría Nacional del Estado Civil, entidad que tiene la función de organizar y 
vigilar los procesos electorales en Colombia. De las consultas realizadas se pueden realizar las 
siguientes anotaciones: 
 
a-) Todas las consultas han sido municipales. Este mecanismo de participación ciudadano 
no ha sido estrenado por presidentes ni gobernadores de departamento.  
 
b-) Los temas que han sido sometidos a consulta a los ciudadanos se han referido a los 
siguientes aspectos:  
 
Cuatro consultas sobre integración de áreas metropolitanas6.  
 
Cinco Consultas relacionadas con temas de paz7. 
 
Diez consultas sobre aspectos de integridad territorial referentes a la anexión de 
municipios y creación de los mismos.  
 
Doce Consultas sobre aspectos puntuales de gobierno desde la adquisición de lotes para 
fines específicos, la prohibición de juegos de azar, hasta la construcción de plazas municipales, 
entre otros temas.  
 
Con relación a temas de prohibición de actividades de exploración y explotación de 
recursos naturales se han realizado dos consultas populares en los municipios de Piedras 
(Tolima) y Tauramena (Casanare) en el segundo semestre de 2013. Una tercera consulta sobre 
la misma temática que había sido programada para abril de 2014 en el municipio de Monterrey 
en el departamento del Casanare en abril de 2014 fue suspendida por el Consejo de Estado. 
                                                 
6 El artículo 2 de la ley 1625 de 2013, con relación a las áreas metropolitanas dispone que: “Las Áreas 
Metropolitanas son entidades administrativas de derecho público, formadas por un conjunto de dos o más 
municipios integrados alrededor de un municipio núcleo, vinculados entre sí por dinámicas e interrelaciones 
territoriales, ambientales, económicas, sociales, demográficas, culturales y tecnológicas que para la 
programación y coordinación de su desarrollo sustentable, desarrollo humano, ordenamiento territorial y 
racional prestación. 
7 Adicionalmente a la Consulta realizada en Aguachica, se realizaron consultas en Santa Marta capital del 
departamento del Magdalena en 1995 con una pregunta igual y tres consultas en diciembre 19 de 1999 en los 
municipios guajiros de Fonseca, SanJjuan del César y Villanueva con la pregunta: “¿Rechaza usted que sigan 





El Alcalde del Municipio de Piedras en el Departamento del Tolima puso a 
consideración del Concejo Municipal el texto de la consulta popular que sobre temas relativos 
a las actividades mineras pretendía realizar a los habitantes del municipio. El Concejo 
Municipal, el 18 de mayo de 2013 dio un concepto favorable a la realización de la citada 
consulta. El texto de la pregunta fue enviado al Tribunal Administrativo del Tolima con la 
finalidad que examinara la constitucionalidad de la misma. En Sentencia de Junio 26 de 2013, 
el Tribunal encontró ajustada a la Constitución el procedimiento realizado y dio vía libre al 
mecanismo de participación ciudadana. En dicha providencia destacó esta instancia judicial que: 
 
…Revisado su contenido y sustento en los fundamentos legales y jurisprudenciales 
explicados en esta providencia, tenemos que la pregunta formulada y esgrimida en líneas 
previas, se encuentra proyectada de manera adecuada, dando claridad a la población de 
que su decisión cualquiera sea su rigor, será significativa, ya que son ellos los 
directamente interesados en el tema para el bienestar de su municipio.  
 
Es evidente que la Constitución privilegia el derecho al medio ambiente y conservación 
de un ambiente sano a través de los artículos 1º, 58, 80 y 95, entre otros. Véase lo que al respecto 
ha dicho la Corte Constitucional:  
 
…Una teórica discusión jurídica en materia ambiental, sobre cuáles derechos prevalecen, 
la resuelve la propia constitución, al reconocer la primacía del interés general, bajo las 
condiciones del artículo 1º. Al señalar que la propiedad privada no es un derecho absoluto, 
sino que “es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una 
función ecológica (art. 58, inc. 2º).  
 
Además, señala la Constitución, que el Estado debe: “prevenir y controlar los factores 
de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños 
causados” (art. 80). Así mismo, establece dentro de los deberes de la persona y el ciudadano la 
obligación de “proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación 
de un ambiente sano (art. 95 ord. 8º). 
 
Mediante Decreto 095 (2013) del 9 de julio del Alcalde de Piedras, municipio del 
departamento del Tolima, convocó una consulta popular para responder la siguiente pregunta: 
 
…Está de acuerdo, como habitante del municipio de Piedras Tolima que se realice en 
nuestra jurisdicción, actividades de exploración, explotación, tratamiento, 
transformación, transporte, lavado de materiales provenientes de las actividades de 
explotación minera aurífera a gran escala, almacenamiento y el empleo de materiales 
nocivos para la salud y el medio ambiente de manera específica el cianuro y/o cualquier 
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otra sustancia o material peligroso asociado a dichas actividades y se utilicen las aguas 
superficiales y subterráneas de nuestro municipio en dichos desarrollos o en cualquier 
otro de naturaleza similar que pueda afectar y/0 limitar el abastecimiento de agua potable 
para el consumo humano, la vocación productiva tradicional y agrícola de nuestro 
municipio. 
 
Con un censo electoral de 5.105 personas, participaron en la consulta 3.007 personas, de 
las cuales 2.971 votaron por él No, 24 votaron por él sí, hubo 2 votos nulos y 10 tarjetas no 
marcadas.  
 
La Registraduría Nacional del Estado Civil, manifestó lo siguiente La Consulta 
adelantada en el municipio de Piedras cumplió con todos los requisitos exigidos por la ley para 
su validez y efectividad. Con la realización de esta consulta se dio inicio a un debate sobre la 
competencia de los municipios para regular aspectos relacionados con la actividad minera. La 
posición del gobierno nacional y la industria minera es que la competencia para regular todos 
los aspectos del proceso minero radica única y exclusivamente en el ejecutivo nacional. Previo 
a abordar esta discusión, conviene conocer los aspectos de otras dos consultas que sobre temas 
similares se tramitaron en dos municipios del departamento del Casanare. Luego de la 
experiencia de Piedras, los municipios de Tauramena y Monterrey comenzaron el trámite para 
la realización de sus consultas populares que buscaban preguntarle a la población su opinión 
sobre la posibilidad de que en sus municipios se iniciaran actividades de exploración sísmica en 
cercanía a las zonas de recarga hídrica. En Tauramena, luego de cumplir los procedimientos 
legales, la consulta se realizó el 15 de diciembre de 2013 con la participación de 4.577 personas 
de un censo electoral de 13.372. 
 
La importancia que la actividad minero energética tiene en Colombia está creciendo de 
manera acelerada. Las políticas públicas que orientan estos temas desde hace tres lustros han 
buscado que la inversión extranjera se sientan atraída para movilizar capitales hacia la 
exploración y explotación de recursos naturales en el país. Con la finalidad de simplificar los 
trámites e impulsar esta actividad el Gobierno Nacional está resuelto a monopolizar el manejo 
de todo lo relacionado con el ordenamiento minero. Esta decisión que pudiera parecer 
conveniente desde el punto de vista gerencial tiene aspectos que contrarían el ordenamiento 
constitucional colombiano al despojar de funciones a entes territoriales. 
 
La constitución ecológica y sus desarrollos legales  
 
Uno de los temas que aparece con mucha fuerza por primera vez en una carta constitucional 
nacional es el de la protección del medio ambiente, al punto que se habla de la existencia de la 
“Constitución Ecológica”. Esta es una normativa que no se limita única y exclusivamente a 
consagrar principios generales, sino que le otorga al Estado una serie de deberes encaminados 
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a la formulación de políticas de planificación, de control, de conservación y de preservación del 
ambiente, así como también involucra a los ciudadanos en la responsabilidad de actuar a favor 
de la protección de la naturaleza (Sentencia T-002, 1992) (Sentencia T- 411, 1992). 
 
  El Estado debe proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para lograr estos fines (art. 79); debe 
también prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones y exigir 
la reparación de los daños causados (art. 80); es deber de las autoridades garantizar la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectar al ambiente sano (art. 79); 
es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su 
destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular (art. 82) y tiene que 
regular el ingreso y salida del país de los recursos genéticos y su utilización de acuerdo con el 
interés nacional (art. 81) y cooperar con otras naciones en la protección de los ecosistemas 
situados en zonas fronterizas (art. 80). Asimismo, son deberes de la persona y el ciudadano 
proteger los recursos naturales y culturales del país y velar por la conservación del ambiente 
sano (art. 95.8). 
 
La importancia del tema ecológico, y en particular la defensa del derecho a gozar de un 
ambiente sano ha sido objeto de especial interés por parte de las autoridades judiciales 
colombianas, y en particular de la Corte Constitucional, que ha producido abundante 
jurisprudencia en la materia. Igualmente, la jurisprudencia se ha referido a los alcances de la 
protección jurídica del derecho a gozar un ambiente sano, la biodiversidad, de la conservación 
de áreas naturales de especial importancia, del desarrollo sostenible, de la calidad de vida y de 
la educación y la ética ambiental, elementos todos fundamentales para la sostenibilidad. 
 
Acciones en torno a la minería en el Área Metropolitana de Cúcuta.   
En CORPONOR la Oficina de Control y Vigilancia Ambiental y Direcciones 
Territoriales. Es la encargada de recibir y atender denuncios por infracciones ambientales, ya 
sea por medio escrito, verbal, de oficio, o a través del denuncio en línea, de acuerdo con las 
normas vigentes, y trabajando con el apoyo de cuerpos armados (policía, militares) y entes 
territoriales, realizando visitas técnicas u operativos de control. Allí se genera la información 
necesaria para el sistema de información ambiental de la Corporación, obteniendo estadísticas 
y elementos de juicio para la adecuada administración de los recursos naturales renovables del 
departamento Norte de Santander.  
 
Además, adelanta el procedimiento administrativo sancionatorio ambiental y diseña e 
implementar estrategias de control y vigilancia ambiental. 
 
En los municipios que forman parte del Área Metropolitana de Cúcuta, acorde a 
CORPONOR en su Plan de Acción 2007 – 2011 destacan lo siguiente: La problemática, en 
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torno a la minería del departamento Norte de Santander, se basa fundamentalmente en la 
existencia de ilegalidad en explotaciones mineras, la escasa tecnología y el escaso aporte y 
acompañamiento de la autoridad minera por la centralización de los trámites administrativos en 
la expedición de títulos y registros mineros. 
 
En Norte de Santander se hallan aproximadamente 340 contratos mineros de carbón, de 
los cuales el 32% han tramitado la licencia ambiental para el desarrollo de su actividad; el 17% 
se halla en proceso de legalización ambiental ante la Corporación, significando que el 51% se 
encuentran ejecutando la actividad económica sin tener en cuenta la normatividad ambiental. 
En lo que respecta a otros minerales como son Minas de Arcilla, material de arrastre, caliza, 
roca fosfórica, entre otros, se hallan aproximadamente 285 contratos mineros, de los cuales el 
33% han tramitado la licencia ambiental para el desarrollo de su actividad; el 33% se halla en 
proceso de legalización ambiental ante la Corporación, significando que el 34% se encuentran 
ejecutando la actividad económica sin tener en cuenta la normatividad ambiental. 
 
Como autoridad ambiental no ha adelantado diligencias para el resguardo de las zonas, 
por lo cual se han venido adelantando actividades mineras que afectan de manera directa, ni las 
autoridades de los municipios afectados, han tomado ningún tipo de acciones para evitar la 
deforestación y proteger el agua como recurso vital, entre otros problemas que se enfrentan a 
causa de la minería. 
 
En cumplimiento a la política de seguridad ciudadana del Gobierno Nacional y como 
parte de la Estrategia de Intervención Integral contra la explotación ilícita de yacimientos 
mineros,  a través de las autoridades de policía de Norte de Santander, como parte del convenio 
interadministrativo de asociación suscrito entre el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, el Ministerio de Minas y Energía y la Policía Nacional, realizan operativos para 
sellar minas de extracción de carbón que no cuenten los permisos requeridos para la explotación 
de yacimientos naturales8. 
 
El cierre de estos socavones se realiza con el objetivo de proteger la integridad de las 
personas que laboran ilegalmente en estos yacimientos naturales, exponiendo sus vidas a raíz 
de la ausencia de las medidas y equipos de seguridad necesarios para la ejecución de esta 
actividad, así como la de evitar que los recursos obtenidos con esta actividad ilícita no se destine 
para financiar grupos terroristas o bandas criminales. 
 
Por su parte la Agencia nacional Minera, se encarga de brindar las orientaciones técnicas 
a las empresas y mineros, visitan las instalaciones de las minas para verificar el cumplimiento 
de los requisitos de ley. 
 
                                                 






Ciudadanía. Estatus jurídico y político mediante el cual las ciudadanas y ciudadanos adquieren 
unos derechos como individuos (civil, político, social) y unos deberes, respecto a una 
colectividad; además de la facultad de actuar en la vida de un Estado. Esta facultad surge del 
principio democrático de soberanía popular.// Conjunto de ciudadanos y ciudadanas de un 
pueblo o nación. // Se trata de una construcción ética que supone convivencia autónoma y una 
vinculación a las demás personas. 
 
Consulta popular. La consulta popular es un mecanismo de participación ciudadana 
mediante el cual se convoca al pueblo para decida acerca de algún aspecto de vital importancia. 
La consulta popular puede ser tanto nacional como departamental, municipal, distrital o local. 
(Subgerencia Cultural del Banco de la República. 2015).  
 
En el caso de una consulta de carácter nacional, el presidente de la República, con el 
previo aval del Congreso y respaldado por las firmas de todos los Ministros, es el encargado de 
consultar al pueblo cuando crea que una decisión próxima a ser tomada es de trascendencia 
nacional; es decir, que afecta a todos los Departamentos del país. 
 
En el caso de las consultas populares a nivel distrital, departamental, municipal o local, 
la decisión de convocarlas no es tomada por el presidente sino por los Gobernadores y Alcaldes, 
según sea el caso, para lo cual no se debe acudir al Congreso para que éste la respalde sino que 
los Gobernadores o Alcaldes deben cumplir ciertos requisitos que están claramente definidos 
en el Estatuto general de la organización territorial. 
 
Corresponsabilidad. Responsabilidad compartida, expresiva de un vínculo efectivo y 
estable entre gobiernos y ciudadanía para la toma de decisiones políticas, como resultado de 
uno o varios procesos participativos. El término se emplea también frecuentemente como 
sinónimo de co-gestión. 
 
Democracia participativa. Forma de democracia, basada en la participación directa de 
los ciudadanos y ciudadanas en la toma de decisiones, su ejecución y control, que incide en el 
gobierno de una colectividad.// Modelo de democracia en el que existen espacios decisorios 
para que los ciudadanos y ciudadanas participen en la gestión de gobierno de las 
administraciones. 
 
Municipio. Institución política representativa, encargada de la gestión de los intereses 
de una colectividad, que, estando dotada de autonomía, personalidad jurídica y plena capacidad 
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para el desempeño de sus funciones, supone el ente básico local de la organización territorial 
del Estado. 
 
Participación ciudadana. Se considera la adaptación de las comunidades a un proceso 
activo, organizado, por medio de técnicas de intervención (mecanismos e instrumentos) en la 
gestión pública para influenciar, controlar, supervisar y defender las iniciativas de desarrollo y 






Constitución Política de Colombia 
 
Artículo 1º consagra como principio fundamental que Colombia es un estado social de derecho 
organizado en forma de República Unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto a la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que lo integran y en la prevalencia del interés 
general. 
 
Este principio fundamental de la democracia participativa en lo que se refiere a lo 
ambiental, se plasma en varias normas constitucionales, dándole a la participación no solamente 
la dimensión de derecho sino también de deber. La Carta Política consagra que; todas las 
personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano; y que la ley garantizará la participación 
de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo (art. 79); al mismo tiempo que asigna 
tanto al Estado como a los particulares la obligación de; proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación; (art. 8) y de manera específica contempla que es un deber de las personas 
y de los ciudadanos; proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la 
conservación de un ambiente; (art. 95-8). 
 
 
Ley 99 de 1993 
Por la cual……. 
 
En el numeral 10º de su artículo 1º desarrolla esta noción de participación al incluir como uno 
los principios generales ambientales que la acción para la protección y recuperación ambientales 
del país es una tarea conjunta y coordinada entre el Estado y la comunidad, las organizaciones 




En todo caso, se debe tener en cuenta y aclarar que aún antes de la Constitución de 1991 
y de la Ley 99 de 1993, ya estaba claramente consagrada en nuestra legislación ambiental la 
participación comunitaria como derecho y deber. 
 
 
Ley 23 de 1973 
Por la cual se concedieron facultades extraordinarias al Presidente de la República para 
expedir el Código de Recursos Naturales y de Protección al Medio Ambiente 
 
Artículo 2º dispuso que; el medio ambiente es un patrimonio común, por lo tanto su 
mejoramiento y conservación son actividades de utilidad pública, en las que deberán participar 
el Estado y los particulares; y su artículo 12 contempló que; el Gobierno Nacional creará los 
sistemas técnicos de evaluación que le permitan hacer participar a los usuarios de los recursos 
ambientales en los gastos de protección y renovación de éstos, cuando sean usados en beneficio 
de actividades lucrativas. 
 
 
Ley 134 de 1994 
Por la cual se dictan normas sobre mecanismos de participación ciudadana 
 
Artículo 1o.  Objeto de la Ley. La presente Ley estatutaria de los mecanismos de participación 
del pueblo regula la iniciativa popular legislativa y normativa; el referendo; la consulta popular, 
del orden nacional, departamental, distrital, municipal y local; la revocatoria del mandato; el 
plebiscito y el cabildo abierto. 
 
Establece las normas fundamentales por las que se regirá la participación democrática 
de las organizaciones civiles. 
 
La regulación de estos mecanismos no impedirá el desarrollo de otras formas de 
participación ciudadana en la vida política, económica, social, cultural, universitaria, sindical o 
gremial del país ni el ejercicio de otros derechos políticos no mencionados en esta Ley. 
 
 
Ley estatutaria 1757 de 2015 
Por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho a la 
participación democrática 
 
Artículo 1. Objeto. El objeto de la presente leyes promover, proteger y garantizar modalidades 
del derecho a participar en la vida política, administrativa, económica, social y cultural, y así 
mismo a controlar el poder político. La presente ley regula la iniciativa popular y normativa 
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ante las corporaciones públicas, el referendo, la consulta popular, la revocatoria del mandato, el 
plebiscito y el cabildo abierto; y establece las normas fundamentales por las que se regirá la 
participación democrática de las organizaciones civiles. La regulación de estos mecanismos no 
impedirá el desarrollo de otras formas~ de participación democrática en la vida política, 
económica, social y cultural, ni el ejercicio de otros derechos políticos no mencionados en esta 
ley. 
 
Ley 1801 el 29 de julio de 2016 
Código Nacional de Policía y Convivencia 
 
Título X, Minería Capítulo I.  Medidas para el control de la explotación y aprovechamiento 
ilícita de minerales. 
 
 







Tipo y método de investigación 
 
El tipo de investigación, de tipo documental, basada en la recopilación, análisis y 
sistematización de la información de la participación ciudadana del municipio de Cúcuta en las 
decisiones de actividades mineras del carbón, durante 2015 – 2016. 
 
La investigación documental está basada en conocimientos ciertos y fundamentados, ya 
que en su mayoría son estudios realizados y las posturas jurisprudenciales frente al tema objeto 
de estudio. 
 
Se realiza bajo el método temático. 
 
La investigación se desarrolla en dos fases la heurística y la hermenéutica 
 
La primera fase, la heurística: consiste en la búsqueda y recopilación de las fuentes de 
información cuyas características y naturaleza son: 
 
Bibliográficas y artículos científicos. 
 
Documentos oficiales, donde reposan conceptos sobre la minería y su impacto 
ambiental. 
Segunda fase hermenéutica: en esta fase cada una de las fuentes investigativas (libros y 
artículos científicos), se dará una lectura analítica – critica al tema objeto de estudio. 
 
El método es lógico deductivo, porque se analiza la efectividad de la participación activa 




Población y Muestra 
 
Población.  La población corresponde a los habitantes del municipio de Cúcuta, el tiene 





Habitantes municipio de Cúcuta 
Municipios Población 2005 Proyección 2010 
Cúcuta 585.543 618.310 
Fuente: DANE 
 
Muestra.   No se contempla en la investigación, la realización de encuestas o entrevistas 
a un grupo poblacional, por lo cual no existe muestra, toda vez, que es una investigación sobre 
la participación del municipio de Cúcuta en las decisiones sobre la realización de actividades 
mineras, basadas en el….. 
 
 
Técnicas e instrumentos para la recolección de información 
  
Se solicitó información mediante Derecho de Petición en la Corporación Autónoma Regional 
CORPONOR, sobre las licencias ambientales expedidas, para la aprobación de actividades 
mineras en la ciudad de Cúcuta (Véase Anexo A). 
 
Se solicitó información mediante Derecho de Petición en la Secretaria de Gobierno del 
municipio de Cúcuta, sobre los actos administrativos expedidos para la realización de 
actividades mineras en el municipio  y sus corregimientos (Véase Anexo B). 
 
Se solicitó información mediante Derecho de Petición en la Agencia Nacional Minera 
sobre los actos administrativos expedidos para la realización de actividades mineras en el 
municipio  y sus corregimientos (Véase Anexo C).  
 
Las entidades a las cuales se les solicitó la información acerca de las actividades mineras, 
no emitieron una respuesta clara a lo peticionado.  
 
La respuesta de la Corporación Autónoma Regional CORPONOR, es que la petición era 
demasiado extensa y que había que dar un tiempo de espera a dicha respuesta (Véase Anexo 
D). 
La respuesta de la Secretaria de Gobierno del municipio de Cúcuta, fue que solicitará 
dicha información en el punto de atención Agencia Nacional Minera fue que se solicitara 
información en el Punto de Atención Regional Cúcuta del barrio Caobos donde reposan los 
expedientes mineros (Véase Anexo E). 
 
La respuesta de la Agencia Nacional Minera fue que se solicitara información en el 
Punto de Atención Regional Cúcuta del barrio Caobos donde reposan los expedientes mineros. 




Dado que ninguna entidad dio una información clara y precisa, se utilizaron fuentes 
secundarias de información a través de la consulta en Internet en sitios oficiales del Estado 
colombiano, lo mismo que investigaciones y publicaciones indexadas acerca del tema objeto de 
estudio. 
 
Se utilizan fuente secundarias que  son aquellas  que no tienen  alguna relación física  
directa  con  el eventos  que  constituye  el  objeto de estudio, sino que están relacionadas  con 
él,  a través  de algún proceso intermedio,  en este caso, están conformadas  por  artículos 
relacionados con la participación comunitaria en temas ambientales, y  bibliografías  
relacionadas con el tema objeto de estudio. 
 
Las técnicas de procesamiento y análisis de datos se realizan con atención a los 
siguientes pasos:  
Elaboración de resúmenes simples y analíticas las cuales se realizan mediante lecturas 
exploratorias y lecturas evaluativas.  
 
Técnicas referentes a las críticas externas e interna de documentos. Cada documento se 
somete a la evidencia   de la crítica interna para probar  si el documento  es auténtico  y las 
criticas externas  para determinar la veracidad  y confiabilidad de los datos  e información 
contenida  en los  documentos  para lo cual los pasos  a seguir  serán: 
 
Establecer el objeto de análisis, este punto se refiere a que las fuentes documentales 
consideradas en función de los temas y subtemas establecidos.   
 
Las lecturas críticas de los documentos y supone una crítica externa y otra interna, cuyos 





ANÁLISIS DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE CÚCUTA EN 
LAS DECISIONES DE ACTIVIDADES MINERAS DEL CARBÓN 2015 - 2016 
 
 
Participación ciudadana: conceptos y mecanismos 
 
La participación ciudadana, en sí misma, es una expresión de la participación o acción política 
de los ciudadanos que, de forma individual u organizada, deciden dejar atrás la simple 
delegación de poder de la democracia representativa, para realizar actividades que influyan en 
el ejercicio político y en la administración del Estado. 
 
Evidentemente, la participación política está mediada por los intereses de quien la ejerce, 
no siendo siempre éstos los mejores para la sociedad en su conjunto, de ahí la importancia de 
su estudio y la necesidad de su definición para promover su aplicación de la mejor manera 
posible. En tal sentido, Pasquino se aproxima a una probable definición de la participación 
política en los siguientes términos: “es aquel conjunto de actos y de actitudes dirigidos a influir 
de manera más o menos directa y más o menos legal sobre las decisiones de los detentadores de 
poder en el sistema político o en cada una de las organizaciones políticas, (…), con vistas a 
conservar o modificar el sistema de valores” (Pasquino, 1998). 
 
Al tratar de conceptualizar la idea de participación, se podría definir como “...todo 
proceso en el que se adoptan decisiones donde es susceptible la participación de grupos 
organizados e individuos, influencia que –al margen de su intensidad– optimiza el uso de 
recursos económicos o políticos. A su vez, una estrategia de participación debe tender al 
equilibrio en la promoción de la participación como fortalecimiento de los actores de la sociedad 
civil y la participación como desarrollo del aparato institucional en el que se toman las 
decisiones” (Rojas Ortuste & Verdesoto Custode , 1997). 
 
Así, los procesos de participación integran y consagran al individuo una serie de 
derechos y deberes, además de permitir su ingreso, cuando su papel se lo permite, a los diversos 
escenarios sociales, productivos, económicos, religiosos y rituales como un miembro más de 
una comunidad (Muñoz, 1998). 
 
El fortalecimiento de los actores de la sociedad civil tiene que ser una consecuencia del 
empoderamiento de éstos respecto a la política pública. De esta manera, se podría comprender 
la participación ciudadana de mejor manera en un proceso de descentralización, entendida ésta 
como “la transferencia de poder de decisión y ejecución de políticas públicas de los órganos 
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centrales del gobierno y del Estado a las entidades territoriales (departamentos, municipios) y a 
las fuerzas vivas que allí habitan” (Restrepo, 1994). 
 
Es bueno tener en cuenta que, para abrir los espacios de participación a la ciudadanía, 
resulta necesario contar con una población con una alta cultura política, la cual no existe en 
nuestro país, por lo que de la mano del proceso normativo para abrir paso a la descentralización, 
hay que iniciar un proceso de educación y formación de las comunidades para que participen 
activamente y con responsabilidad dentro de los nuevos espacios democráticos de la 
administración pública (Muñoz A. & Torres P., 2007). 
 
En términos generales, la ley colombiana permite a los ciudadanos ciertos mecanismos 
de participación, mediante los cuales ellos pueden incidir en la política nacional y participar 
directamente en la toma de decisiones y la administración del Estado. Dichos mecanismos son: 
la iniciativa popular legislativa y normativa; el referendo; la consulta popular del orden 
nacional, departamental, distrital, municipal y local; la revocatoria del mandato; el plebiscito y 
el cabildo abierto (Ley 134, 1994). A pesar de lo taxativo de la norma al referirse 
exclusivamente a los anteriores seis mecanismos de participación, la regulación de esos 




Participación ciudadana y medio ambiente 
 
Uno de los componentes del desarrollo integral que más importancia ha cobrado en el último 
tiempo es el referido al medio ambiente, debatiéndose en torno a su conservación y 
aprovechamiento. El concepto de Desarrollo Sostenible es, quizá, el más referenciado cuando 
se habla de soluciones a la grave crisis ambiental. Surge en 1987 en el informe “Nuestro Futuro 
Común” o Informe Brundtland (denominado así por el apellido de la presidenta de la comisión, 
Gro Harlem Brundtland), elaborado por la Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el 
Desarrollo. El informe Brundtland fue el documento antecedente a la Cumbre de Río de Janeiro, 
celebrada en 1992 y conocida también como la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo. Así, en el informe se habla del Desarrollo Sostenible como “la 
satisfacción de las necesidades de la generación presente sin comprometer la de las generaciones 
futuras” (Comisión Brundtland, 1987). De esta forma, se plantea la necesidad de preservar los 
ecosistemas mediante un uso más racional de los recursos naturales, pero sin proponer siquiera 
una revisión del modelo económico. 
 
Entre el concepto de Desarrollo Sostenible presentado por el Informe y su antecesor, el 
“Ecodesarrollo”, hay una gran diferencia. El Ecodesarrollo planteaba “conciliar el aumento de 
la producción, que tan perentoriamente reclamaban los países del tercer mundo, con el respeto 
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a los ecosistemas necesarios para mantener las condiciones de habitabilidad de la tierra” 
(Amortegui Sanabria & Calderon, 2007), mientras el Desarrollo Sostenible establece su límite 
en el problema de la conservación, sin entrar a mirar el problema de la desigualdad y de la 
pobreza mundiales. 
 
El Desarrollo Sostenible ha de considerar, pues, elementos que van más allá de los 
puramente económicos y tener en cuenta reflexiones más cercanas al comportamiento de las 
personas y su interacción dentro de la sociedad y de ésta con la naturaleza. De esta forma, el 
Desarrollo Sostenible se orientaría hacia un “proceso dinámico que requiere de cambios 
estructurales en los sistemas productivos, los estilos de consumo, las formas de gestión y las 
formas de comportamiento social” (Pulido , 2000). 
 
 
El desarrollo humano y la jurisprudencia colombiana 
 
El Desarrollo Humano tiene una relación necesaria con los derechos humanos en materia 
Internacional. Nos aparece evidenciado en los Derechos Económicos Sociales y Culturales 
(DESC, 1990) como un principio de no regresividad que se debe exigir de forma progresiva 
para la garantía que tienen todos los asociados como derecho al desarrollo. En Colombia se 
manifiesta en varias oportunidades en la Carta Constitucional de 1991 en múltiples artículos y 
en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, como máximo intérprete de ésta. 
 
Cuando se manifiesta que el Desarrollo Humano es un derecho que recae 
exclusivamente en la persona, que puede ejercerlo para garantizar sus derechos individuales 
como el derecho a “la vida, dignidad humana, a la libertad” (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991. Preámbulo, Art. 11, 13) todos ellos consagrados en la Carta Constitucional como derechos 
fundamentales y así mismo enunciados y protegidos en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como básicos 
de toda persona sin distinción por su lengua, religión, etnia o género, y como lo afirman Morales 
y García Amado (2001), en la concepción clásica de los derechos humanos donde se define 
como destinatario a la persona y que este carácter individualista no puede aplicarse a la 
colectividad, es también cierto que existen normas jurídicas9 que atribuyen derechos a sujetos 
colectivos (Morales , 2001) (García Amado, 2001). Jáuregui (2001) explica que, según su 
denominación, los destinatarios de los derechos humanos, sus titulares, son siempre los 
individuos, los seres humanos. No es posible entender la existencia de derechos humanos si 
ellos no tienen como objetivo el principio pro homine y el principio de progresividad; sin 
                                                 
9 El término normas jurídicas está plasmado en varios documentos de carácter internacional como son: la 
Declaración Universal de los Derechos Colectivos de los Pueblos (ONU, 1990), la Declaración Universal de 




embargo, otros derechos de carácter social, político o de carácter colectivo merecen igual 
protección por parte de todos los Estados (Segura Penagos & Muñoz Angulo, 2010). 
 
El desarrollo en Colombia aparece inmerso en varios artículos de la Constitución de 
1991, en particular en los artículos 344 y 366, todos ellos orientados a la distribución de 
oportunidades de desarrollo. En cuanto al desarrollo humano de manera específica, lo hace el 
artículo 344, donde surge la obligación para el Estado, siendo éste responsable del desarrollo 
para mantener y no afectar el equilibrio en el ecosistema, con los modelos propuestos de 
desarrollo que tengan una garantía para los asociados de sostenibilidad6 sin atentar contra el 
medio ambiente. 
 
El maestro Opschoor escribió: “la naturaleza provee a la sociedad de lo que puede ser 
denominado frontera de posibilidad de utilización ambiental, definida ésta como las 
posibilidades de producción que son compatibles con las restricciones del metabolismo 
derivados de la preocupación por el bienestar futuro, restricciones o límites que incluyen 
procesos tales como capacidad de regeneración de recursos, ciclos biogequímicos y capacidad 
de absorción de desechos” (Opschoor, 1996).  Esta es una dimensión que debe tener el desarrollo 
en Colombia, como se desprende del “principio de igualdad material, es decir, de igual real y 
efectiva… y lograr unas condiciones de vida acordes con la dignidad del ser humano y un orden 
social y político justo” (Sentencia C-044, 2004). El artículo 366 manifiesta que “el bienestar 
general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales del 
Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas 
de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable”. El constituyente de 1991 
le da un carácter prioritario a este componente social de modo que contribuya a un mejoramiento 
de las condiciones de vida para solucionar las necesidades básicas insatisfechas en educación, 
salud y saneamiento básico integrando todo esto con la igualdad de oportunidades que deben 
tener los asociados para una distribución equitativa en beneficio del desarrollo. 
 
La jurisprudencia Constitucional ha expuesto en varias oportunidades la importancia del 
desarrollo desde todos los puntos de vista, como son: el desarrollo sostenible, la función 
ecológica de la Constitución, el derecho al desarrollo como de tercera generación, la 
participación ciudadana como elemento primordial del desarrollo humano, la estructura del 
Estado frente al desarrollo humano y la educación como elemento esencial del desarrollo 
humano, (Fajardo Arturo, 2007) “ello evidencia que el desarrollo humano se erige como un 
principio constitucional, un objetivo del Estado justificado en la persona y la dignidad humana 
como cimiento de la carta del 91” (Fajardo Arturo, 2007). 
 
El derecho al desarrollo como de tercera generación se analiza en la sentencia T-008- 
92, siendo ella la sentencia fundadora al reconocer el derecho al desarrollo como de tercera 
generación; a su vez, la sentencia C- 225-03 señala que “a la par con el derecho al desarrollo, a 
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la paz y a beneficiarse del patrimonio común de la humanidad, la asistencia humanitaria hace 
parte de los derechos humanos denominados “derechos de solidaridad de tercera generación”, 
y la participación ciudadana como elemento del desarrollo humano, que es un artífice esencial 
para el logro de los fines de cualquier Estado democrático y participativo como elemento de 
desarrollo”. En la sentencia C-643-00 sostuvo la Corte Constitucional que “intervención 
ciudadana se entiende aplicada hacia la conformación, ejercicio y control del poder político, 
como un derecho político de estirpe constitucional (C.P., art. 40) esencial para el desarrollo de 
la organización política y social y a la vez inherente al desarrollo humano. En ese orden de 
ideas, la participación ciudadana en la vida política, cívica y comunitaria debe observarse como 
un deber tanto de la persona como del ciudadano (C.P., art. 95); de esta manera, el principio de 
participación democrática más allá de comportamiento social y políticamente deseado para la 
toma de las decisiones colectivas ha llegado a identificarse constitucionalmente, como principio 
fundante y fin esencial de Estado social de derecho colombiano (C.P., Preámbulo y arts. 1 y 2)”. 
 
La Corte Constitucional ha reconocido el desarrollo humano como un derecho de tercera 
generación de una manera muy conceptual. Desarrollo que se queda hasta el momento en los 
documentos internacionales y en los adheridos por Colombia de una forma referencial, sin una 
aplicación real y efectiva para sus asociados colombianos. Está en el llamado desarrollo integral 
como un concepto especial para que el desarrollo humano tenga una efectivización de sus 
derechos referentes al desarrollo humano tal como se establece en la sentencia T-259-96. 
 
 
La participación ambiental en el contexto nacional e internacional 
 
La importancia de proteger el medio ambiente ha llevado a la comunidad internacional a 
implementar diversas estrategias que aporten a la ardua e imperiosa labor de garantizar un 
ambiente sano a la humanidad. Desde las diferentes reuniones llevadas a cabo por diversos 
países, condensadas en: declaraciones, pactos, convenciones o protocolos, se evidencia la 
urgente necesidad del ser humano en proteger y participar en todos los aspectos que 
comprometan al ambiente. Dentro los instrumentos internacionales, es necesario resaltar la 
Conferencia de Estocolmo de 1972 sobre el Medio Humano, reconocida como la primera acción 
internacional en materia ambiental, donde los países presentes y las diferentes organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales plantearon las problemáticas que afectan al mundo con 
respecto al medio ambiente. De esta Conferencia, surge una Declaración que en su 
proclamación 7 resalta que para la defensa del medio ambiente y su entorno es menester que 
ciudadanos y comunidades, empresas e instituciones, en todos los planos, acepten las 
responsabilidades que les incumben y que todos ellos participen equitativamente en la labor 




Se conoce, además, la Carta mundial de la naturaleza, que es un documento adoptado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1982, en el cual se establecen principios 
para la protección de los recursos naturales por parte de los Estados miembros. Esta carta, resalta 
la importancia de la participación en los procesos que afecten al medio ambiente, donde las 
personas deben hacer parte de manera individual o colectiva e incidir en la toma de decisiones, 
en el que se vea afectado el ambiente. Este documento en los principios 16, 23 y 24 establece 
la importancia de la participación de la siguiente manera (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 1982): 
 
Principio 16. Toda planificación incluirá, entre sus elementos esenciales, la elaboración 
de estrategias de conservación de la naturaleza, el establecimiento de inventarios de los 
ecosistemas y la evaluación de los efectos que hayan de surtir sobre la naturaleza las 
políticas y actividades proyectadas; todos los elementos se pondrán en conocimiento de 
la población recurriendo a medios adecuados y con la antelación suficiente para que la 
población pueda participar efectivamente en el proceso de consultas y de adopción de 
decisiones al respecto. 
Principio 23. Toda persona, de conformidad con la legislación nacional, tendrá la 
oportunidad de participar, individual o colectivamente, en el proceso de preparación de 
las decisiones que conciernan directamente a su medio ambiente y, cuando éste haya 
sido objeto de daño o deterioro, podrá ejercer los recursos necesarios para obtener una 
indemnización. 
Principio 24. Incumbe a toda persona actuar de conformidad con lo dispuesto en la 
presente Carta; toda persona actuando individual o colectivamente, o en el marco de su 
participación en la vida política, procurará que se alcancen y se observen los objetivos 
y las disposiciones de la presente Carta. 
 
Estos principios reflejan el deber que tienen los países de brindar a sus asociados la 
debida información frente a las actividades que conciernen al ambiente, para que las personas 
de acuerdo con su legislación puedan hacer uso de los mecanismos establecidos para la defensa 
del entorno natural. 
 
De igual forma, en 1984, la Comisión Mundial Sobre Medio Ambiente y Desarrollo, 
realizó un informe denominado “Nuestro Futuro Común”, en el que plantearon la necesidad de 
tomar medidas pertinentes para garantizar la disponibilidad de recursos naturales a las 
generaciones presentes y futuras, expandiendo el concepto de desarrollo a un desarrollo 
sostenible. Para alcanzar la sostenibilidad, en el informe se establece que es necesario el apoyo 
de los sistemas políticos para garantizar una efectiva participación ciudadana en los procesos 
de decisión, es decir, más democracia a nivel nacional e internacional (Comisión Mundial sobre 




En relación con la participación ambiental, es importante resaltar a la Cumbre de la tierra 
de Río de Janeiro de 1992, donde surge la declaración de Río, en donde se destaca la 
participación como medio idóneo para alcanzar el desarrollo sostenible y la integridad del 
sistema ambiental. Esta declaración a través de los principios 10, 20 y 2210, establece que la 
participación de los ciudadanos, comunidades indígenas, locales y las mujeres es indispensable 
para el desarrollo sostenible, lo que permitirá la utilización de los recursos del medio tanto para 
las generaciones presentes como para aquellas que están por surgir, en la medida que se haga 
uso racional (Organización de las Naciones Unidas, 1992). 
 
Se observa, cómo a través de los principios en mención se desprenden los elementos 
necesarios de la participación. De acuerdo con estos principios son los siguientes: “la toma de 
decisiones, acceso a la información, y acceso a la justicia” (Rodriguez & Muñoz Avila , 2009, 
pág. 50), que constituyen los elementos que deben ser otorgados a la comunidad para que 
cumplan con la función de protección y defensa del medio ambiente. 
 
En la Carta de la Tierra, otro instrumento internacional de carácter declarativo realizada 
en 1997, se contempla la necesidad de la humanidad de respetar la naturaleza, recordando que 
a medida que se utilicen los recursos naturales de forma desproporcionada será la misma 
humanidad que sufrirá los daños; por consiguiente, este instrumento en su principio 13 
considera la participación como una alternativa donde la sociedad incida y tome decisiones en 
asuntos referentes al ambiente, el cual comprometa la estabilidad de los seres humanos y el 
medio ambiente. 
 
La continua preocupación de los Estados por el deterioro del medio ambiente, originó la 
realización del primer Foro Ambiental Mundial a nivel Ministerial, el cual tuvo lugar en Malmo, 
Suecia en el año 2000. Este instrumento expone que el éxito contra la degradación del medio 
ambiente depende de la plena participación de todos los agentes de la sociedad, de una población 
sensibilizada y educada; del respeto a los valores éticos, espirituales, a la diversidad cultural y 
a la protección de los conocimientos indígenas (Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
                                                 
10 PRINCIPIO 10 El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los 
ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso 
adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, incluida la 
información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comunidades, así como la 
oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los Estados deberán facilitar y fomentar 
la sensibilización y la participación de la población poniendo la información a disposición de todos. Deberá 
proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento 
de daños y los recursos pertinentes. 
PRINCIPIO 20 Las mujeres desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el 
desarrollo. Es, por tanto, imprescindible contar con su plena participación para lograr el desarrollo sostenible. 
PRINCIPIO 22 Las poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras comunidades locales, desempeñan 
un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y 
prácticas tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses 
y hacer posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible. 
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Ambiente, 2000). En dicha Declaración se resalta la función de la sociedad civil de intervenir 
en los asuntos ambientales y se consagran elementos necesarios para una participación activa 
que incida en la toma de decisiones, tales como el acceso a la información, a la justicia y 
adopción de decisiones ambientales. 
 
Luego, en el año 2002 se redactó el informe de la cumbre mundial sobre el desarrollo 
sostenible en Johannesburgo, esta declaración en su principio 26 establece que para lograr el 
desarrollo sostenible debe haber gran participación en la sociedad, donde se formulen políticas, 
toma decisiones en todos los niveles, lo cual permitirá avanzar en el compromiso de proteger el 
ambiente y asegurar el desarrollo sostenible (Naciones Unidas, 2002). 
 
En América Latina, en relación con la participación ambiental, la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe CEPAL queriendo continuar con la aplicación del principio 10 
de la Declaración de Río, llevó a cabo una reunión celebrada en el año 2013, de donde surgió 
un documento denominado “Acceso a la información, participación y justicia en temas 
ambientales en América Latina y el Caribe: situación actual, perspectivas y ejemplos de buenas 
prácticas”, en el que se consagra que la principal forma de protección del ambiente se da con el 
acceso a la información, la participación y la justicia en los temas ambientales. Además de 
considerar que la participación ciudadana informada es a su vez un mecanismo para integrar las 
preocupaciones y el conocimiento de la ciudadanía en las decisiones de políticas públicas que 
afectan al ambiente, la participación en la toma de decisiones aumenta la capacidad de los 
gobiernos para responder a las inquietudes y demandas públicas de manera oportuna, construir 
consensos y mejorar la aceptación y el cumplimiento de las decisiones ambientales ya que, los 
ciudadanos se sienten parte de esas decisiones (CEPAL, 2013).  
 
Por último, pero no menos importante, está la convención sobre el acceso a la 
información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en 
temas ambientales, conocido como Convenio de Aarhus que entró en vigor el 30 de octubre de 
2001, siendo el instrumento internacional más importante en el tema que desarrolla la 
investigación que es la participación en materia ambiental. En este convenio se destaca su 
objeto, el de garantizar a las personas los derechos de acceso a la información sobre el medio 
ambiente, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en 
materia medioambiental (Convenio de Aarhus, 1998).  
 
 
Participación ambiental en el contexto nacional 
 
Respecto a la participación ambiental en el contexto nacional, sobresale del marco 
constitucional y legal, la inclusión del ambiente como parte fundamental en el desarrollo del ser 
humano, al dejar de ser la nación un Estado social y convertirse en un Estado social de derecho, 
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lo que significó para Colombia, según lo expresa un gran avance para la protección de los 
derechos individuales y colectivos, con lo que se introdujo múltiples normas que buscan 
garantizar un ambiente sano, procurando el desarrollo sostenible (Cardona González, 2010). 
 
Se observa, como en la Constitución se va incorporando la participación desde el 
preámbulo como elemento esencial para la protección del ambiente, se continúa con los 
artículos 1 y 2, de los cuales se deduce que la participación es indispensable en un Estado social 
de derecho, que es un fin esencial del Estado y facilita la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación 
(Asamblea Nacional Constituyente, 1991). 
 
Cabe decir que, como lo afirma “la protección del medio ambiente tiene en la 
Constitución Colombiana de 1991 una relación directa con los derechos colectivos, conocidos 
comúnmente como derechos de tercera generación, que de forma directa o indirecta tiene 
presencia en un gran número de preceptivas constitucionales” (Valencia Hernández , 2007, pág. 
173). Aunque para algunos autores como, la “participación no solo es un derecho sino un deber 
de los ciudadanos de participar en la vida política, cívica y comunitaria del país, art. 95 N° 5” 
(Rodriguez & Muñoz Avila , 2009, pág. 39). 
 
En este mismo orden la Carta Magna, en su artículo 79 consagra para todas las personas 
el derecho a gozar de un ambiente sano, garantizando la participación de la comunidad en las 
decisiones que puedan afectarlos (Asamblea Nacional Constituyente, 1991). En este artículo se 
encuentra parte del fundamento jurídico para el nacimiento de los mecanismos de participación 
ciudadana para la protección del ambiente como: cabildos, la iniciativa legislativa, entre otros 
(art. 103). Sin duda alguna, la participación de las comunidades es el medio idóneo para 
garantizar un ambiente sostenible y en efecto, como se afirma: 
 
El derecho a un Medio Ambiente sano tiene una naturaleza colectiva, pero la participación 
ciudadana necesaria para su defensa es sin duda alguna un derecho fundamental, y como 
tal puede reclamarse su garantía, pues pertenece a la entraña de la comunidad el 
pronunciarse y dotar de insumos a la administración para que las decisiones 
medioambientales que se adopten sean democráticas y sostenibles. (Hurtado Mora, 2014). 
 
Dadas las condiciones que anteceden, se puede inferir que los mecanismos de 
participación ciudadana son herramientas establecidas en la ley, al alcance de todos los 
ciudadanos, y que pueden ser utilizados en defensa de los intereses sociales o en la vulneración 
de un derecho que le afecte a la comunidad y contribuir al desarrollo social, humano, cultural y 
ambiental de la nación para el cumplimiento de los fines del Estado por parte de las entidades 




Dicha participación ambiental, puede definirse según (Rodriguez & Muñoz Avila , 2009, 
pág. 72) como vías que brindan garantías y beneficios al pueblo. Están constituidos como 
herramientas de gran valor jurídico para ejercer el control y garantizar la eficacia en los actos 
del Estado. Son los instrumentos que la Constitución Política de Colombia creó para que el 
pueblo participe en ejercicio de su soberanía, tome decisiones en determinados asuntos de 
interés nacional, departamental, distrital, municipal y local. 
 
Por lo cual, la participación ambiental tiene como fin último la protección del medio 
ambiente, ya que por medio de este, se alcanzará el desarrollo sostenible con la acción de la 
ciudadanía. Así las cosas, la Constitución colombiana en el artículo 270 dispone las formas y 
los sistemas de participación ciudadana que permitan vigilar la gestión pública en los diferentes 
niveles administrativos (Asamblea Nacional Constituyente, 1991). 
 
A partir de la expedición de la Constitución Política (Asamblea Nacional Constituyente, 
1991) en el país tal como lo explica la doctrina (Amaya Navas, 2012) se acoge la protección y 
defensa del medio ambiente como una obligación en cabeza del Estado y de los particulares, 
como un deber y un derecho colectivo. De ahí que, la Constitución otorga el derecho a sus 
asociados de intervenir en los asuntos de interés general que afecten la nación (Art. 2 CP) 
incluido el ambiente, lo que hace necesario que todos los colombianos conozcan y participen 
activamente en la protección de los recursos naturales. 
 
El legislador (Ley 99, 1993) en el artículo 69 dispone que, cualquier persona natural o 
jurídica, pública o privada, sin necesidad de mostrar interés jurídico, podrá intervenir en las 
actuaciones iniciadas para la expedición, modificación o cancelación de permisos o licencias de 
actividades que afecten o puedan afectar el medio ambiente…. En virtud de esta disposición, 
cualquier persona puede intervenir en los trámites para el otorgamiento de una licencia 
ambiental requerida para la mayoría de las grandes actividades y proyectos realizados en el país 
que por lo general involucran el uso de recursos naturales. Este es uno de los “…mecanismos 
que permiten integrar los conocimientos y criterios de la ciudadanía en las decisiones sobre 
políticas públicas determinantes de la situación del entorno” (Lora, Muñoz, & Rodríguez, 2008, 
pág. 46). 
 
Para el trámite de licencias ambientales, la normatividad dada en el Decreto 2820 de 
2010 artículo 15, derogado por el actual Decreto 2041 de 2014, artículo 15, establece el 
procedimiento y las exigencias para otorgar la autorización ambiental para la realización de 
proyectos, obras o actividades que causan un impacto considerable al medio ambiente. El 
artículo del Decreto anterior y actual dispone lo siguiente: 
 
Se deberá informar a las comunidades el alcance del proyecto, con énfasis en los impactos 
y las medidas de manejo propuestas y valorar e incorporar en el estudio de impacto 
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ambiental, cuando se consideren pertinentes, los aportes recibidos durante este proceso. 
En los casos en que se requiera, deberá darse cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
76 de la Ley 99 de 1993, en materia de consulta previa con comunidades indígenas y 
negras tradicionales, de conformidad con lo dispuesto en las normas que regulen la 
materia” (Decreto 2820, 2010) (Decreto 2041, 2014). 
 
Así las cosas, en estas disposiciones se observa la importancia que tiene la participación 
de las comunidades en los procesos de licenciamiento ambiental, no sólo por mandato legal sino 
también por el valor que representa el territorio en donde se ejecutarán los proyectos, obras o 
actividades, cuando se trata de comunidades negras e indígenas. 
 
En la Constitución Política de 1991 se plasmó un modelo de participación ciudadana en 
cuatro ámbitos principales: el electoral, el desempeño de cargos públicos, los mecanismos de 
participación en el ámbito político, y la defensa de la constitución a través del uso de acciones 
jurídicas. 
En cuanto a la participación a través de mecanismos en el ámbito político, la Ley 134 de 
1994 instituyó formas específicas ligadas al voto, a la realización de consultas, a las iniciativas 
populares, al cabildo abierto, a la revocatoria del mandato y a la veeduría ciudadana. 
 
En materia ambiental, la participación consiste en la incidencia de los ciudadanos en la 
toma de decisiones públicas que afectan al ambiente, lo cual es inherente al ejercicio del poder 
estatal. De esta manera, existen mecanismos que permiten integrar los conocimientos y criterios 
de la ciudadanía en las decisiones sobre políticas públicas determinantes de la situación del 
entorno (Lora, Muñoz, & Rodríguez, 2008, pág. 46). De acuerdo con lo anterior, el convenio 
169 de 1989 la OIT establece en sus artículos 2, 6 y 7 como punto de partida, la consulta previa 
como mecanismo de participación para los pueblos Indígenas y Tribales, a la hora de desarrollar 
planes, proyectos y actividades que los afecten de forma directa, lo anteriormente mencionado 
fue acogido por la Constitución de 1991 en los artículos 2, 7, 8, 40, 329 y 330. 
 
En el país, las formas de participación en lo ambiental básicamente se han plasmado en 
las audiencias públicas ambientales, en los procesos de consulta previa con comunidades 
indígenas y las comunidades consideradas tribales, en el uso de mecanismos jurídicos como la 
tutela o las acciones populares y, en el contexto actual, en el uso de algunos de los mecanismos 
de participación plasmados en la Ley 134 de 1994. 
 
 
Audiencias públicas ambientales 
 
Con una licencia ambiental se busca “eliminar o por lo menos prevenir, mitigar o reversar, en 
cuanto sea posible, con la ayuda de la ciencia y la técnica, los efectos nocivos de una actividad 
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en los recursos naturales y el ambiente” (Sentencia C- 035, 1999), por lo que según la Corte 
Constitucional, se trata de “un típico mecanismo de intervención del Estado en la economía, y 
una limitación de la libre iniciativa privada, justificada con el propósito de garantizar que la 
propiedad cumpla con la función ecológica que le es inherente” (Sentencia C-894, 2003). 
 
Su fin es proteger derechos individuales y colectivos ligados a la prevención de daños 
al ambiente, y para ello se prevé la realización de audiencias públicas como forma de 
participación para que las comunidades conozcan la solicitud de las licencias y concesiones o 
los impactos que un proyecto puede generar, además, que expresen sus opiniones y aporten los 
documentos que consideren pertinente (Decreto 2762, 2005) (Decreto 0330, 2007).  
 
Cabe tener en cuenta que este mecanismo “no es una etapa de decisión ni de debate, es 
decir, no es vinculante u obligatoria para la administración pública, es más bien un instrumento 
de información, socialización y control social” (Procuraduría General de la Nación, 2008, pág. 
30) al que puede asistir cualquier interesado, pero en el que solo pueden intervenir: 
 
Por derecho propio:  
 
1. Representante legal de la autoridad ambiental competente y los demás funcionarios que 
para tal efecto se deleguen o designen  
2. Representante(s) de las personas naturales o jurídicas que hayan solicitado la 
realización de la audiencia  
3. Procurador General de la Nación, el Procurador Delegado para Asuntos Ambientales y 
Agrarios, o los Procuradores Judiciales Ambientales y Agrarios o sus delegados  
4. Defensor del Pueblo o su delegado.  
5. Gobernador(es) del(los) departamento(s) donde se encuentre o pretenda localizarse el 
proyecto, o sus delegados.  
6. Alcalde(s) del(os) municipio(s) o distrito(s) donde se encuentre o pretenda desarrollarse 
el proyecto, o sus delegados.  
7. Personero municipal o distrital o su delegado.  
8. Los representantes de las autoridades ambientales con jurisdicción en el sitio donde se 
desarrolla o pretende desarrollarse el proyecto, obra o actividad, o sus delegados. 
9. Los directores de los institutos de investigación científica adscritos y vinculados al 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o sus delegados.  
10. El peticionario de la licencia o permiso ambiental (Las personas antes citadas no 
requerirán de inscripción previa).  
 
Por previa Inscripción:  
1. Otras autoridades públicas  
2. Expertos y organizaciones comunitarias y/o ambientales  
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3. Personas naturales o jurídicas (Decreto 0330, 2007. Art 12) 
 
Según lo expone Rodríguez, entre 1993 y mayo de 2012 se realizaron en el país 60 
audiencias públicas y fueron otorgadas 2.279 licencias. Estas cifras indican que solo el 0.2% de 
licencias ambientales pasó por la realización de una audiencia pública, lo que puede deberse al 
desconocimiento del mecanismo o a que se dude o desconfíe de su eficacia. Téngase en cuenta 
que “altos funcionarios de las autoridades ambientales vienen pasando directamente de sus 
cargos a ejercer como asesores o directivos de las grandes empresas que adelantan procesos de 
licenciamiento ambiental” (Rodríguez., Gómez Rey , & Monroy Rosas, 2012, pág. 245). 
 
Para el promotor del proyecto, la audiencia es útil en tanto le permite reconocer el 
contexto de conflictividad que genera la iniciativa, y adoptar la medidas necesarias para 
contenerla y evitar “que ésta llegue a las instancias gubernamentales de control ambiental, 
convirtiéndola entonces en un problema de incumplimiento de los actos administrativos” 
(Macías, sf). Para las comunidades es una oportunidad de conocer los alcances de los proyectos 
y -alrededor o a partir de ellas- consolidar sus estrategias de movilización11.  
 
La consulta previa a pueblos indígenas y comunidades consideradas tribales 
 
La consulta previa es un derecho que se enmarca en el deber de los Estados de 
“desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y 
sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su 
integridad” (OIT, 1989. Art 2). 
 
En Colombia, entre 1993 y 2013 se realizaron 156 consultas previas. La Corte 
Constitucional ha aclarado que la consulta de las medidas o proyectos que afectan directamente 
a los pueblos indígenas, es una de las tres dimensiones de su derecho a la participación, al lado 
de: 
 
[…] la simple participación, asociada a la intervención de las comunidades en los órganos 
decisorios de carácter nacional, así como en la incidencia que a través de sus 
organizaciones pueden ejercer en todos los escenarios que por cualquier motivo les 
interesen, […] (y) el consentimiento previo, libre e informado cuando esa medida (norma, 
programa, proyecto, plan o política) produzca una afectación intensa de sus derechos, 
principalmente aquellos de carácter territorial (Sentencia T- 376, 2013). 
 
                                                 
11 Como la que se gestó alrededor de la iniciativa de instalar la industria minera en los páramos de Santurbán y 
Almorzadero. Una reseña se encuentra en: Notiagen, Audiencia pública nacional por los páramos Santurbán y 




Sin embargo, el derecho a la consulta en Colombia suele identificarse como la forma 
exclusiva en la que los pueblos indígenas y tribales pueden y deben hacer justiciables sus 
derechos y defender la especial relación que tienen con su territorio, (5. En el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos se ha comprendido que “para las comunidades indígenas 
la relación con la tierra no es meramente una cuestión de posesión y producción sino un 
elemento material y espiritual del que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su 
legado cultural y transmitirlo a las generaciones futuras”; que “la cultura de los miembros de 
las comunidades indígenas corresponde a una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el 
mundo, constituido a partir de su estrecha relación con sus territorios tradicionales y los recursos 
que allí se encuentran, no solo por ser éstos su principal medio de subsistencia, sino además 
porque constituyen un elemento integrante de su cosmovisión, religiosidad” y, por ende, “de su 
identidad cultural” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2010. Parr. 56) que es la 
que los define como un sujeto colectivo. 
 
En tal sentido, el debate se ha concentrado en si las consultas se realizan siguiendo los 
principios prescritos en estándares internacionales o no, aplazando e incluso anulando otros 
debates urgentes.  
 
En primer lugar, el posicionamiento discursivo de la consulta como la mayor conquista 
de los pueblos indígenas en el derecho internacional de los derechos humanos y su consecuente 
construcción como derecho síntesis (de otros derechos), ha velado la dramática realidad que 
subyace a su aplicación, y que se traduce en la legalización del despojo de los territorios, pues 
como lo señala (Betancur Jiménez, 2014). 
 
La movilización indígena para demandar que el derecho fundamental a la consulta se 
cumplan o ha garantizado a las comunidades un desenlace satisfactorio. Esto tampoco se ha 
garantizado en los escenarios jurídicos, pues a pesar de que sucesivamente los tribunales de 
justicia le ordenen al gobierno suspender proyectos para realizar en debida forma la consulta, 
en los hechos se instrumentan diversas fórmulas como la cooptación mediante la prebenda o el 
empleo, la corrupción o las más efectivas: la amenaza, la violencia y el desplazamiento forzado 
de la población, para imponer finalmente el proyecto en detrimento de la territorialidad y la 
integridad de los pueblos indígenas.  
 
Quizás por ello para el pueblo U’wa estaba claro que el problema de fondo no era si se 
realizaba o no en debida forma la consulta previa, a la cual se opusieron de manera persistente. 
 
En segundo término, el exclusivo derecho a la consulta ha delimitado los sujetos 
ambientalmente relevantes, esto es, los pueblos indígenas y tribales, excluyendo a otros grupos 
poblacionales para quienes los territorios también tienen una importancia cultural, económica y 
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social que merece protección. Así, se omite construir una participación ambiental más amplia 
que aborde problemáticas comunes entre los grupos poblacionales concernidos.  
 
Finalmente, la exaltación de la caracterización de la consulta como un derecho que 
excluye el veto, despoja al proceso de participación de la facultad primaria de decir no y hacer 
valer, junto con otros actores, el derecho al consentimiento; esto es, a oponerse a los proyectos 
que contaminen o destruyan los ecosistemas o por cuyos impactos se impida su resiliencia. 
 
En el año 2015 se expidió la Ley Estatutaria 1757, sobre participación ciudadana; en la 
cual “quedan establecidos los nuevos lineamientos con los que se garantizan las modalidades 
del derecho a participar en la vida política, administrativa, económica, social y cultural, así 
como también se garantiza el derecho a controlar el poder político13” (Ley Estatutaria 1757, 
2015). 
 
Ley 1757 de 2015.  Estatuto de la participación democrática en Colombia. Los 
mecanismos de participación ciudadana fueron complementados y modificados.  
 
Con la Ley 1757 de 2015 se establecen unas reglas comunes sobre el procedimiento que 
deben seguir los ciudadanos para presentar sus iniciativas para hacer uso de los mecanismos de 
participación ciudadana de origen popular. 
 
Las entidades territoriales departamentales, municipales y distritales deben definir en su 
estructura organizativa el área responsable de promover la participación ciudadana. Para ello, 
la Ley 1757 en sus artículos 87 y 88 ordenó que de acuerdo con su capacidad organizativa y 
categoría municipal o departamental, las entidades podrán crear las oficinas para la promoción 
de la participación ciudadana o asignar estas funciones a una de las secretarías de despacho 
existentes. Así mismo, en el artículo 99, establece la facultad de crear a nivel Departamental, 
Distrital o Municipal un Fondo para la Participación Ciudadana como una cuenta adscrita a las 
secretarías que se designen para tal fin. A continuación, se orienta a las administraciones 
territoriales sobre cómo atender este mandato. 
 
Todas las entidades territoriales, deberán designar una secretaria de la administración 
territorial que promueva la participación ciudadana, sin requerir la conformación de una nueva 
dependencia. Al interior de la secretaria designada, se podrá designar personal con dedicación 
exclusiva para la promoción de la participación ciudadana. Art. 88. 
 
La Ley 1757 de 2015 también contempla la creación de los Consejos Departamentales, 
Distritales y Municipales de participación ciudadana en los municipios de categorías primera, 
segunda y especial, los cuales se encargarán, junto con las autoridades territoriales, de la política 
59 
 
pública de participación ciudadana en sus territorios, siempre en articulación con el Consejo 
Nacional de Participación. 
 
La Ley 1757 de 2015 en su artículo 62 estable instrumentos con los que normativamente 
cuentan los ciudadanos ya sea forma individual o colectiva para ejercer su derecho al control 
social ya sea para solicitar la información, entregar observaciones o requerir respuestas 
específicas a las situaciones denunciadas. La ley establece los siguientes instrumentos:  
 
a) Solicitar la información pública que se requiera para el desarrollo de su labor, en los 
términos del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.  
 
b) Presentar observaciones de la labor desarrollada al ente encargado de la política 
pública.  
 
c) Presentar peticiones, denuncias, quejas y reclamos ante las autoridades competentes.  
 
d) Presentar acciones populares en los términos de la Ley 472 de 1998.  
 
e) Presentar acciones de cumplimiento en los términos de la Ley 393 de 1997.  
 
f) Presentar Acciones de Tutela en los términos del Decreto 2591 de 1991.  
 
g) Participar en Audiencias Públicas ante los entes que las convoquen.  
 
h) Hacer uso de los recursos y acciones legales que se requieran para el desarrollo del 
control social.  
 
Resulta indispensable en el tema de participación, la Ley 70 de 1993, que desarrolla el 
artículo transitorio 55 de la Constitución Política, que tiene por objeto resaltar las comunidades 
negras, que cuentan con territorios de gran diversidad en cuanto a flora y fauna se refiere, 
además de recursos no renovables, los cuales deben ser protegidos a través de los mecanismos 
de participación ciudadana. Es así como en esta ley, se establece como principio rector según 
reza el artículo 3, numeral 3, la participación de las comunidades negras y sus organizaciones 
sin detrimento de su autonomía, en las decisiones que las afectan y en las de toda la Nación en 
pie de igualdad, de conformidad con la ley (Ley 70, 1993). Cabe anotar que la participación es 
una herramienta necesaria para la protección y garantía de seguir preservando los recursos 
naturales de una región y de la nación. De igual manera, el Decreto 1397 de 1996 “Por el cual 
se crea la Comisión Nacional de Territorios Indígenas y la Mesa Permanente de Concertación 
con los pueblos y organizaciones indígenas y se dictan otras disposiciones”, tiene por objeto 
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concertar entre éstos y el Estado todas las decisiones administrativas y legislativas susceptibles 
de afectarlos, evaluar la ejecución de la política indígena del Estado, sin perjuicio de las 
funciones del Estado, y hacerle seguimiento al cumplimiento de los acuerdos a que allí se 
lleguen (Decreto 1397, 1996). 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia T-462ª de 2014, M.P. Jorge Pretelt, manifestó 
la importancia que tiene la participación de las comunidades cuando se pretenda realizar obras 
o proyectos en su área de influencia, al respecto expresa: 
 
El derecho a la participación de la comunidad en el diseño, ejecución y operación de 
proyectos, es un derecho autónomo que se encuentra reconocido por la Constitución 
Política y la jurisprudencia de esta Corporación, y adquiere un carácter instrumental en el 
marco de la ejecución de megaproyectos que implican la intervención del medio ambiente, 
en la medida en que sirven para realizar diagnósticos de impacto adecuados y diseñar 
medidas de compensación acordes con las calidades de las comunidades locales que se 
verán afectadas. El derecho a la participación de comunidades que no son titulares del 
derecho fundamental a la consulta previa, debe garantizarse por medio de espacios de 
información y concertación, en los que se manifieste la opinión de la comunidad que se 
verá afectada, con el fin de establecer medidas de compensación eficientes y que 
garanticen sus derechos (Sentencia T- 462A, 2014). 
 
En la práctica, cuando se realizan estos procesos, se evidencia que las comunidades no 
son informadas de manera adecuada y efectiva, sobre los posibles impactos o efectos que se 
puedan causar al ambiente, vulnerándose el derecho a la participación, vulneración que también 
es evidente si sólo se cumple con socializar las actividades de un proyecto. Cabe decir que 
respecto a los procesos de licenciamientos Rodríguez afirma que: 
 
Es conveniente que desde el momento en que se inicia un proceso que lleve al 
otorgamiento de una licencia ambiental se informe a los interesados, es decir, a las 
personas que puedan verse beneficiada o afectada por el mismo, y que puedan participar 
en las decisiones que se tomen. Se ha logrado establecer, a partir de información dada por 
las mismas autoridades ambientales, que estos procesos de participación en los procesos 
de licencias ambientales son mínimos y que ellos se limitan simplemente a informar a las 
comunidades sobre los proyectos a través de una reunión de socialización (Rodríguez, 
2011, págs. 12-13). 
 
Además, es importante que en el proceso de licenciamiento la participación sea 




Lo ideal en materia ambiental es que antes y no durante el licenciamiento o autorización 
para el uso de un recurso natural se permita la intervención del ciudadano. En el caso de 
una obra, proyecto o actividad que requiera licencia ambiental la intervención ciudadana 
puede incluso ahorrar costos y tiempo para el interesado (Cardona González, 2010, pág. 
39). 
 
A través de estos procedimientos, se observa la necesidad de avanzar en la promoción 
de los mecanismos de participación ciudadana; aunque existe una reglamentación frente a ellos, 
es de anotar que es poco ejercido por las comunidades, muchas veces por falta de conocimiento 
o se ve afectado por intereses de particulares, lo que en su mayoría ocasiona conflictos 
ambientales por no ser tomados en cuenta desde el principio de la actividad del proyecto 
(Rodriguez & Muñoz Avila , 2009) 
 
 
Las autoridades ambientales como garantes de la participación ambiental 
 
A través del Sistema Nacional Ambiental (SINA), se crea las Corporaciones Autónomas 
Regionales y de Desarrollo Sostenible, encargadas por ley de administrar, dentro del área de su 
jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su 
desarrollo sostenible; según lo establecido en la Ley 99 de 1993, artículo 23 y 31 numeral 3. 
Las corporaciones tienen como función: Promover y desarrollar la participación comunitaria en 
actividades y programas de protección ambiental, de desarrollo sostenible y de manejo 
adecuado de los recursos naturales renovables (Ley 99, 1993).  
 
En Colombia, las autoridades ambientales están articuladas en el Sistema Nacional 
Ambiental, en el cual se estipulan sus objetivos, funciones, competencias y jurisdicción. En 
cuanto a los actores son los protagonistas que dinamizan los procesos ambientales a través de 
sus acciones en el medio ambiente y que impactan de manera positiva o negativa en la 
estabilidad del medio ambiente y en su calidad de vida. Las autoridades ambientales son entes 
de carácter público que se encargan de la administración dentro del área de su jurisdicción del 
medio ambiente y los recursos naturales, y propenden por su desarrollo sostenible a través del 
cumplimiento de las regulaciones y disposiciones legales del ministerio de ambiente, vivienda 
y desarrollo territorial (Universidad Nacional Abierta y a Distancia, 2011).  
 
De acuerdo con estas funciones, las autoridades ambientales, deben no solo promover la 
participación de las comunidades sino brindar el acceso oportuno a la información sobre obras 
o proyectos a realizar en áreas de su jurisdicción, donde se vea afectado el ambiente, 
garantizando el derecho a las comunidades de participar en los procesos administrativos y gozar 
de un ambiente sano. 
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Cabe anotar, que la Ley 99 de 1993, consagra el derecho, los modos y procedimientos 
de participación ciudadana, en el que cualquier persona sin demostrar interés alguno, puede 
hacerse parte de las actuaciones administrativas dirigidas por la autoridad ambiental, en temas 
de expedición, modificación o cancelación sobre licencias ambientales, para lo cual, puede 
utilizar: intervención en procedimientos administrativos, petición de intervención, publicidad 
de las decisiones sobre el medio ambiente, audiencias públicas y consultas previas. 
 
Estos mecanismos son lo que llamaría el profesor Mauricio “Normas de papel” (García 
Villegas, 2009) ya que en la práctica, en ocasiones, cuando una persona intenta hacerse parte de 
un procedimiento ante una autoridad ambiental muchas no dan trámite a su petición, o por el 
contrario, simplemente la ciudadanía no hace uso de estos mecanismos. 
 
Aunque la normatividad colombiana le otorga la facultad a la ciudadanía de intervenir 
en las actuaciones administrativas que adelanten las autoridades ambientales, queda también 
claro entonces, que existen casos en los que dichas autoridades no le dan trascendencia a estos 
mecanismos y la comunidad le queda la carga de insistir o congestionar el aparato judicial con 
acciones de tutela, para ejercer un derecho elemental y de fácil garantía. 
 
Para que el derecho a participar con el que cuentan los ciudadanos se haga efectivo, es 
necesario que exista un eficaz acceso a la información, como lo afirman los autores Rodríguez 
y Gómez “no es posible hablar del acceso a la participación sin considerar primero la posibilidad 
de contar con información suficiente para entrar a ser parte del escenario participativo, es decir, 
que el acceso a la información es un presupuesto indispensable de la existencia del derecho a 
participar. No es suficiente poder acceder a los escenarios y mecanismos de participación sin 
conocer previamente la información del asunto en el que se pretende incidir” (Rodríguez & 
Gómez Rey, 2013).  
 
Rodríguez, Muñoz y Lora afirman que es importante resaltar que tanto el acceso a la 
información como a la participación deben garantizarse en todas las actuaciones de las 
autoridades ambientales y propiciarse desde el momento en que se concibe o estudia la 
posibilidad de tomar una decisión o de realizar los proyectos, obras o actividades, como una 
medida para prevenir futuros conflictos. Adicionalmente, cuando se están tramitando las 
autorizaciones respectivas, durante su ejecución y durante el seguimiento de los proyectos, se 
debe proveer a las comunidades de información adecuada, oportuna y suficiente sobre los 
mismos, sobre los estudios de impacto ambiental y, en especial, sobre los planes de manejo 
ambiental y las medidas de protección (Lora, Muñoz, & Rodríguez, 2008, pág. 47).  
 
 




La participación ambiental juega un papel fundamental para los grupos étnicos en Colombia. 
En el país, la aplicación del Convenio 169 de la OIT se ha realizado por más de dos décadas, 
caracterizada por un Tribunal Constitucional garantista que con su jurisprudencia le otorgó la 
categoría de derecho fundamental al procedimiento, determinó su contenido, reglas y 
procedimiento y ha convertido este derecho en un requisito obligatorio para medidas legislativas 
y administrativas dado el aumento del número de consultas previas en los últimos años y la 
ausencia de una ley sobre este tema. Existen varios aspectos que han determinado la aplicación 
del Convenio, tales como la adopción de un modelo de desarrollo nacional determinado en los 
planes nacionales de desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para todos” y 2014-2018 “Todos por 
un nuevo país” con fuertes intereses en explotación de recursos naturales; el conflicto armado 
y el ordenamiento territorial (Orduz Salinas, 2014). 
 
Según el Convenio 169 de la OIT, el Estado colombiano tiene la obligación de consultar 
a los pueblos indígenas mediante procedimientos apropiados y en particular, a través de sus 
instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente. Dichas consultas deberán efectuarse de buena fe y de 
una manera apropiada a las circunstancias, con el objetivo de llegar a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las medidas propuestas (Rodríguez, 2014, pág. 33). 
 
En Colombia, el artículo 330 de la Constitución Política de 1991 señala que la 
explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se debe efectuar sin desmedro 
de la integridad cultural, social y económica de estas comunidades indígenas. En las decisiones 
que se adopten respecto de dicha explotación, el gobierno propiciará la participación de los 
representantes de las respectivas comunidades. 
 
Desde 1997, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido amplia y extensa al 
determinar los estándares sobre los cuales se debe realizar la consulta previa y las características 
de la misma. En la sentencia hito de unificación número 039 de 1997 determinó que “la consulta 
previa es el derecho fundamental que tienen los pueblos indígenas y demás grupos étnicos, cada 
vez que se vaya a tomar una decisión que pueda afectarles directamente o cuando se pretenda 
realizar proyectos, obras o actividades dentro de sus territorios que puedan afectarles 
directamente”. Mediante este mecanismo se busca llegar a un acuerdo, además de hacer efectivo 
el deber de proteger la integridad cultural, social y económica y garantizar el derecho a la 
participación de estas colectividades. En este orden de ideas, la consulta y la participación de 
los pueblos indígenas, son primordiales para definir la política y la forma como se aplica el 
Convenio 169 de la OIT (Rodríguez, 2014) 
 
La Corte en sus diversas sentencias ha determinado que la explotación de minerales en 
territorio de los grupos étnicos en el país, está ligada a la subsistencia de los mismos y a la 
protección de su derecho al territorio y a la garantía del también derecho fundamental a la 
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participación ciudadana. Dentro de los parámetros para la realización de consultas previas, la 
jurisprudencia constitucional ha reiterado que existen unos criterios mínimos que guían una 
consulta adecuada como el principio de buena fe, la consulta debidamente informada sobre los 
impactos de los proyectos, a través de los medios culturales de cada grupo étnico, el carácter 
previo de la consulta y el objetivo de tratar de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento 
(Rodríguez, 2014, pág. 37) 
 
 
Consulta previa y minería 
 
En el ordenamiento jurídico colombiano existen mecanismos de participación 
ciudadana, que buscan ampliar los espacios de participación social en la defensa y protección 
de los derechos de las comunidades, que se concreta para el tema que nos ocupa, en la 
intervención de estos pueblos en la definición de proyectos de desarrollo en sus territorios 
(Defensoria del Pueblo, 2015).  
 
 
La consulta previa es el mecanismo de participación que establece como obligación 
consultar a las comunidades étnicas cuando se van a realizar proyectos de explotación de 
recursos naturales en su territorio. Esta se encuentra consagrada en el parágrafo del artículo 330 
de la Constitución Nacional, a saber: 
 
La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro 
de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas. En las 
decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la 
participación de los representantes de las respectivas comunidades. 
 
La Consulta previa ha sido considerada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
como un derecho fundamental de las comunidades étnicas. El mismo se encuentra 
consagrado en el Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países 
independientes, incorporado en el ordenamiento jurídico colombiano a través de la Ley 
21 de 1991. Por tratarse de un Convenio internacional ratificado por Colombia que 
reconoce derechos humanos, al tenor del artículo 93 de la Constitución, los derechos en 
él contenidos adquieren rango constitucional y prevalecen en el ordenamiento interno. 
 
Así las cosas, el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 21 de 1991 establece: 
 
En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del 
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos 
deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos 
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interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en 
qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o 
explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y 
percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como 
resultado de esas actividades. 
 
Igualmente, la Corte Constitucional ha entendido el derecho de participación de la 
comunidad indígena como fundamental, el cual está destinado a asegurar los derechos de los 
pueblos indígenas a su territorio y a la protección de sus valores culturales, sociales y 
económicos, como medio para asegurar su subsistencia como grupos humanos. 
 
En desarrollo de los anteriores preceptos superiores, la Ley 99 de 1993, cuyo objeto es 
la organización del sector público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente 
y de los recursos naturales renovables, en su artículo 76 reconoció que, “[l]a explotación de los 
recursos naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de 
las comunidades indígenas y de las negras tradicionales de acuerdo con la Ley 70 de 1993 y el 
artículo 330 de la Constitución Nacional y las decisiones sobre la materia se tomarán, previa 
consulta a los representantes de tales comunidades” (Defensoria del Pueblo, 2015).  
 
Estos preceptos fueron desarrollados en 1998 por el Decreto 1320  el cual reglamenta la 
consulta previa con las comunidades indígenas y negras para la explotación de los recursos 
naturales dentro de su territorio ancestral, extendiendo la obligación de realizar consulta previa, 
no solo a las zonas de resguardo o reservas indígenas o en zonas de propiedad colectiva 
adjudicadas a comunidades negras, sino a zonas no tituladas, habitadas de forma regular por 
esas comunidades (Defensoria del Pueblo, 2015). 
 
Por otro lado, la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la importancia que tiene 
para el Estado consultar a las comunidades indígenas cuando se vayan a realizar proyectos de 
exploración o explotación en su territorio, evitando con ello vulnerar los derechos 
fundamentales de los pueblos indígenas: 
 
La participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas en 
relación con la explotación de los recursos naturales ofrece como particularidad el hecho 
o la circunstancia observada en el sentido de que la referida participación, a través del 
mecanismo de la consulta, adquiere la connotación de derecho fundamental, pues se erige 
en un instrumento que es básico para preservar la integridad étnica, social, económica y 
cultural de las comunidades indígenas y para asegurar, por ende, su subsistencia como 
grupo social. De este modo, la participación no se reduce meramente a una intervención 
en la actuación administrativa dirigida a asegurar el derecho de defensa de quienes van a 
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resultar afectados con la autorización de la licencia ambiental (arts.14 y 35 del C.C.A., 
69, 70, 72 y 76 de la Ley 99 de 1993), sino que tiene una significación mayor por los altos 
intereses que ella busca tutelar, como son los atinentes a la definición del destino y la 
seguridad de la subsistencia de las referidas comunidades. 
 
Conforme a lo señalado, el Estado debe garantizar a las comunidades étnicas el pleno 
ejercicio del derecho fundamental a la consulta previa (Defensoria del Pueblo, 2015). 
 
Experiencia de la iniciativa popular normativa en defensa del páramo El Almorzadero 
 
Se toma como referencia esta experiencia dado que se relaciona directamente con el 
departamento Norte de Santander. 
 
En abril de 2010, los habitantes de Cerrito - Santander, organizados en la Comisión de 
Vigilancia y Seguimiento para la Protección del Páramo El Almorzadero, radicaron ante la 
Registraduría General de la Nación más de mil firmas en apoyo a una iniciativa popular 
normativa con el objeto de “determinar los usos del suelo y los recursos naturales en la 
jurisdicción del municipio del Cerrito, Santander”. En agosto de ese año y con votación 
unánime, el Consejo municipal aprobó el proyecto de acuerdo. 
 
La iniciativa normativa fue especial desde su origen. Se concibió a través de otro 
mecanismo de participación, un cabildo abierto, en el cual diversos sectores sociales con la 
anuencia del Concejo municipal, alcaldía y Corporación Autónoma Regional de Santander, 
decidieron proteger los recursos naturales (agua, fauna, flora), mediante un proyecto que en 
lugar de ser expedido directamente por el Concejo, primero sería divulgado y consensuado con 
la comunidad a través de una iniciativa normativa. Si la iniciativa recibía el apoyo de la 
comunidad, definitivamente se convertiría en acuerdo municipal (Misión de Observación 
Electoral (MOE), 2012, pág. 59) 
 
Ésta, la única iniciativa popular normativa que se ha aprobado en el país, se desarrolló 
en un ambiente de movilización permanente de más de dos décadas por parte de los habitantes 
de Cerrito y otros municipios aledaños que promueven la protección de los páramos Santurbán, 
Berlín y El Almorzadero, aún a pesar de que la zona ha sufrido la presencia de todos los actores 
armados, asesinatos selectivos y desplazamiento forzado (Sandoval, 2013, pág. 415). El 
activismo en defensa del páramo se ha sustentado en una férrea conciencia sobre el valor que 
tiene la conservación del ecosistema páramo. 
 
El consenso social en toda la provincia se ha conseguido mediante estrategias de 
formación como foros, talleres, debates públicos y audiencias, pero también con otros 
métodos más creativos como las jornadas de limpieza, la promoción del carácter sagrado 
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del páramo o su recorrido con grupos de maestros, estudiantes, comerciantes, 
organizaciones juveniles, entre otros (Sandoval, 2013, pág. 415) 
 
En 2011 el movimiento estaba tan fortalecido que los gobernadores de Santander y Norte 
de Santander promovieron la realización de dos consultas populares en defensa de los páramos 
a partir de las preguntas: 
 
Santander: ¿Está de acuerdo en que los ecosistemas esenciales en el ciclo del agua en 
Santander se declaren bienes de utilidad pública e interés común para su protección? Sí o No. 
 
Norte de Santander: ¿Está de acuerdo con declarar legalmente como “¿Área protegida” 
todas las zonas productoras de agua definidas por la Autoridad Ambiental en el departamento 
Norte de Santander, antes de finalizar el año 2015? Sí o No (Misión de Observación Electoral 
(MOE), 2012, pág. 142) 
 
El Tribunal Administrativo de Santander declaró inconstitucional la iniciativa y aunque 
el de Norte de Santander si la aprobó, la Registraduría y el Consejo Nacional Electoral no 
emitieron las boletas para que se realizara la votación. 
 
A pesar de esto, la Iniciativa por el Páramo El Almorzadero se constituyó en una 
experiencia inspiradora para otros procesos como los de consulta, que serían realizados tres 
años más tarde en Piedras y Tauramena. En el proceso de construcción del texto del acuerdo 
municipal, la comunidad se alineó políticamente con otros procesos comunitarios en los que el 
valor intrínseco de la naturaleza y sus componentes son valorados por sobre el criterio de 
utilidad, como en Ecuador, Estados Unidos y Bolivia. 
 
[…] el hecho de que no se hable de recursos naturales ni de ecosistemas estratégicos, sino 
más bien de ciclo del agua para consumo humano y ecosistemas esenciales, es uno de los 
aprendizajes del Referendo por el Agua, pues éste, como proceso pedagógico, rescató una 
visión de la naturaleza que no la entiende simplemente como proveedora de materiales al 
servicio de los seres humanos. Por el contrario, se asume que la naturaleza es un complejo 
entramado de relaciones, de seres interdependientes, donde se rompen las jerarquías que 
nos convencen de poder decir de un ecosistema que tiene un propósito único cuyos 
beneficiarios somos los homo sapiens. Es, pues, muy relevante que se retome en esta 
consulta el hecho de que ni el agua ni la naturaleza en general son mercancías (Roa 
Avendaño & Rodríguez M., 2011) 
 
En una retrospectiva de diez años, el proceso que llevó a la aprobación de la iniciativa 
mezcló muchas estrategias de exigibilidad y vinculó varios mecanismos de participación en el 
ámbito de lo político, que contrastaron con talanqueras institucionales que demuestran cómo 
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“pese al discurso de apertura y transparencia del diálogo social en las Alianzas para la 
Prosperidad, lo que ocurre en el escenario público es que progresivamente se mengua el margen 
de intervención posible dentro de los espacios oficiales para quienes tienen una visión de país 
diferente y el potencial para posicionarla” (Rodríguez Maldonado, 2013). 
 
 
Parámetros constitucionales de participación  
de los municipios en los proyectos mineros 
 
Para el desarrollo de este capítulo se tiene en cuenta, lo que respecta a la participación ciudadana 
en los proyectos mineros y conceptos como: el medio ambiente y los mecanismos de 
participación ciudadana en materia ambiental, el principio de la participación ciudadana. 
Autonomía territorial y participación en el ordenamiento minero-ambiental. La participación de 
las entidades territoriales en la restricción o exclusión de la industria minera en sus territorios. 
Legislación minera, Estado y territorialidad y Centralismo – Descentralización: una tensión por 
resolver 
 
La participación ciudadana se constituye en nuestro país, como un pilar fundamental en 
el cumplimiento de los postulados del Estado Social de Derecho. Colombia se establece de esta 
manera, como un país democrático y participativo que garantiza un orden político, económico 
y social justo, en el cual se debe facilitar la participación de todos los ciudadanos en las 
decisiones que los afectan. 
 
La Constitución Política determina en sus artículos 103, 104, 105 y 106 las formas de 
participación existentes en un modelo democrático, encontrando entre ellas las consultas 
populares, el plebiscito, el referendo entre otras. 
 
En materia ambiental, el artículo 79 de la Carta Política dispuso que en cumplimiento 
del deber del Estado y los particulares de proteger el medio ambiente, la ley debe garantizar la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Producto de lo anterior, 
la participación ciudadana en materia ambiental, encuentra su consagración en la Ley 99 de 
1993, en la cual se determinó de manera específica en su título X los modos y procedimientos 
existentes para tal efecto. 
 
 
El medio ambiente como bien jurídico 
 
La carta política Colombiana tiene un alto contenido en materia ambiental y desarrollo 
sostenible, por lo cual la Corte Constitucional indicó que en ella se encontraba una verdadera 




La Constitución Política de Colombia de 1991, trajo cambios considerables en cuanto a 
la protección del derecho al medio ambiente. No solo es una obligación del Estado consagrada 
en el artículo 7 y 8 de su texto, sino que también se ha dotado al ciudadano para que cuando lo 
considere necesario, acudan ante los jueces para obtener su protección. Con ello se materializa 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano un cambio significativo en lo relacionado a la 
tutela de aquellos bienes cuya titularidad recae en un número plural de personas. Al respecto, la 
Corte Constitucional señalo: 
 
En el Estado liberal clásico los derechos violados eran siempre derechos del individuo; 
todo lo relacionado con intereses colectivos tenía trámite en el proceso político que 
finalmente conducía a la elección de representantes y la expedición de leyes. En la 
democracia participativa, se plantea la posibilidad de que el ciudadano, sin la 
intermediación de sus representantes, se convierta en vocero efectivo de intereses 
generales o comunitarios. Esta posibilidad representa una ventaja democrática en relación 
con el sistema anterior, en la medida en que el trámite del derecho se encuentra al alcance 
de los ciudadanos; sin embargo, su misma vinculación con los intereses colectivos y por 
ello mismo, su similitud con cuestiones políticas hace difícil su tratamiento jurídico. En 
todo caso de esta dificultad no se puede derivar una falta de importancia: los últimos 
decenios de la historia mundial han puesto en evidencia el hecho de que los grandes 
riesgos que afectan a las comunidades –e incluso pueden poner en peligro la 
supervivencia- ya no se limitan a la confrontación bélica o a la dominación tiránica por 
parte de los gobernantes. La dinámica misma del comercio, de la industria y en general 
de la actividad económica capitalista, puede convertirse en la causa de males tan graves o 
peores que aquellos que resultan de la violación de derechos subjetivos. (Sentencia T-415, 
1992). 
 
Debe tenerse en cuenta, que garantizar a cualquier persona la posibilidad de acceder a la 
justicia para obtener la protección del derecho al medio ambiente sano, debe ser entendida como 
una necesidad, por cuanto, las especiales características del bien jurídico que se pretende 
proteger, obliga a que las medidas orientadas a mantenerlo en un estado aceptable, tengan un 
carácter eminentemente preventivo, objetivo que se puede alcanzar con la intervención de los 
jueces. 
 
Respecto al tema en mención se transcribe un apartado de la Sentencia C-703/10, que 
precisa lo siguiente:  
 
La importancia que al medio ambiente le confiere la Constitución de 1991 puede ser 
deducida de un dato inicial, de conformidad con el cual al menos 49 de sus artículos se 
refieren a la materia y a sus mecanismos de protección y de una manera tal que la Carta 
70 
 
vigente ha sido catalogada como una “Constitución ecológica” (Sentencia C-293, 2002), 
en razón del “lugar tan trascendental” que esa protección ocupa en el texto superior y, por 
consiguiente, en el ordenamiento jurídico fundado en él (Sentencia C-126, 1998) 
 
Aun cuando no procede ahora reseñar la totalidad de las disposiciones constitucionales 
referentes al medio ambiente, los recursos naturales o su protección, sin perjuicio de las 
alusiones específicas que se efectúen a lo largo de esta providencia, resulta de gran interés 
destacar los artículos 79 y 80 superiores. De conformidad con el primero, “todas las personas 
tienen derecho a gozar de un ambiente sano”, la ley debe “garantizar la participación de la 
comunidad en las decisiones que puedan afectarlo” y es deber del Estado “proteger la diversidad 
e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la 
educación para el logro de estos fines”. 
 
Por su parte, el artículo 80 encarga al Estado de planificar “el manejo y aprovechamiento 
de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración 
o sustitución”, le asigna el deber de “prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados” y le impone cooperar 
“con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas”. 
 
Los dos preceptos citados condensan los aspectos principales relacionados con el 
ambiente que tienen manifestaciones puntuales en otros artículos constitucionales y permiten 
sostener que el medio ambiente es un bien jurídico susceptible de análisis desde diversas 
perspectivas, ya que es un derecho de las personas, un servicio público y, ante todo, un principio 
llamado a permear la totalidad del ordenamiento, en la medida en que otorga facultades e 
impone deberes a las autoridades y aún a los particulares, con miras a su protección que “ha 
adquirido en nuestra Constitución un carácter de objetivo social” (Sentencia T-254, 1993). 
 
La innegable importancia del medio ambiente y las distintas dimensiones que lo 
caracterizan como bien jurídico derivan de diversos factores, cada uno de los cuales está dotado 
de una especial importancia. Así, en primer término cabe subrayar que la persona y su dignidad 
no pueden ser desligadas del medio ambiente, en cuanto la existencia misma se desarrolla en un 
entorno cuya sanidad y conservación deben ser objeto de garantía. 
 
La relación del medio ambiente con el factor personal compromete varios aspectos, pues 
no solo se trata de garantizar los derechos e intereses de las generaciones presentes, sino también 
los correspondientes a las generaciones futuras, ya que el patrimonio natural de un país 
“pertenece a las personas que en él viven, pero también a las generaciones venideras, puesto 
que estamos en la obligación y el desafío de entregar el legado que hemos recibido en 




Como lo ha señalado la Corte, basándose en el pensamiento expuesto por el 
Constituyente, la protección del ambiente “asegura la supervivencia de las generaciones 
presentes y futuras” (Sentencia C-431, 2000), condiciona el ejercicio de ciertas facultades “que 
se ven limitadas por los derechos de quienes aún no han nacido, esto es, de las generaciones 
futuras, conforme a la función ecológica de la propiedad y la idea del desarrollo sostenible” 
(Sentencia C-126, 1998) y obliga a actuar de determinada manera, dado que “la satisfacción de 
las necesidades presentes requiere de planificación económica y de responsabilidad en materia 
de desarrollo, con el fin de que, como se señaló, las generaciones futuras cuenten con la 
capacidad de aprovechar los recursos naturales para satisfacer sus propias necesidades”, 
planificación y responsabilidad que “para el caso colombiano, les compete, por mandato 
constitucional, al Estado y a sus agentes, así como a todos los particulares, sin importar en cuál 
campo económico, político o social se encuentren” (Sentencia C- 519, 1994). 
 
Pero la relación del medio ambiente con la persona, fuera de comprometer a la 
comunidad nacional, también compromete a la comunidad internacional, como que se trata del 
manejo de “un problema vital, no solo para la comunidad nacional, sino para toda la 
humanidad”, porque la degradación del ambiente y su progresiva destrucción es capaz de alterar 
las condiciones que han permitido el desarrollo del hombre y de condenarnos “a la pérdida de 
nuestra calidad de vida, la de nuestros descendientes y eventualmente a la desaparición de la 
especie humana” (Sentencia C-339, 2002). 
 
Al factor personal se agrega un segundo motivo que explica la importancia 
constitucional del medio ambiente, cual es el relativo a las riquezas naturales con que cuenta 
Colombia, en tanto país “reconocido a nivel mundial como uno de los centros biológicos de 
mayor diversidad”, lo cual le ha valido el calificativo de país “megabiodiverso” y le impone un 
enorme esfuerzo para conservar “una de las ventajas comparativas más críticas en las relaciones 
internacionales y la economía del siglo XXI: los recursos genéticos y la diversidad biológica”, 
ventaja que es absoluta “cuando se trata de especies endémicas, es decir únicas y no repetidas 
en lugar alguno del planeta” (Sentencia C- 519, 1994). 
 
Un tercer factor radica en el riesgo que se cierne sobre el medio ambiente, cuya 
desprotección genera un problema que “de seguirse agravando al ritmo presente, acabaría 
planteando una auténtica cuestión de vida o muerte”, a causa de “la contaminación de los ríos 
y mares, la progresiva desaparición de la fauna y flora, la conversión en irrespirable de la 
atmósfera de muchas grandes ciudades por la polución, la desaparición de la capa de ozono, el 
efecto invernadero, el ruido, la deforestación, el aumento de la erosión, el uso de productos 
químicos, los desechos industriales, la lluvia ácida, los melones nucleares, el empobrecimiento 
de los bancos genéticos del planeta, etc.” (Sentencia T- 411, 1992), fenómenos todos que, a 
juicio de esta Corte, no solamente entrañan el riesgo “de la destrucción del planeta sino el de la 
vida como la conocemos” (Sentencia C-339, 2002). 
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De la mayor utilidad resulta precisar que “la mayor afectación del medio ambiente la 
constituyen causas antropogénicas, es decir, aquellas derivadas de la actividad humana, 
tendentes a la satisfacción de sus necesidades”, especialmente desarrolladas “desde el siglo 
anterior, cuando los procesos industrializados y la población mundial se aceleraron tan 
abruptamente “ y “ejercidas sin un criterio de sostenibilidad”, hasta el punto de generar “un 
impacto negativo sobre los recursos naturales y el ecosistema global”, con evidentes 
consecuencias, a saber: “polución terrestre, aérea y marina, lluvia ácida, agotamiento de la capa 
de ozono, calentamiento global, extinción de especies de fauna y flora, degradación de hábitats, 
deforestación, entre muchos otros” (Sentencia C-671, 2001). 
 
El panorama anterior ha conducido a un desarrollo de los instrumentos de derecho 
interno, como respuesta a la creciente degradación y a las “amenazas de una evidente 
degradación futura” y, paralelamente, a la intensificación de medidas protectoras desde el 
derecho internacional, pues la degradación del medio ambiente, al desbordar las fronteras de los 
estados “se convierte en un problema global” que implica “un propósito conjunto de todos los 
Estados, que a su vez se preparan para enfrentar un futuro común” (Sentencia C-671, 2001). 
 
Como se ha destacado en reciente providencia, actualmente la internacionalización es 
uno de los rasgos distintivos de las “relaciones ecológicas” y se manifiesta en la existencia de 
una serie de instrumentos internacionales que buscan preservar un ambiente sano, responder a 
la degradación ambiental y proteger a las generaciones presentes y futuras. De entre esos 
instrumentos se destacan la Declaración de Estocolmo sobre el medio ambiente humano de 
1972, la Carta Mundial de la Naturaleza de 1982, la Declaración de Río sobre medio ambiente 
y desarrollo de 1992, el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de 
ozono, el protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el cambio 
climático y el Acuerdo de Copenhague de 2009 (Sentencia C-595, 2010). 
 
 
El principio de la participación ciudadana 
 
Este principio está desarrollado en los artículos 79 de la Constitución Nacional de Colombia, el 
cual garantiza a la población el derecho a un medio ambiente sano y a participar en las 
decisiones que puedan afectarlo. 
 
La forma práctica de construir el desarrollo sostenible, requiere de una mayor 
participación de la comunidad, antes que la aplicación  de los instrumentos legales, porque la 
comunidad local asentada en un territorio  tiene una experiencia histórica, en el manejo de los 
recursos naturales y el medio ambiente,  que no puede ser desestimada, en la medida en que el 
ambiente adquiere toda su dimensión dentro del contexto de la relación hombre-naturaleza, en 
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la que el hombre hace parte integral de la misma, es decir, ”El hombre se hace naturaleza y la 
naturaleza se humaniza”.  
 
El artículo 79 de la Constitución colombiana, establece que el Estado debe garantizar la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectar al medioambiente y los 
recursos naturales no renovables. 
 
a. consulta previa. La Ley 99 de 1993 establece algunos mecanismos de participación de 
la comunidad en materia ambiental y en especial, la consulta previa para comunidades 
negras indígenas, establecida en el artículo 76, que al tenor reza: “Artículo 76., de las 
comunidades indígenas y negras. La explotación de los recursos naturales deberá 
hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas y de las negras tradicionales de acuerdo con la Ley 70 de 1993 y el artículo 
330 de la Constitución Nacional, y las decisiones sobre la materia se tomarán, previa 
consulta a los representantes de tales comunidades”. 
 
El artículo 7 de la Constitución Nacional reconoció la diversidad étnica y cultural de la 
Nación, así mismo el artículo 79 ibídem, garantiza el derecho a un medio ambiente sano y la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. En la Cumbre de Río de 
Janeiro se concluyó que la forma práctica de construir el desarrollo sostenible requiere de la 
participación de la comunidad, antes que la aplicación de los demás instrumentos 
institucionales, porque la comunidad local asentada en un territorio tiene una experiencia 
histórica en la utilización de los recursos naturales y en el manejo del medio ambiente, que no 
puede ser desestimada. Los principios de la cumbre de Río, fueron incorporados a la legislación 
colombiana por el artículo 1 de la Ley 99 de 1993. 
 
Con respecto a las comunidades negras, y en relación con el tema que nos ocupa, el 
artículo 44 de la Ley 70 de 1993, establece: “Artículo 44. Como un mecanismo de protección 
de la identidad cultural, las comunidades negras participarán en el diseño, elaboración y 
evaluación de los estudios de impacto ambiental, socioeconómico y cultural, que se realicen 
sobre los proyectos que se pretendan adelantar en las áreas a que se refiere esta ley. ” 
 
El trámite de la consulta previa, está reglamentado por el Decreto 1320 (1998) 
 
a. Intervención de la comunidad en los procedimientos administrativos ambientales. El 
artículo 69 de la Ley 99 de 1993, establece que cualquier persona natural o jurídica, 
pública o privada, sin necesidad de demostrar interés jurídico alguno, podrá 
intervenir en las actuaciones administrativas iniciadas para la expedición, 
modificación o cancelación de permisos o licencias de actividades que afecten o 
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puedan afectar el medio ambiente o para la imposición o revocación de sanciones 
por el incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales. 
 
b. Trámites de las peticiones ambientales. Toda autoridad ambiental, al momento de 
recibir una petición para iniciar una actuación administrativa ambiental, o al 
comenzarla de oficio, dictará un auto de iniciación de trámite que notificará y 
publicará en los términos de los artículo 14 y 156 del Código Contencioso 
Administrativo y tendrá como interesado a cualquier persona que así lo manifieste 
con su correspondiente identificación y dirección correspondiente. 
 
c. Publicidad de las decisiones sobre el medio ambiente. Las decisiones que pongan 
término a una actuación administrativa ambiental para la expedición, modificación 
o cancelación de una licencia o permiso que afecte o pueda afectar al medio ambiente 
y que sea requerida legalmente, se notificará a cualquier persona que lo solicite por 
escrito, incluido el directamente interesado en los términos establecidos en el 
artículo 44 del Código Contencioso Administrativo y se le dará también la 
publicidad en los términos del artículo 45 del Código Contencioso Administrativo, 
para lo cual se utilizará el boletín oficial de la entidad. 
 
d. Audiencias Públicas administrativas ambientales. El Procurador General de La 
Nación, o el delegado Para Asuntos Ambientales, el Defensor del Pueblo, el ministro 
del medio Ambiente, las demás autoridades ambientales, los Gobernadores, los 
alcaldes, o por lo menos cien (100) personas, o tres entidades sin ánimo de lucro, 
cuando se desarrolle o pretenda desarrollarse una obra o actividad que pueda causar 
impacto al medio ambiente o a los recursos naturales renovables y para la cual se 
exija permiso o licencia conforme a  la ley o a los reglamentos, podrán solicitar la 
realización de una audiencia pública ante la autoridad ambiental competente 
 
La audiencia se celebrará con anticipación al acto que le ponga término a la actuación 
administrativa, bien sea para la expedición, modificación o cancelación de una licencia o un 
permiso ambiental. 
 
e. El derecho de petición de informaciones en materia ambiental. Toda persona natural 
o jurídica tiene derecho a formular peticiones de información en relación con los 
elementos susceptibles de producir contaminación, y los peligros que el uso de 
dichos elementos pueda ocasionar a la salud humana de conformidad con el artículo 
10 de la Ley 23 de 1973. Dicha petición debe ser respondida en 10 días. Además 
toda persona podrá invocar su derecho a ser informada sobre el monto y utilización 





Autonomía territorial y participación en el ordenamiento minero-ambiental 
 
Siguiendo el artículo 1 de la Constitución Política, la autonomía de las entidades territoriales y 
la participación son principios del Estado social de derecho colombiano: “Colombia es un 
Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el 
respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y 
en la prevalencia del interés general”. 
 
Las entidades territoriales se consideran autónomas en la gestión de sus intereses dentro 
de los límites de la ley, lo que implica el gobierno por autoridades propias, el ejercicio de las 
competencias correspondientes, la administración de recursos y la participación en rentas 
nacionales (Asamblea Nacional Constituyente, 1991. Art 287). Por su parte, la participación es 
un fin esencial del estado (Constitución Política Artículo 2), un derecho de todo(a) ciudadano(a) 
(Constitución Política Artículo 40 Ley 134 de 1994), obligatoria en la toma de decisiones que 
puedan afectar el ambiente sano (Constitución Política Artículo 79 Principio 22 Declaración de 
Rio, Ley 99 de 1993 y Decreto 2820 de 2010) y tiene a su disposición diversidad de mecanismos 
para hacerse efectiva. (Constitución Política Capítulo I Título IV CP, Ley 99 de 1993, Ley 134 
de 1994) En otras palabras, la participación es un derecho de todo(a) ciudadano(a) y una 
obligación del Estado en decisiones que pueden afectar el ambiente sano. Este derecho dispone 
de un conjunto amplio de mecanismos y posibilidades para su ejercicio (por ejemplo, las 
consultas populares, los cabildos abiertos, y las audiencias públicas, entre otros). El derecho a 
la participación (Velásquez y González, 2013) incluye, pero no se reduce a la consulta previa 
de las comunidades indígenas, negras, raizales, palenqueras y gitanas o rom sobre medidas 
jurídicas o proyectos públicos y privados susceptibles a afectar directamente sus formas de vida. 
(Ley 21 de 1991—Ley que aprueba el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo. Este convenio fue adoptado en Ginebra—Suiza en 1989 en la 76ª Reunión de la 
Conferencia General. Se consagra el derecho a la consulta previa para eliminar una tendencia a 
la asimilación y a la desigualdad que afecta en mayor medida a pueblos indígenas y tribales en 
el gozo de sus derechos fundamentales). 
 
Aunque el principio de autonomía de las entidades territoriales y el principio de 
participación son diferentes, están estrecha y profundamente relacionados. Ambos principios 
tienen implicaciones en el ordenamiento minero-ambiental, y entran en tensión con la 
organización unitaria del Estado que privilegia a la Nación (nivel central) en el manejo de los 
recursos naturales no renovables. Esta tensión se expresa en la escisión jurídica entre la 
propiedad del subsuelo y del suelo (Aramburo , 1980), la cual es funcional a la asignación de 




Mientras las entidades territoriales tienen competencias en el ordenamiento del suelo 
(artículo 313 numerales 7 y 9 de la CP), las autoridades en minería e hidrocarburos del orden 
nacional (El Ministerio de Minas y Energía y sus entidades adscritas) tienen competencia sobre 
el ordenamiento del subsuelo. Esta competencia está sujeta a la autoridad ambiental del orden 
nacional (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible) garante de la protección del 
ambiente sano y el patrimonio cultural. Los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad (Constitución Política Artículo 288, Ley 1454 de 2011) median entre la 
organización unitaria del Estado colombiano y la autonomía de entidades territoriales. Si bien 
estos principios han tenido un desarrollo en la jurisprudencia, todavía no existen lineamientos 
claros de operatividad, seguimiento y toma de decisiones en caso de disenso. La participación 
ciudadana en su sentido amplio es un derecho de todo(a) ciudadano(a) y una obligación estatal, 
en especial en asuntos que pueden afectar el ambiente sano. 
 
La Sentencia C-123 de 2014 y el Protocolo de Coordinación Interinstitucional para la 
Consulta Previa evidencian la persistencia de una tensión entre la organización unitaria del 
estado y los principios constitucionales de autonomía de las entidades territoriales y la 
participación ciudadana. Esta tensión se expresa en el ordenamiento minero-ambiental. En ese 
sentido, resulta importante contribuir a este debate a través de la reivindicación inequívoca de 
la participación ciudadana. 
 
El principio de autonomía territorial, consagrado en los artículos 287 y 288 de la CPC, 
que disponen que las entidades territoriales poseen un alto nivel de autonomía, en la medida en 
que tienen el derecho a gobernarse por autoridades propias, ejercer las competencias que les 
corresponden, administrar los recursos para cumplir sus funciones, participar en las rentas 
nacionales y gestionar sus intereses locales (Asamblea Nacional Constituyente, 1991. Art. 287). 
Además, es claro que “Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán 
ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los 
términos que establezca la ley” (Asamblea Nacional Constituyente, 1991. Art 228). 
 
Por otro lado, el artículo 311 de la Carta Política asigna a los municipios la función de 
“…ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el 
mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le asignen 
la Constitución y las leyes”. (Constitución Política art. 331) El artículo 313 otorga a los 
Concejos Municipales la función de reglamentar los usos del suelo dentro de los límites legales. 
(Constitución Política art. 313) Por esto, tal como lo ha manifestado la Corte Constitucional, 
gran parte de la esencia del principio de autonomía territorial “…se manifiesta en la posibilidad 
de que los municipios reglamenten los usos del suelo dentro de su respectivo territorio” 




Acorde a lo citado anteriormente, es importante traer a colación las funciones de los 
entes territoriales en materia minera. 
 
 
Funciones de las Gobernaciones, Alcaldías y Corporaciones en materia minera 
 
La gestión de la minería resida de forma exclusiva en el gobierno nacional; siendo que la 
afectación y la implicaciones ambientales, sociales y políticas consecuencia la actividad minera 
de materiales de construcción tiene sus principales repercusiones en las realidades locales de 
las comunidades municipales y departamentales. 
 
Funciones Constitucionales de los Concejos Municipales relacionadas con la actividad minera 
  
Funciones de las gobernaciones, alcaldías y corporaciones:  
 
1. Adoptar los correspondientes planes y programas de Desarrollo económico y social 
y de obras públicas.  
 
2. Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y 
controlar las actividades relacionadas como la Construcción y enajenación de 
inmuebles destinados a vivienda. 
 
3. Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y Defensa del patrimonio 
ecológico y cultural del municipio. 
 
Funciones Legales de los Concejos Municipales relacionadas con la actividad minera 
(Ley 136, 1994): Establecer programas permanentes para el conocimiento, Promoción y 
protección de los valores democráticos, constitucionales, Institucionales, cívicos y 
especialmente el de la solidaridad social de Acuerdo con los derechos fundamentales, los 
económicos, los sociales y culturales; y los colectivos y del medio ambiente. El 
Desconocimiento por parte de las autoridades locales de la Participación ciudadana y de la 
obligación establecida en este Artículo será causal de mal conducta (Art. 142) 3.3.  
 
Funciones Constitucionales de las Asambleas departamentales relacionadas con la 
actividad minera: Regular, en concurrencia con el municipio, el deporte, la educación y la salud 
en los términos que determina la Ley (Art 300) 3.4  
 
Funciones Legales de las Asambleas departamentales relacionadas con la actividad 
minera: Ordenar y fomentar la construcción de vías férreas, la explotación de bosques de 




Funciones Constitucionales de las Alcaldías Municipales relacionadas con la actividad 
minera: Presentar oportunamente al Concejo los proyectos de acuerdo sobre planes y programas 
de desarrollo económico y social, obras públicas, presupuesto anual de rentas y gastos y los 
demás que estime convenientes para la buena marcha del municipio.  
 
Funciones Legales de las Alcaldías Municipales relacionadas con la actividad minera:  
 
1. Presentar los proyectos de acuerdo que juzgue convenientes para la buena marcha 
del municipio.  
 
2. Desarrollar acciones encaminadas a garantizar la promoción de la solidaridad y la 
convivencia entre los habitantes del municipio, diseñando mecanismos que permitan la 
participación de la comunidad en la planeación del desarrollo, la concertación y la toma de 
decisiones municipales.  
Funciones Constitucionales de las Gobernaciones departamentales relacionadas con la 
actividad minera: Fomentar de acuerdo con los planes y programas generales, las empresas, 
industrias y actividades convenientes al desarrollo cultural, social y económico del 
departamento que no correspondan a la Nación y a los municipios.  
 
Es evidente, en el balance normativo planteado anteriormente que, la ambigüedad y la 
dispersión constitucional y legal son una constante en el Régimen departamental y municipal, 
al respecto es preciso señalar que no es posible el establecimiento de funciones específicas 
asignadas a los gobiernos locales frente al tema de la regulación de la actividad minera, pese a 
ser una problemática coyuntural y trascendente en la cotidianidad de las realidades regionales. 
Prueba de ello es la imposibilidad jurídica que tienen los alcaldes municipales, los gobernadores 
departamentales, y las corporaciones del mismo orden para promover en el marco de sus 
funciones legales y constitucionales proyectos de acuerdo, ordenanzas y resoluciones que 
establezcan las directrices de funcionamiento de las concesiones mineras, ni siquiera en 
términos de inspección y vigilancia que regulen la actividad realizada, o que en términos de 
derecho sancionatorio permita un control eficaz sobre los empresarios vinculados o al menos 
permita a través de los mecanismos técnicos posibles el establecimiento de los perjuicios 
ambientales generados a una población para que por lo menos se realice algún tipo de reparación 
a las gentes o al ecosistema mismo. Se puede observar la inobservancia de la legislación 
ambiental frente a las competencias municipales teniendo en cuanta que nuestro código de 
minas y energía otorga a las alcaldías y gobernaciones competencias meramente formales 
carentes de verdadera importancia en la toma de decisiones por ejemplo cuando se habla de 
registro nacional minero, entendido como aquel instrumento público de información que 
permite identificar los aspectos más relevantes en cada uno de los títulos mineros otorgados 
(Agencia Nacional de Mineria , 2015, pág. 13); el artículo 327 establece a la letra: El Registro 
79 
 
Minero Nacional es un servicio de cubrimiento nacional, que se prestará desde la capital de la 
República directamente, o a través de dependencias regionales, departamentales y locales 
propias o, de las gobernaciones y alcaldías que se comisionen o deleguen. 
 
 
Mecanismos de participación ciudadana en la legislación colombiana en materia ambiental:  
La participación de las entidades territoriales en la restricción o exclusión de la industria 
minera en sus territorios 
 
De acuerdo con los artículos 333 y 334 de la CPC, por mandato de la ley, el Estado delimitará 
e intervendrá para racionalizar la economía, en la libertad económica y la explotación, entre 
otros, de los recursos minerales, cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el 
patrimonio cultural de la Nación, para conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la 
preservación de un ambiente sano. 
 
Según lo dispuesto en el artículo 37 del Código de Minas, el establecimiento de zonas 
restringidas o excluidas dentro del territorio nacional solo corresponde a la autoridad ambiental 
y minera, es decir, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, las corporaciones 
autónomas regionales, las de desarrollo sostenible y los distritos especiales y la Agencia 
Nacional de Minería, ANM, o quien haga sus veces (Asamblea Nacional Constituyente, 1991. 
Art 37). 
 
Respecto a las zonas de exclusión, el Código de Minas (Ley 685, 2001) establece que 
no podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración y explotación mineras en: 
 
1. Áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales 
 
2. Parques naturales de carácter regional 
 
3. Zonas de reserva forestal 
 
Igualmente, por vía jurisprudencial, la Corte Constitucional estableció que puede haber 
otras zonas excluibles de la minería declaradas con anterioridad o que se declaren en el futuro 
por parte de la autoridad ambiental, aun cuando esas zonas no se enmarquen en las categorías 
de protección enunciadas en el artículo 34, Corte Constitucional (2002) Sentencia C-339 como 
los ecosistemas de páramo y los humedales designados en la lista de importancia internacional 




Por otra parte, el Consejo de Estado determinó que el Decreto 934 de 2013 desconoce 
de manera directa una facultad expresa que otorga el Código de Minas a los entes territoriales, 
específicamente en lo relacionado con el contenido del artículo 35, literal a), teniendo en cuenta 
que prohíbe de manera absoluta cualquier restricción a la actividad minera por parte de las 
entidades territoriales, mientras que el Código de Minas vigente, las faculta para restringir el 
desarrollo de esta industria, dentro de su perímetro urbano, mediante Acuerdos Municipales 
(Ley 685, 2001).  
 
Así las cosas, la Sección Tercera del Consejo de Estado resolvió suspender de manera 
provisional el Decreto 934 de 2013, en el entendido de que desconoce el principio de autonomía 
de las entidades territoriales. 
 
La Sentencia C-123-14 la Corte Constitucional resolvió la demanda de 
inconstitucionalidad contra el artículo 37 del Código de Minas, el cual dispone: 
 
Artículo 37. Prohibición legal. Con excepción de las facultades de las autoridades 
nacionales y regionales que se señalan en los artículos 34 y 35 anteriores, ninguna 
autoridad regional, seccional o local podrá establecer zonas del territorio que queden 
permanente o transitoriamente excluidas de la minería. 
 
Esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata el siguiente 
artículo. 
 
Esta acción fue presentada bajo el argumento de que la norma demandada desconoce la 
autonomía de las entidades territoriales para decidir sobre los usos del suelo en lo relativo a 
excluir la actividad minera de sus territorios. 
 
Esta contradicción también se señaló en la demanda frente al artículo 2 del Decreto 934 
de 2013, que dispone que mediante los instrumentos de ordenamiento territorial, no es posible 
ordenar la actividad minera en el territorio de jurisdicción de las entidades territoriales. 
 
Según lo dispuesto en la sentencia de exequibilidad del artículo 37 del Código de Minas, 
para otorgar cualquier autorización relacionada con la actividad minera, las autoridades del 
nivel nacional deben garantizar una participación real y efectiva de las autoridades municipales 
y distritales y, de esta manera, adoptar en conjunto las medidas necesarias para la protección de 
las cuencas hídricas, el desarrollo económico, social y cultural, la salubridad de la población y 
la protección ambiental del municipio, bajo los lineamientos de los principios de coordinación, 




La Sentencia C-123 / 2014 de la Corte Constitucional, cuya esencia fue ratificada en la 
Sentencia C-035 / 2016, al estudiar la constitucionalidad del artículo 37 del Código de Minas 
rompió con el monopolio de la autoridad minera en materia de titulación e incluyó en ese 
procedimiento un nuevo actor: las entidades territoriales. 
 
Señala la Corte Constitucional que el artículo 37 de la Ley 685 de 2001 – Código de 
Minas implica una limitación excesiva al principio de autonomía territorial establecido en la 
Constitucional Nacional, porque limita la competencia de los municipios a reglamentar el uso 
de los suelos, anula la participación ciudadana y la competencia de los concejos municipales al 
tener que excluir a la minería de los POTs, y porque se trata ésta de una actividad que genera 
impactos relevantes sobre el medio ambiente, el modelo de desarrollo económico, las fuentes 
de aguas disponibles y la vida cotidiana de los pobladores. 
 
Señala la Corte Constitucional que para armonizar el artículo 37 del Código de Minas 
con la Constitucional Nacional y las leyes de ordenamiento territorial se debe, basados en los 
principios de coordinación, concurrencia y subsidiaridad, permitir una participación razonable 
de los municipios sobre las decisiones mineras, los cuales deben participar de forma ACTIVA 
y EFICAZ, a través de sus órganos de representación y tener una influencia apreciable en la 
decisión axial de la vida del municipio, como la protección de las cuencas hídricas, la salubridad 
de la población y el desarrollo económico, social y cultural de las comunidades. 
 
En consecuencia, la Corte procede a declarar exequible el artículo 37 de la Ley 685 de 
2001, “en el entendido de que en desarrollo del proceso por medio del cual se autorice la 
realización de actividades de exploración y explotación minera, las autoridades competentes del 
nivel nacional deberán acordar con las autoridades territoriales concernidas, las medidas 
necesarias para la protección del ambiente sano, y en especial, de sus cuencas hídricas, el 
desarrollo económico, social, cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, 
mediante la aplicación de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiaridad previstos 
en el artículo 288 de la CP”. 
 
Con el objeto de regular el procedimiento mediante el cual los municipios y distritos 
pueden participar en el establecimiento de medidas de protección del ambiente, la salubridad, 
el desarrollo económico, social y cultural de sus comunidades, frente a la actividad minera, y 
dar cumplimiento a los dispuesto en la Sentencia C-123-14, la Presidencia de la República 
expidió el Decreto 2691 de 2014, en el que se dispone que los concejos municipales o distritales 
pueden solicitar ante el Ministerio de Minas y Energía, dichas medidas de protección, previa 
expedición de un acuerdo que las soporte y la delimitación de las áreas objeto de estas medidas 




Según el citado Decreto, en este acuerdo, se deberán sustentar las causas y finalidades 
de estas medidas de protección, así como los estudios técnicos que justifiquen su pertinencia 
social, económica, cultural o ambiental, frente a los impactos que la actividad minera pueda 
ocasionar. Los estudios estarán a cargo del ente territorial y deberán estar en consonancia con 
los respectivos instrumentos de ordenamiento territorial (Decreto 2691, 2014). 
 
Así mismo, el Decreto brinda a las entidades territoriales un término de noventa (90) 
días, contados a partir de su publicación del mismo, para presentar las solicitudes de protección 
ante el Ministerio de Minas y Energía, (Decreto 2691, 2014) el cual venció el 3 de marzo de 
2015 sin que muchos entes territoriales pudieran presentarlas debido a sus deficiencias 
institucionales y financieras para realizar los estudios requeridos. 
 
La norma estableció un procedimiento según el cual, una vez recibida la solicitud por 
parte del Ministerio de Minas y Energía, este la remitirá a las autoridades del orden nacional 
competentes, dentro de los diez (10) días siguientes, para que en un término de veinte (20) días 
emitan su concepto, el cual podrá soportarse en las consideraciones que aporten las entidades 
del sector (Decreto 2691 de 2014)  y contendrá las consideraciones acerca de la procedencia y 
las condiciones de las medidas de protección solicitadas. Además, el Ministerio de Minas y 
Energía podrá solicitar el concepto del Departamento Nacional de Planeación, DNP, y a las 
empresas del gremio minero acerca del impacto económico que puedan ocasionar las medidas 
de protección y la conveniencia de los proyectos mineros en cuestión, para adoptar una decisión 
(Decreto 2691, 2014). 
  
Según este Decreto, una vez surtido este trámite, el Ministerio de Minas y Energía citará 
a una única reunión con el concejo municipal o distrital solicitante y las entidades y organismos 
que considere pertinentes, con el fin de expresar las razones de las solicitudes y de los conceptos 
emitidos, (Decreto 2691 de 2014)   y en un plazo de quince (15) días el Ministerio decidirá sobre 
la adopción o no de las medidas de protección solicitadas, con base en los principios de 
desarrollo sostenible, fortalecimiento económico y social del país, propiedad estatal de los 
recursos naturales no renovables y su aprovechamiento eficiente (Decreto 2691, 2014). 
 
El Decreto genera muchas preocupaciones, pues el procedimiento allí establecido 
representa varios obstáculos para la participación de los municipios y distritos en un tema tan 
trascendente para la vida local como el desarrollo de proyectos mineros. En primer lugar, 
establece que los estudios que soporten las solicitudes de protección deben ser costeados por 
los entes territoriales que las formulen, además de tener que reformar sus instrumentos de 
ordenamiento territorial (Decreto 2691, 2014), lo que resulta inviable en la mayoría de los casos, 





Por otro lado, la participación que se les otorga a los entes territoriales se limita a la 
presentación de una solicitud de medidas de protección ante el Ministerio de Minas y Energía, 
que será el que adopte la decisión definitiva sobre su pertinencia o condicionamiento (Decreto 
2691, 2014), determinación que será consultada incluso con las empresas del sector minero, sin 
ninguna posibilidad real de concertación con los entes territoriales involucrados. Entonces, las 
posibilidades de adopción de las medidas de protección solicitadas son muy bajas, si se tiene en 
cuenta que la decisión en manos del Ministerio de Minas y Energía se adoptará teniendo en 
cuenta criterios económicos y de desarrollo justificados por las empresas y entidades del sector 
minero. Todo lo anterior aparta el Decreto 2691 de 2014 de lo dispuesto por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-123-14. 
 
Por lo anterior, el 25 de junio de 2015, la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo (Consejo de Estado, 2015) decretó la suspensión provisional del Decreto 2691 
de 2014, en el marco de la Acción de Nulidad presentada por el Grupo de Acciones Públicas de 
la Universidad del Rosario, GAP. 
 
En esta oportunidad, la parte actora presentó cargos relacionados con la falta de 
competencia del Presidente de la República para crear procedimientos administrativos y la 
vulneración al principio de la autonomía territorial, teniendo en cuenta que el Decreto 2691 de 
2014 establece un procedimiento estricto, exigente y costoso, que impide que las entidades 
territoriales ejerzan un control y una participación real y efectiva frente a la autorización de 
llevar a cabo proyectos mineros en el territorio. 
 
El máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo acogió la solicitud de suspensión 
provisional del Decreto, al considerar que, por un lado, las autoridades administrativas dentro 
de su potestad reglamentaria, carecen de competencia para crear nuevos procedimientos 
administrativos, ya que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29, 114 y 150 de la 
CPC, el único que posee esta facultad es el Legislador. 
 
Por otro lado, el Consejo de Estado determinó que, aunque el Decreto pretende dar 
cumplimiento a lo ordenado en la Sentencia C-123-14, va en clara contravía con lo dispuesto 
en esta decisión de la Corte Constitucional, en la que se estableció que el artículo 37 de la Ley 
685 de 2001 será exequible siempre y cuando las autoridades del orden nacional acuerden con 
los entes territoriales las medidas de protección necesarias para salvaguardar el ambiente y la 
población del territorio. 
 
En esta ocasión, la Sala Primera recalcó y aclaró que para que haya un acuerdo, tal como 
lo ha entendido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, (Sentencia C- 123, 2014) debe 
adoptarse una decisión respaldada por la mayoría de las partes involucradas, lo que se aparta de 
lo regulado en el Decreto, que otorga la discrecionalidad al Ministerio de Minas y Energía para 
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decidir unilateralmente sobre la adopción o no de las medidas de protección solicitadas por los 
entes territoriales. 
 
Según las consideraciones del Consejo de Estado, el Decreto 2691 de 2014 vulnera el 
principio de la autonomía de las entidades territoriales, ya que no les otorga una participación 
activa y eficaz en el proceso de autorización del desarrollo de proyectos mineros, pese a las 
serias consecuencias ambientales, sociales. 
 
En estudio realizado por la Defensoría del Pueblo, se concluyó que la participación 
dentro de los procesos de licenciamiento ambiental (Audiencias Públicas Ambientales, 
Consultas Previas y parte de los procesos administrativos como Tercer Interviniente) solo se 
presentó en el 10.5% del trámite de licencias analizadas (el 8.2% en trámites ante el Ministerio-
ANLA y tan solo el 2.3% ante las corporaciones autónomas).12 El mecanismo de participación 
más utilizado es la figura del tercer interviniente con el 6.3%; en el 2.5% de los procesos hubo 
consultas previas y tan solo en el 1.7% de los casos se hicieron audiencias públicas ambientales 
(Defensoria del Pueblo, 2015). 
 
Según el Ministerio del Interior, durante el periodo de Gobierno 2010-2014, de las 2.222 
certificaciones de Consulta Previa expedidas en promedio por año, el 31% se expidieron para 
el sector de minas y energía, el más alto, muy por encima de los sectores de infraestructura y de 
hidrocarburos (Defensoria del Pueblo, 2015). 
 
En el caso en concreto del municipio de San José de Cúcuta, el Plan de Ordenamiento 
Territorial y los Principios Generales de la Ley.  En los principios rectores por los que se rigen 
en su artículo 3 precisan lo siguiente: 
 
El Plan de Ordenamiento Territorial (POT) del Municipio de San José de Cúcuta, se 
fundamenta en los principios generales del ordenamiento territorial planteados por el Artículo 
2° de la Ley 388 de 1997, los cuales inspiran el conjunto de novedosos instrumentos asociativos 
que se introducen para la gestión urbanística: La Función social ecológica de la propiedad. La 
prevalencia del interés general sobre el particular. La distribución equitativa de las cargas y 
beneficios derivados del desarrollo urbano. Es decir, tienen en cuenta el desarrollo local desde 
lo general., donde la administración municipal debe garantizar procesos eficaces que fortalezcan 
la constitución de lo urbano y rural con una visión del desarrollo sostenible que permitan una 
mejor planificación de las diferentes actividades del municipio en el largo y mediano plazo. 
 
Según Meza Martínez (2014), acorde al Plan de Ordenamiento Territorial, tomado de 
información Alcaldía de San José de Cúcuta Departamento Administrativo Área de Planeación 
                                                 
12 Defensoría del Pueblo. Efectividad de los Mecanismos de Participación Ciudadana dentro de los Procesos de 
Licenciamiento Ambiental. 2015. Entre los años 2000 a 2013, 6.514 solicitudes de licencias ambientales. 
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Corporativa y de Ciudad existen 8.166 hectáreas destinadas para la extracción de carbón, en 
donde se concentran en medianas y grandes propiedades (latifundios). Asimismo, las hectáreas 
totales para el sector minero energético suman 11.398 has. El porcentaje de hectáreas destinadas 
para el carbón es de 56,5%, de 14.439 has destinadas a la explotación de minas, siendo el 
porcentaje más alto del segundo sector de la economía, en el caso puntual del minero energético. 
Asimismo, la explotación de arcilla comprende el 13%, la extracción de petróleo se encuentra 
en el 8,7%. 
 
Plan Municipal de Desarrollo de San José de Cúcuta (2008-2011) en su página 162, 
arguye que las economías del primer sector de la economía de la zona, presenta una baja 
rentabilidad agropecuaria, produciendo de esta manera que las economías de subsistencia o 
campesinas se vean obligadas a abandonar sus actividades y desparecer su franja agrícola. En 
consecuencia, se han generado conflictos, situaciones de vulnerabilidad y altos costos de 
producción, con una oferta desigual de servicios sociales y equipamientos y altos costos 
familiares de transporte (Meza Martinez, 2014). 
 
De otra parte, según el PDM de San José de Cúcuta (2008-2011) se presenta una 
restricción sobre el desarrollo productivo rural, debido a la estructura educativa, como extensión 
del modelo urbano; además de la baja competitividad social y del acceso al empleo. Dado que 
existen desventajas educativas de la población rural con respecto a la urbana, los intercambios 
poblacionales entre las dos zonas vulneran el capital humano y las economías de producción 
doméstica (Meza Martinez, 2014). 
 
Para el caso de la minería, en donde el crecimiento económico lo determina la 
transformación de los factores, como el trabajo y el capital, el municipio de San José de Cúcuta 
está conformado por baja mano de obra e intensivo en capital físico. Por tanto, el sector minero 
se constituye por ser intensiva en capital y en las tecnologías asociadas como la mano de obra 
calificada el cual coadyuva al crecimiento de la producción.  
 
De acuerdo con lo anterior, el éxito de la actividad minera en San José de Cúcuta, se 
debe principalmente, porque los costos de producción en cuanto a la incorporación de la mano 
de obra es muy baja. Generalmente, se emplea mano de obra tecnificada lo que permite un 
aumento en el valor agregado que se le proporciona a la minería, generando aumentos en el 
producto (Meza Martinez, 2014). 
 
Legislación minera, Estado y territorialidad 
 
A finales de los años ochenta la actividad minera en el territorio colombiano encuentra 
amparo normativo con la formulación del primer Código de Minas; este se plantea en momentos 
en que en Colombia se gesta con fuerza la idea de liberalización económica y la apertura de 
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libres mercados; por tal razón, el Decreto 2655 de 1988 (Código de Minas) responderá a la 
necesidad global de garantizar el desarrollo de la “propiedad privada” (que posteriormente se 
traduciría en las concesiones mineras) y con ello, el debilitamiento de las instituciones 
encargadas de la administración de los recursos naturales no renovables. 
Entre los aspectos relevantes de este código, se puede observar lo siguiente: (con base 
en Julio Fierro, 
 
Que todos los recursos naturales no renovables del suelo y del subsuelo pertenecían a la 
Nación”: cuestión que evidencia que los recursos naturales corresponden a todos aquellos 
habitantes del territorio nacional, ello en cuanto a que los principios fundamentales de la 
Nación se basan en la unidad y el centralismo, con ello se asume una lengua oficial y 
valores compartidos (Taylor, citado (López T & Del Pozo, 1999, pág. 214). En ese orden 
de ideas, es necesario tener en cuenta que existen diferentes conceptos de “Nación”, 
aunque, es posible identificar tres tipos específicos: el primero que se refiere a la “nación 
política”, entendida como “un cuerpo de asociados que viven sujetos a una ley común” 
(López T & Del Pozo, 1999, pág. 214); el segundo que se identifica como la “nación 
cultural” que está determinada por la “historia, las costumbres, la religión, la cultura y la 
lengua” (López T & Del Pozo, 1999, pág. 215) características que permiten la identidad 
y la continuidad en el tiempo. Finalmente, el tercer tipo de nación se refiere a la “nación 
jurídica” que se expresa en la “reunión de personas vinculadas por derecho a un Estado” 
(Fierro , 2012, pág. 217). En síntesis, la nación es un concepto difuso, no hay forma de 
establecer la propiedad de los recursos. 
 
Se reguló la actividad de la minería con relación a aspectos como la prospección, 
exploración, explotación y beneficio: este aspecto propendía principalmente por la articulación 
de las instituciones nacionales y las diferentes industrias privadas, con el fin de controlar estas 
actividades por parte del Estado a través de sus instituciones como el Ministerio de Minas y 
Energía, centrando así las decisiones en el Estado. 
 
Se establecieron diferentes clases de títulos mineros: en este punto adquiere sentido lo 
que se ha venido expresando, y es el hecho de que el Estado promueva y proteja la propiedad 
privada como instrumento “definitivo” del desarrollo económico. El código define el título 
minero como el “acto administrativo escrito mediante el cual, con el lleno de los requisitos 
señalados en este Código, se otorga el derecho a explorar y explotar el suelo y el subsuelo 
mineros de propiedad Nacional. Lo son igualmente, las licencias de exploración, permisos, 
concesiones y aportes, perfeccionados de acuerdo con disposiciones anteriores. Son también 
títulos mineros los de adjudicación, perfeccionados conforme al Código de Minas adoptado por 
la Ley 38 de 1887 y las sentencias ejecutoriadas que reconozcan la propiedad privada del suelo 
o subsuelo mineros. Es entendido que la vigencia de estos títulos de adjudicación y de propiedad 
privada, está subordinada a lo dispuesto en los artículos 3°, 4° y 5° de la Ley 20 de 1969. El 
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derecho emanado del título minero es distinto e independiente del que ampara la propiedad o 
posesión superficiarias, sean cuales fueren la época y modalidad de éstas”. Los tipos de títulos 
mineros se sustentan en licencias de exploración, licencias de explotación, aportes y contratos 
de concesión. 
 
Que el Estado sería empresario a través del sistema de aporte: Según el artículo 48, el 
aporte minero es el acto por el cual el Ministerio otorga a sus entidades adscritas o vinculadas 
que tengan entre sus fines la actividad minera, la facultad temporal y exclusiva de explorar y 
explotar los depósitos o yacimientos de uno o varios minerales que puedan existir en un área 
determinada, pero también, evidencia la posibilidad de permitir que distintas empresas mineras 
se encarguen de esta labor (tercerización). 
 
El Código Minero de 1988 establece en el artículo 28 que la pequeña minería, es decir 
la minería de subsistencia, la que ha sido desarrollada históricamente en algunas regiones 
colombianas se puede realizar, pero con la salvedad de que se inscriba en la alcaldía 
correspondiente. Por otro lado, el sistema ambiental es concebido en el Código Minero (1988) 
como un simple requerimiento, es decir, como un documento que debe ser presentado en la 
estructura de la operación minera (declaración de impacto ambiental); por ejemplo el artículo 
246 establece que si se utilizan recursos naturales renovables, se restauren solo si es posible 
técnica y económicamente, dejando la alternativa de que simplemente no se haga nada para 
restaurar el daño. El artículo 9, que habla de las restricciones de la minería, establece que en las 
reservas ecológicas no debe llevarse a cabo las actividades de prospección, exploración y 
explotación. Sin embargo, se daba prioridad a los títulos mineros previamente concedidos, lo 
que indica que pueden superponerse títulos mineros en áreas de conservación ecológica que 
fueron posteriormente declaradas como tal. 
 
Como se ha manifestado, las políticas mineras formuladas e implementadas en 
Colombia abren la posibilidad de inversión extranjera, sobre todo a partir de la década de los 
90s, pero con ello, se ha evidenciado en algunos casos la intervención directa de otros Estados 
en las políticas mineras colombianas. Es el caso, del convenio del Ministerio de Minas y Energía 
y el Canadian Energy Research Institute (CERI) que buscaba principalmente el fortalecimiento 
de las instituciones del Estado, así como también, “ayudar en la implementación de reformas 
institucionales previstas en los sectores de minas, energía e hidrocarburos” (Fierro , 2012, pág. 
36). Otro aspecto, propendía la articulación de políticas ambientales que se ajustaran al libre 
desarrollo de las actividades mineras. La Contraloría General de la República advirtió lo que 
“significa para el Estado la ejecución de este tipo de convenios de cooperación internacional en 
los cuales un país, Canadá, invierte una gran cantidad de recursos para fortalecer 
institucionalmente algunas entidades del Estado, el cual a su vez y como contraprestación se 
compromete a garantizar las condiciones logísticas que permitan el desarrollo de las actividades 
del proyecto, para lo que invierte una cantidad menos significativa” (Fierro , 2012, pág. 37) en 
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ese orden de ideas, se puede evidenciar, es que las ideas políticas corresponden a intereses 
propios de las actividades económicas, demostrando así la estrecha relación entre las políticas 
mineras y el desarrollo mismo de la actividad en el Estado colombiano. 
 
Según diferentes estudios (Fierro , 2012, pág. 37) el actual Código de Minas representó 
un retroceso jurídico, mayor que el anterior (Código Minero de 1988) en cuanto a que limita la 
participación del Estado, estableciendo que entre sus principales labores está la promoción y la 
fiscalización únicamente, dejando de lado la constitución de empresas de capital público o 
mixto, o sea, que dejó la concentración del mercado minero a industrias nacionales e 
internacionales de origen privado. Esta ley establece una nueva y polémica forma de distribuir 
las ganancias por la explotación de los recursos naturales no renovables. “Los particulares 
nacionales y extranjeros pagarán una contraprestación económica por el costo de los recursos 
naturales no renovables denominada regalía, que se tasa en función del tipo de material como 
un porcentaje del valor de mercado” (Fierro , 2012, pág. 38). 
 
El Código Minero del año 2001 es la manifestación de una política sectorial que integra 
como se ha dicho anteriormente, las necesidades globales a través de la protección normativa 
de la propiedad privada con base en lo que denomina “concesión minera” que se refiere al 
derecho de un particular para explorar y explotar minas de propiedad del Estado. En esa misma 
medida, las normas son más flexibles con el fin de favorecer la inversión del capital extranjero; 
pero más rigurosas con la denominada “minería tradicional”, actividad que realizan “personas 
o grupos de personas o comunidades que exploten minas de propiedad estatal sin título inscrito 
en el Registro Minero Nacional y que acrediten que los trabajos mineros se vienen adelantando 
en forma continua durante cinco (5) años, a través de documentación comercial y técnica, y una 
existencia mínima de diez (10) años anteriores a la vigencia de esta ley” (Ley 1382 de 2010, 
que posteriormente fue declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia 
C-366 de 2011 por un término de 2 años y hasta la fecha no se ha tenido respuesta sobre el 
particular). En este punto es necesario recordar que la actividad minera tradicional, sobre todo 
del oro, se caracteriza por ser de tres tipos: “de subsistencia (realizada fundamentalmente por 
afrodescendientes e indígenas), pequeña minería (realizada por campesinos y mineros 
desplazados) y mediana minería, (desarrollada por medianos industriales)” (CENSAT, 2010, 
pág. 35)  
 
No obstante, el código define los límites espaciales donde es posible o no realizar la 
actividad minera, por ejemplo el Art. 35 habla de zonas excluidas para minería, en las que se 
plantea que no se puede solicitar y mucho menos otorgar títulos mineros en Parques Nacionales 
Naturales o áreas protegidas (aunque deja abierta la posibilidad de tramitar autorizaciones y 
permisos especiales); pero la realidad es otra; el panorama de solicitudes mineras se sobrepone 
justamente con aquellas que el mismo código denomina “zonas de minería restringida”. Para el 
año 2011 en Colombia habían “9.000 títulos expedidos, de los cuales 37 casos están en Parques 
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y había 19.629 solicitudes, de las cuales 3.600 fueron resueltas” (El Espectador, 2011). 
Evidentemente, esto no fue un proceso al azar, es el resultado de una serie de políticas que han 
promovido intensamente las actividades mineras en el territorio colombiano, esa dinámica 
normativa presenta fuertes cambios en la territorialidad; por consiguiente, la territorialización 
del Estado, trae una nueva configuración espacial, que como se ha manifestado favoreció el 
establecimiento de la gran industria extranjera, las grandes multinacionales. 
 
La Corte Constitucional de Colombia ha manifestado a través de diferentes sentencias 
los graves problemas que se presentan en varios planteamientos de la Ley 685 de 2001 (Código 
Minero), este hecho fue pilar para iniciar la reforma de los polémicos artículos. La Ley 1382 de 
2010 fue presentada con el fin de reformular precisamente dichos artículos; sin embargo, 
nuevamente la misma Corte declara inexequible la Ley y otorga un plazo de dos años para que 
sea formulada nuevamente. En la actualidad el país sigue esperando la nueva propuesta que 
seguramente buscará garantizar el desarrollo de los grandes proyectos mineros. El hecho ha sido 
ampliamente debatido en el país y es determinante debido a que pone en peligro el desarrollo 
mismo de cada territorio, “están en juego la propiedad de la tierra, el agua para consumo humano 
y los suelos para la soberanía alimentaria, así como la posibilidad de grupos indígenas, negros, 
campesinos y urbanos de permanecer o no en su territorio” (Fierro, 2012). 
Entre los graves planteamientos que propone el Código de Minas (Ley 685, 2001)  junto 
con la inexequible Ley 1382 de 2010 se observa que no se ha tenido en cuenta la Consulta 
Previa, derecho que tienen las comunidades indígenas, afrodescendientes y demás comunidades 
a decidir sobre las diferentes actividades que se proyectan realizar en sus territorios; sin 
embargo, el código deja abierta la posibilidad de realizar la actividad minera si se cumplen 
ciertos requisitos que establece el mismo código, entre estos la consulta previa. “El Capítulo 
XIV de Grupos étnicos, no fue consultado con los indígenas. La Corte Constitucional aclaró 
mediante sentencia C-891 de 2002 que “en el entendimiento que las autoridades mineras 
deberán cumplir los parámetros establecidos en torno a la consulta previa”, lo que quiere decir 
que el Estado colombiano está obligado a respetar la consulta a los pueblos indígenas si va a 
pactar cualquier contrato minero, condición que 8 años después se sigue ignorando” (CENSAT, 
2010, pág. 38). 
 
Los aspectos ambientales han sido interpretados por el gobierno como una barrera para 
el desarrollo de la actividad minera, por tanto, es el código el que establece los requerimientos 
para llevar a cabo la actividad; normativamente esta labor no podrá realizarse en los ecosistemas 
protegidos, salvo en algunos casos por permisos especiales directamente otorgados por el 
gobierno a través del Ministerio de Ambiente. Las únicas áreas que considera la Ley 685 
excluidas, son aquellas que pertenecen al sistema de Parques Nacionales Naturales, dejando de 
lado las áreas de especial importancia ecológica consagradas en la Constitución Política de 1991 
(art. 63), así como también, importantes ecosistemas inscritos en la lista Ramsar, es decir, 
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páramos, reservas forestales protectoras de orden nacional, humedales, entre otros (Fierro, 
2012). 
 
El trabajo de la Corte Constitucional de Colombia ha sido valioso en cuanto a que 
presenta una serie de sentencias, que en cierta medida buscan frenar un poco la visión 
extractivista de los últimos gobiernos en la que se ha sumergido al país, por ejemplo a través de 
la Sentencia C-339 de 2002 la corte expresó que “(…) las zonas de exclusión o restricción no 
son única y exclusivamente las señaladas en el Código de Minas en los artículos 34 y 35, sino 
que a estas hay que agregar otro tipo de ecosistemas protegidos por otras leyes vigentes, así 
como las que establezcan nuevas zonas de exclusión o restricción de la actividad minera por 
razones ambientales y de protección de la biodiversidad, incluidas las selvas y cuencas 
hidrográficas” (Fierro, 2012, pág. 215) a ello se debe sumar una deficiencia en cuanto a la 
integralidad de la base de datos espacial que maneja el Estado a través de sus Instituciones, 
sobre todo en el manejo espacial de los predios mineros; “(…) el catastro minero no tiene 
información predial, ni de cuencas abastecedoras de agua, ni de cuencas que sean vaso de 
recepción de hidroeléctricas ni zonas de riqueza histórica, arqueológica y cultural, ni áreas 
donde la minería se ha prohibido por consideraciones de ordenamiento territorial. Tampoco 
tiene información sobre los predios situados en áreas de declaratoria de ocurrencia de 
desplazamiento o de riesgo de ocurrencia de desplazamiento al tenor de lo normado en el 
Decreto 2007 de 2001, ni tampoco se solicita información a autoridades diferentes de las 
ambientales” (Fierro, 2012, pág. 215). Lo que permite notar una clara tendencia de construcción 
(o desterritorialización) de territorialidades con base en la actividad minera, respaldada por una 
gran norma como lo ha sido el Código Minero; en esa misma medida la decisiones apuntan a 
centralizarse en contravía de algunas leyes existentes como la Ley 388 de 1997 conocida 
ampliamente como Ley de Desarrollo Territorial que brinda amplias facultades a los municipios 
para que sean autónomos y definan técnica y participativamente las decisiones sobre el futuro 
de sus municipios. Pese a ello, el Código Minero (Ley 1382, 2010) restringe las decisiones a la 
información que se tenga del subsuelo, es decir, que todo el ordenamiento del territorio puede 
ser modificado si en alguna zona se presenta interés de exploración y explotación de minerales, 
sin importar lo que ya se haya ordenado municipalmente para su territorio. Puesto que “(…) al 
quitarles a las autoridades municipales la posibilidad de prohibir minería dentro de su 
jurisdicción y al establecer una prelación de la “información geológico-minera del subsuelo” 
sobre las definiciones de ordenamiento territorial. Por ejemplo, si un alcalde compró la cuenca 
que abastece a su pueblo de agua potable y cumple con su deber de protegerla, el Código de 
Minas plantea que tendría que permitir el desarrollo minero, sin ninguna consideración. En ese 
sentido, la provisión de agua potable para miles o millones de personas no interesa, pues, como 
no se establece la prohibición de extracción en las cuencas, no es posible negar el título” (Fierro, 




Otra propuesta de ordenamiento normativo minero es el Plan Nacional de Desarrollo 
Minero Visión 2019 (PNDM 2019) que fue presentado por el Ministerio de Minas y Energía en 
el año 2005 con el fin de proyectar el futuro del país bajo una importante y determinante 
participación de la minería; así como también, constituirá la minería colombiana entre las 
principales de la región. Para ello el plan establece una serie de elementos como: 
 
Capacidad de producción y reservas de las minas actualmente en operación. 
Grado de éxito que obtengan los proyectos que se encuentran en la fase exploratoria. 
Probabilidad de colocar mayor producción minera en el mercado internacional. 
Competitividad del país para atraer nuevas inversiones al sector (CENSAT, 2010, pág. 42) 
La propuesta de Desarrollo Minero junto con el Código Minero y otras leyes, apunta 
hacia el fortalecimiento de una política de Estado, que como principales metas establece: 
Aumentar las exportaciones de carbón a 100 millones de toneladas anuales 
Aumentar las exportaciones de oro cuatro veces la producción actual 
Incrementar la exploración geológica básica del territorio nacional (Fierro , 2012, pág. 
46). 
 
Lo que se puede observar a lo largo del PNDM 2019 es un interés suscitado en presentar 
al país internacionalmente como un territorio estatal atractivo para la inversión extranjera, so 
pena de evitar temas tan relevantes como la utilización de mercurio y otras graves sustancias 
contaminantes, así como tampoco interesa tocar a profundidad el polémico tema ambiental. 
“(…) no hay una relación de esta apuesta con la generación y gestión de residuos contaminantes, 
ni con las políticas agrarias, ni con la protección de cuencas abastecedoras de agua. Tampoco 
con el cumplimiento de la normativa ambiental, ni con el hecho de que cerca del 25% del 
territorio continental colombiano hace parte de resguardos indígenas o de territorios de 
comunidades negras” (Fierro , 2012, pág. 46). 
 
En síntesis, el Plan de Desarrollo Minero es la reiterada idea política de explotar los 
recursos naturales con el fin de generar aparentes beneficios económicos para la Nación. Para 
ello, este ha definido zonas con potencial para la extracción intensiva de minerales, como los 
33 Distritos Mineros que el Ministerio de Minas y Energía estableció para ubicar las diferentes 
zonas con potencial de ser explotadas. Cabe notar que en la mayoría de estas áreas existe 
actividad minera, pero es realizada comúnmente de forma tradicional y en pequeña escala. El 
PNDM delimita estas áreas con el fin de responder a los objetivos de “duplicar la producción 
de carbón; cuadruplicar la producción de metales preciosos; aumentar significativamente el 
nivel de inversión y el interés del sector financiero; convertir a Colombia en uno de los tres 
principales destinos de la inversión privada (interna y externa) destinada a la explotación 
minera; así como triplicar el área de contratación minera para la exploración geológica” 
(CENSAT, 2010, pág. 46). Muchos de estos objetivos se han venido cumpliendo, aunque las 
comunidades no han visto hasta el momento un importante mejoramiento en su calidad de vida, 
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como se puede entrever en el siguiente apartado “(…) a octubre de 2009 cerca del 40% de los 
títulos otorgados eran para oro y del 25% para carbón, pero sucede que estos materiales no 
generan valor agregado (la demanda interna de carbón térmico ha sido suplida hace muchos 
años correspondiendo a cerca del 5% y la nueva producción de carbón será exportable) y dado 
que el negocio es 100% privado, solamente nos quedan las regalías” (Fierro , 2012, pág. 47),  
pero no solo quedan regalías, quedan también los problemas ambientales, culturales y sociales. 
 
Teniendo en cuenta los objetivos de investigación respecto a la participación de los 
municipios en las decisores mineras es importante traer a colación el manejo de las relaciones 
del gobierno central y el local para lo cual se cita el siguiente apartado tomado de la  Fundación 
Foro Nacional por Colombia: La Agenda de la Sociedad Civil frente a las Industrias Extractivas 
en Colombia, el apartado titulado: 
 
 
Centralismo – Descentralización: una tensión por resolver 
 
En 1986, el Congreso de la República aprobó el Acto Legislativo N°1, que ordenó la 
elección popular de alcaldes y abrió la posibilidad de realizar consultas populares en los 
municipios. Ese mismo año expidió las leyes 11 y 12, que dieron inicio a la descentralización 
político-administrativa del Estado a través del traslado de funciones y competencias del 
gobierno central a los municipios y, en menor medida, a los departamentos.  
 
Desde el punto de vista fiscal, la ley 14 de 1983 fortaleció los ingresos propios de los 
municipios, lo que se complementó con un incremento de las transferencias del gobierno central 
a las entidades territoriales. 
 
La Constitución de 1991 ratificó esas reformas, fortaleció la autonomía territorial, 
ordenó la elección popular de gobernadores y creó algunos instrumentos para el desarrollo de 
una gestión pública eficiente, transparente y con participación de la ciudadanía. En los años 
siguientes fue aprobado un paquete de normas para ratificar al municipio como responsable de 
la oferta de bienes y servicios, de la planificación del suelo y del desarrollo local. Entre ellas se 
destacan; i) la ley 152 de 1994 (Ley Orgánica de Planeación) que fija los procedimientos para 
la elaboración de planes de desarrollo municipales y departamentales; ii) la Ley 388 de 1997 
que entregó a las autoridades locales la competencia de ordenamiento territorial; iii) el Código 
de régimen municipal (Leyes 136 de 1994 y 1551 de 2012) y el Código departamental (Decreto 
1222 de 1986), que definen las funciones asignadas a estas entidades en la administración 
pública; iv) las Leyes 60 de 1993 y 715 de 2001 (La ley 715 fue modificada parcialmente por 
Ley 1176 de 2007 en materia de competencias de las entidades territoriales.) que definen 
competencias y recursos para las alcaldías y gobernaciones; y v) la Ley 1454 de 2011, ley 




En lo que respecta a los recursos naturales no renovables, la Constitución señala en su 
artículo 332 que el Estado es propietario del subsuelo y de dichos recursos, lo que faculta al 
gobierno nacional para promover el desarrollo del sector. Como se señaló en el apartado 
anterior, el sector ha sido manejado bajo un esquema de poder jerarquizado y centralizado que 
riñe con la estructura descentralizada del Estado colombiano. El Ministerio de Minas y Energía 
la función de formular, dirigir, adoptar y coordinar las políticas, planes y programas para el 
sector.13 Por su parte, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS) es la principal 
autoridad para la definición de políticas de uso del suelo, de protección de áreas estratégicas y 
la implementación de instrumentos para la planificación ambiental. Al Ministerio está adscrita 
la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), creada para la expedición de 
licencias ambientales de los grandes proyectos.  
 
En el caso de los proyectos de menor magnitud, estas tareas se encuentran bajo el control 
de las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR) (ver la sección siguiente sobre 
institucionalidad ambiental). 
 
El Ministerio del Interior tiene a cargo la consulta previa con comunidades étnicas, con 
base en la Ley 21 de 1991, que incorporó el Convenio No. 169 de la OIT al ordenamiento 
jurídico nacional; luego, la Ley 70 de 1993 reconoció a las poblaciones afrocolombianas la 
propiedad de territorios ancestrales, el derecho preferencial para la explotación de recursos 
mineros en sus tierras y la obligatoriedad de la consulta previa para el desarrollo de proyectos 
extractivos. El Decreto 2163 de 2013 establece el protocolo para la consulta.  
 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por su parte, como principal autoridad 
fiscal del país, define la estructura del presupuesto público, la incorporación de las partidas 
originadas en el sector extractivo y establece los mecanismos para su distribución. Para ese 
efecto, se apoya en la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), que recauda los 
impuestos directos pagados por los operadores privados, la Agencia Nacional de Minería y la 
Agencia Nacional de Hidrocarburos, que recaudan las regalías y compensaciones pagadas. 
Finalmente, el Departamento Nacional de Planeación (DNP) incorpora el en el Plan de 
Desarrollo y define la distribución de las regalías. 
                                                 
13 El Decreto 0381 de 2012 estableció dos tipos de entidades: adscritas y vinculadas. Las entidades adscritas al 
Ministerio de Minas y Energía tienen como función asesorar y brindar el apoyo técnico para el fomento y la 
organización de esta actividad, además de implementar las decisiones tomadas por el Ministerio. Son la 
Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), la Agencia Nacional de Minería (ANM), la Comisión de 
Regulación de Energía, Gas y Combustibles (CREG), el Instituto de Planificación y Promoción de Soluciones 
Energéticas para las Zonas no Interconectadas (IPSE), el Servicio Geológico Colombiano y la Unidad de 
Planeación Minero Energética (UPME). Las entidades vinculadas tienen autonomía presupuestal para su 
funcionamiento, aunque en su Junta Directiva participa el Ministerio de Minas y Energía. Son entidades 
vinculadas ECOPETROL, las empresas de servicios públicos y las generadoras de energía, entre ellas: 




Como puede verse, en esta estructura no aparecen los Municipios ni los Departamentos. 
Las decisiones son tomadas a nivel ministerial, en detrimento de la autonomía territorial. El 
Congreso, por su parte, aprueba los proyectos de ley relacionados con el sector extractivo, 
realiza el control político a los funcionarios del gobierno que tienen a cargo la gestión de la 
actividad extractiva y cuenta con una Comisión especializada (la Comisión Quinta de Cámara 
y Senado) como espacio de discusión sobre la administración de los recursos naturales, pero 
tampoco se relaciona con las autoridades territoriales para el desarrollo de sus funciones. Algo 
parecido ocurre con los órganos de control, la Contraloría General de la República (vigilancia 
fiscal), la Procuraduría General de la Nación (seguimiento disciplinario a funcionarios) y la 
Fiscalía general. 
 
Los departamentos deben trabajar en la promoción y el control de las políticas dirigidas 
a la minería y los hidrocarburos (El Departamento de Antioquia tiene por delegación del 
gobierno nacional la atribución de celebrar contratos de concesión, así como las funciones de 
vigilancia y control minero en el territorio de su jurisdicción. Es caso único). Además, tienen la 
facultad de integrar en sus planes de desarrollo programas y proyectos relacionados con el 
sector. Los municipios poseen la competencia para elaborar los planes de ordenamiento 
territorial. Adicionalmente, tienen a su cargo la vigilancia de los impactos que ocasiona la 
actividad extractiva en su jurisdicción y deben promover la consulta previa para los proyectos 
ubicados en zonas étnicas y definir parámetros para la negociación de la licencia ambiental y 
social. Corresponde también a las alcaldías hacer cumplir los amparos administrativos 
aprobados por la ANM14, recaudar impuestos y contribuciones directas de orden local pagadas 
por las empresas extractivas establecidas en su jurisdicción, (Entre los más importantes se 
encuentran el Impuesto Predial, el de Industria y Comercio, las Tasas y Contribuciones, todos 
ellos fijados por los concejos municipales) integrar en la renta local los recursos de regalías 
directas y participar en los fondos creados para la administración de estos recursos. 
 
Como puede verse, se trata de funciones operativas y de vigilancia, a excepción de la 
competencia en materia de ordenamiento territorial, supeditada hasta hace poco al artículo 37 
del Código de Minas (Ley 685, 2001), que prohibía a los mandatarios municipales declarar, a 
través de sus planes y programas, zonas excluidas de la minería. 
 
Esta tensión entre descentralización y centralismo en la gestión del sector extractivo ha 
sido materia de análisis por parte de la Corte Constitucional, para la cual la estructura actual de 
decisiones y las normas que la respaldan violan el principio constitucional de autonomía 
territorial. En 2014, la Corte obligó al gobierno nacional a acordar con las autoridades 
                                                 
14 Los amparos administrativos son figuras jurídicas establecidas en la Ley 685 de 2001 dirigidas a favorecer los 
intereses de particulares mineros. En este caso, la ANM obliga al alcalde a implementar medidas para desalojar 
a los mineros de hecho que se encuentran ejerciendo su labor en áreas tituladas 
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municipales, antes de conceder títulos de exploración o explotación, las medidas necesarias para 
contrarrestar los impactos sociales y ambientales de los proyectos mineros sentencia C-123). 
Posteriormente, la Corte señaló, mediante la sentencia C-035 de 2016 que “en relación con las 
áreas de reserva minera definidas con anterioridad a la notificación de la presente sentencia, la 
autoridad competente deberá concertar con las autoridades locales de los municipios donde 
están ubicadas, con anterioridad al inicio del proceso de selección objetiva de las áreas de 
concesión minera, y ii) en cualquier caso, la Autoridad Nacional Minera y el Ministerio de 
Minas y Energía deberán garantizar que la definición y oferta de dichas áreas sean compatibles 
con los planes de ordenamiento territorial respectivos” (Sentencia C-035, 2016). 
 
Luego, en el segundo resuelve indica la Corte: “i) la autoridad competente para definir 
las áreas de reserva minera deberá concertar previamente con las autoridades locales de los 
municipios donde van a estar ubicadas, para garantizar que no se afecte su facultad 
constitucional para reglamentar los usos del suelo, conforme a los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad, ii) si la autoridad competente definió las áreas de reserva minera 
con anterioridad a la notificación de la presente sentencia, deberá concertar con las autoridades 
locales de los municipios donde se encuentran ubicadas, con anterioridad al inicio del proceso 
de selección objetiva de las áreas de concesión minera y iii) la Autoridad Nacional Minera y el 
Ministerio de Minas y Energía, según el caso, deberán garantizar que la definición y oferta de 
dichas áreas sean compatibles con los respectivos planes de ordenamiento territorial” (Sentencia 
C-035, 2016). 
 
De esa forma, la Corte ratificó lo señalado dos años antes sobre la necesidad de que el 
gobierno nacional llegue a un acuerdo con las autoridades municipales, en este caso sobre el 
tema de áreas de reserva minera. Pero, además, reiteró la competencia de ordenamiento 
territorial que tienen las autoridades municipales y la necesidad de que el gobierno nacional 
respete las definiciones de los planes de ordenamiento en materia de usos del suelo como criterio 
para la oferta de áreas para concesión minera. 
 
La Corte dio un salto cualitativo en la Sentencia C-273 de 2016 al declarar 
inconstitucional, por vicios de forma, el artículo 37 del Código de Minas, que restringía al 
mínimo la competencia de los municipios en la prohibición de actividad minera en su territorio. 
Quedó sin piso el mandato establecido en sentencias anteriores de concertación entre las 
autoridades nacionales y municipales sobre la concesión de títulos para la explotación de 
recursos naturales no renovables. Lo que resta es una definición jurídica acerca del papel de los 
entes territoriales en las decisiones sobre la explotación de recursos naturales no renovables. 
 
A pesar de estas disposiciones, la tensión entre el gobierno central y los gobiernos 
municipales en torno a las decisiones de explotar recursos naturales no renovables no ha 
desaparecido. Los alcaldes y gobernadores han perdido iniciativa y liderazgo en el manejo de 
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la actividad en su territorio y la mayoría de ellos no logran coordinar acciones con las 
autoridades mineras y ambientales a través de los instrumentos de planeación territorial o de 
políticas de gestión del sector. En consecuencia, el país no cuenta con un esquema que defina, 
mediante el diálogo entre los diferentes niveles de gobierno, el sector privado y la sociedad 
civil, las decisiones sobre el tipo de industria extractiva que requiere para su desarrollo. 
 
La respuesta de las autoridades locales a esta situación no se ha hecho esperar: algunas 
de ellas han exigido de manera reiterativa mayor participación de los gobiernos sub-nacionales 
en los arreglos interinstitucionales que determinan el manejo del sector extractivo. Comienza 
así a emerger una corriente de opinión que aboga por un cambio de enfoque en el modelo de 
desarrollo vigente que atienda las diferencias territoriales y poblacionales y que integre de 
manera armónica el aprovechamiento del potencial extractivo del país, con una planeación 
escalonada y sostenible en los territorios, en el marco del Estado Social de Derecho15. 
 
Estos temas no pueden ser ajenos a la agenda de la sociedad civil en materia extractiva: 
la autonomía territorial es un principio consagrado en la Constitución. Las comunidades locales 
deberán conocer su alcance y defenderlo como base para la toma de decisiones sobre la 
explotación de recursos naturales en su territorio. Sin embargo, debe dar un paso más allá. La 
declaración de inconstitucionalidad del artículo 37 del Código de Minas abre una ventana de 
oportunidad para trabajar en la presente coyuntura una iniciativa de reforma del Código en esa 
materia y, en general, en lo relativo a las relaciones entre el gobierno nacional y las autoridades 
municipales y departamentales en la gestión del sector extractivo. Esa es una tarea inaplazable 
que deberá comprometer a las organizaciones de la sociedad civil en un diálogo con el Ejecutivo 
y con el Congreso. 
 
Pero, sin duda, el mecanismo más importante de fortalecimiento de los actores 
territoriales (públicos, privados y sociales) de cara al gobierno nacional es la construcción de 
pactos de gobernanza en el territorio. Estos son acuerdos sobre visiones estratégicas del 
territorio, construidos a través de un diálogo tripartito en el que las autoridades públicas, las 
empresas y los diferentes sectores de la sociedad civil definan qué territorio quieren para las 
presentes y las futuras generaciones y cómo desarrollar una actividad minera respetuosa del 
medio ambiente y de la cultura local, generadora de dinámicas económicas territoriales y 
compatible con otras actividades productivas. 
 
Reseña histórica de los instrumentos minero-legales 
 
                                                 
15 Esta apuesta es de gran importancia en la actualidad teniendo en cuenta el Acuerdo entre el Gobierno y las FARC 
en torno a la paz territorial. Esta obligará al gobierno central a fortalecer la institucionalidad pública y dar 
garantías a las autoridades locales, lo que pasa necesariamente por la articulación institucional, el 
fortalecimiento de la descentralización y la promoción de la participación ciudadana 
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Acorde a la Defensoría del Pueblo, precisan lo siguiente:  La expansión del sector minero 
en Colombia es una realidad. Desde hace aproximadamente 200 años, nuestro país ha venido 
hablando de este proceso extractivista, fortaleciendo su legislación (Defensoria del Pueblo, 
2015).  
Desde 1783, en las Ordenanzas de la Minería de la Nueva España se dejaba claro que la 
exploración y explotación con desconocimiento del régimen de concesiones y regalías, es decir, 
sin autorización o sin realizar el pago de la regalía, era considerada una actividad ilegal. Más 
adelante, con la Constitución de Cúcuta de 1821, se declaró que las minas eran propiedad del 
nuevo Estado independiente. Posteriormente, en 1823, el Gobierno fue autorizado para entregar 
en arriendo todas las minas.  
 
El 24 de octubre de 1829 se profirió la primera Ley Minera de la República, mediante la 
cual se reafirma la propiedad de la República sobre todas las minas del territorio, las cuales se 
pueden conceder “en propiedad y posesión a los ciudadanos que las pidan”; asimismo, 
determinó que ninguna mina se declararía desierta o abandonada antes de un año de no ser 
trabajada. Luego de promulgada esta norma, hubo reformas como la ley del 10 de mayo de 1833 
sobre la jurisdicción especial que trata el artículo 23 del Decreto de Quito de 1829, la ley del 16 
de mayo de 1836 que cede a las provincias el impuesto por los títulos de minas en su 
jurisdicción, la ley del 21 de junio de 1842 que abolió los jueces especiales de parroquias o 
asientos de minas y la facultad otorgada a los gobernadores en el artículo 36 del decreto de 
marras, y la ley del 1° de junio de 1844, la cual estableció el registro de los títulos mineros y la 
ley del 9 de junio de 1847 que reservó para la nación la propiedad de las esmeraldas. Sin 
embargo, este marco institucional rigió hasta la Confederación Granadina (Vargas, 1973). 
 
Al inicio de la segunda mitad del siglo XIX, en 1858, la Constitución Política de la 
Confederación Granadina estableció que las vertientes o fuentes saladas, las minas de 
esmeraldas y de sal gema ubicadas o no en tierras baldías pertenecían a la Nación (Rettberg, 
Ortiz-Riomalo, & Yañez-Quintero, 2014).  Por otro lado, durante esta época se debía aplicar el 
régimen de concesiones y regalías, pero de forma dual, autorización y pago de regalía a la 
autoridad correspondiente a nivel nacional frente a las reservas o a nivel federal frente a los 
demás. 
 
Con la Constitución de Rionegro, en 1863, se vuelve a tocar el tema de minería ilegal, 
fenómeno que puede darse por incumplimiento del régimen de concesiones y regalías o por 
realizar la explotación sin autorización del dueño del terreno. Diez años después, en 1873, el 
Código Fiscal expuso que los minerales encontrados en tierras baldías u otras que le 
correspondieran al Estado, eran propiedad de este y, en consecuencia, los minerales 
descubiertos en terrenos que no fueran baldíos o del Estado, podrían ser explotados por 
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particulares. Asimismo, describió las tres formas legales de acceso y aprovechamiento de 
minerales, a saber: la adjudicación, el arrendamiento y la iniciativa privada16. 
 
Con la llegada de la Constitución de 1886, la minería ilegal se estableció por aquella 
exploración y explotación sin la autorización exclusiva de la nación o por la explotación 
excediendo los límites del derecho adquirido. Posteriormente, se adopta la Ley 38 de 1887 como 
Código de Minas para toda la nación, en donde las minas existentes en el territorio nacional le 
pertenecían a: (i) la nación, esmeraldas y sal gema, (ii) los departamentos, oro, plata, platino y 
cobre; y (iii) al dueño del terreno, todas las demás, de cualquier clase que fueran. 
Adicionalmente, le dio facultad al Estado para ceder la posesión y propiedad de sus minas a 
todos los nacionales y extranjeros que conforme a las leyes vigentes tuvieran capacidad legal 
para adquirir el dominio de las cosas. 
 
En 1887, la Ley 57 (Código Civil) estableció los modos de adquirir la propiedad de las 
minas tales como: la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión y la prescripción. 
Asimismo, instauró que todo individuo tenía derecho a buscar, descubrir y explorar una mina 
del Estado, excepto en los patios, jardines, huertas y solares, pues estaban dispuestos para la 
explotación realizada solo por sus dueños y en los terrenos cercados y cultivados no se podía 
realizar minería sin aviso previo al dueño del terreno. 
 
Más adelante, con la entrada en vigencia de la Ley 20 de 1969, “por la cual se dictan 
algunas disposiciones sobre minas e hidrocarburos”, se dispuso que (…) Todas las minas 
pertenecen a la Nación (…), así las cosas, esta norma nacionalizó el subsuelo en todo el territorio 
nacional y abolió la adjudicación, vigente en la legislación anterior; por otro lado, declaró de 
utilidad pública y de interés social la industria minera en sus ramas de exploración, explotación, 
beneficio, transporte y procesamiento. 
 
Posteriormente, el Decreto 1275 de 1970 (Estatuto Minero), reglamentario de la Ley 20 
de 1969, estableció (…) “todas las minas pertenecen a la Nación, cualquiera que sea su clase, 
naturaleza o localización, o el título, modo y época de adquisición de los terrenos en donde estén 
ubicadas, ya se encuentren en el suelo o en el subsuelo, o en predios de entidades de derecho 
público o de particulares colombianos o extranjeros”(…). 
 
La Ley 2655 de 1988 consolidó todo lo promulgado hasta la fecha, planteando 
principalmente que de acuerdo con la Constitución Política de 1886 y con el Estatuto Minero 
de 1970 (…) 
 
                                                 
16 En este periodo se da la Ley 29 de 1873, la cual establece que la minería ilegal es aquella cuya explotación (de 
carbón) se hace sin autorización de la nación o sin cumplir con el pago de la regalía. 
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todos los recursos naturales no renovables del suelo y del subsuelo pertenecen a la Nación 
en forma inalienable e imprescriptible. En ejercicio de esa propiedad, podrá explorarlos y 
explotarlos directamente, a través de organismos descentralizados, o conferir a los 
particulares el derecho a hacerlo, o reservarlos temporalmente por razones de interés 
público […] También pertenecen a la Nación, en forma inalienable e imprescriptible y 
con iguales atribuciones a las señaladas [antes] […] las canteras y los demás depósitos de 
materiales de construcción de origen mineral, así como los depósitos de pétreos de los 
lechos de los ríos, aguas de uso público y playas” (…). Asimismo: (Rettberg, Ortiz-
Riomalo, & Yañez-Quintero, 2014). 
 
Declaró de utilidad pública y de interés social la industria minera involucrando además 
de las actividades de exploración, explotación, beneficio, transporte y procesamiento, otras 
como la prospección, fundición, aprovechamiento, transformación y comercialización. 
 
Estableció la expropiación de bienes y derechos necesarios para el ejercicio de la minería 
o su eficiente desarrollo. 
 
Dio la facultad al Gobierno para decretar expropiaciones de minas del suelo, subsuelo o 
de canteras cuando se requiriera integrar tales bienes o derechos a un proyecto de gran minería 
de importancia básica para la economía del país y cuyo titular fuera una empresa industrial y 
comercial del Estado del orden nacional. 
 
Introdujo la propiedad a favor de la nación de todos los recursos naturales no renovables 
del suelo y del subsuelo. 
 
Incorporó la expresión “recursos naturales no renovables”. Definió como bienes de 
propiedad de la nación las canteras, los depósitos de materiales de construcción de origen 
mineral y los depósitos pétreos de las fuentes de agua pública y playas. 
 
Definió el título minero. En los artículos 24, 45, 48, 61, 63 y 111, estableció los 
instrumentos jurídicos para regular el aprovechamiento de los recursos mineros: 
 
La licencia de exploración: título que confería a una persona el derecho exclusivo a 
realizar dentro de una zona determinada trabajos dirigidos a establecer la existencia de depósitos 
y yacimientos minerales y sus reservas, en calidad y cantidad comercialmente explotables. Esta 
licencia comprendió todos los minerales susceptibles a ser explotados. 
 
El contrato de concesión: título que confería al concesionario el derecho exclusivo a 
extraer los minerales correspondientes y a realizar las obras y labores de desarrollo y montaje 




El aporte minero: acto por el cual el Ministerio de Minas y Energía otorgaba a sus 
entidades adscritas o vinculadas que tuvieran entre sus fines la actividad minera la facultad 
temporal de explorar y explotar los minerales que pudieran existir en un área determinada. 
 
La licencia de explotación: el titular de la licencia de exploración que hubiera dado 
cumplimiento a sus obligaciones y cuyo proyecto fuera clasificado en forma definitiva como de 
pequeña minería, tenía derecho a convertir su título en licencia de explotación. 
 
La licencia especial de explotación: mediante este título se podían explotar materiales de 
construcción por cantera o de arrastre en los lechos de los ríos y vegas de inundación, en 
proyectos de pequeña minería. 
 
La licencia especial: título que se otorgaba de oficio o a solicitud de la comunidad o 
grupo indígena y en favor de esta, para la exploración y explotación de minerales ubicados en 
las zonas mineras indígenas. 
 
Históricamente en cuanto al uso del suelo en minería, el Consejo de Estado, mediante 
Sentencia (Consejo de Estado, 2010)  del 3 de febrero de 2010 manifestó: “Son cinco los 
sistemas que históricamente se han utilizado (…):  
 
a. el sistema fundiario en el que el propietario del suelo lo es también del subsuelo [y] no 
existe limitación alguna respecto de sus posibilidades de explotación. El régimen 
jurídico es el Derecho civil, principalmente la institución de la accesión (lo accesorio 
–el subsuelo– sigue la suerte del principal –el suelo–); b. el sistema liberal en el que 
[la propiedad de] las minas y los minerales […] es de aquel que las descubre y ocupa; 
c. el sistema regeliano [conocido a veces también como regaliano o regalista] en el que 
el subsuelo pertenece al príncipe y sus riquezas se convierten en una fuente de ingresos 
para la Corona; d. el sistema demanial [o dominial] en el que la propiedad de las minas 
se atribuye al Estado mediante la institución del dominio público que le da a éste una 
función de administración en beneficio de la colectividad. La regulación deja de ser 
del Derecho privado y la explicación se traslada al campo del Derecho administrativo; 
y e. la nacionalización como sistema en el que se da un traspaso del sector privado al 
sector público de los recursos mineros y por ende también se torna pública su gestión”. 
 
Por otro lado, el Decreto 1335 de 1987, “Reglamento de Seguridad en las Labores 
Subterráneas”, establece disposiciones sobre la higiene y seguridad minera en las labores 




Desde la Constitución Política de 1991 se estableció que el subsuelo y los recursos 
naturales no renovables son de propiedad del Estado, quien intervendrá en la explotación de los 
mismos y en el uso del suelo. De igual manera, se impuso la obligación al Estado de planificar 
el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, 
su conservación, restauración o sustitución, así como prevenir y controlar los factores de 
deterioro ambiental, imponer las acciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 
 
Es importante citar lo dispuesto en el artículo 58, toda vez que dejó claro que: 
 
Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las 
leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando 
de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o interés social, resultare 
en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés 
privado deberá ceder al interés público o social. 
 
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente 
una función ecológica. 
 
El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad. Por 
motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa. Este se fijará consultando los intereses de 
la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá 
adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso 
respecto del precio. 
(…) 
Por lo anterior, se establece que esta nueva norma comprendió el principio de la 
prevalencia del interés general sobre el particular, así como la nacionalización del subsuelo y la 
propiedad estatal de todos los recursos mineros. 
 
Esta Constitución tiene dentro del ordenamiento colombiano una triple dimensión: de un 
lado, la protección al medio ambiente es un principio que irradia todo el orden jurídico, 
puesto que es obligación del Estado proteger las riquezas naturales de la nación. De otro 
lado, aparece como el derecho de todas las personas a gozar de un ambiente sano, derecho 
constitucional que es exigible por diversas vías judiciales. Y, finalmente, de la 
constitución ecológica derivan un conjunto de obligaciones impuestas a las autoridades y 
a los particulares (Sentencia T- 760, 2007). 
 




El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados (…) 
 
A su vez el artículo 332 establece que “El Estado es propietario del subsuelo y de los 
recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con 
arreglo a las leyes preexistentes”. 
 
Más adelante, con la Ley 99 de 1993, se crea el Ministerio de Ambiente, y la exigencia 
de la licencia ambiental, documento contentivo del estudio de la viabilidad ambiental de los 
proyectos mineros. 
 
Igualmente, se expide el Decreto 2222 de 1993 –Reglamento de Higiene y Seguridad en 
las Labores Mineras a Cielo Abierto–; su objetivo principal es crear el programa de 
ordenamiento de canteras. 
 
En 1994, la Ley 141 crea el Fondo Nacional de Regalías y regula el derecho del Estado 
a percibir regalías por la explotación de los recursos naturales no renovables. Es de resaltar que 
con esta norma, reglamentada por el Decreto 2636 de 1994, se da uno de los procesos de 
legalización de las explotaciones mineras de hecho de pequeña minería. 
 
Durante el año 1995, surgieron tres decretos los cuales definieron puntualmente temas 
relevantes en cuanto a minería: (i) Decreto 501 de 1995, el cual reglamentó la inscripción en el 
registro minero de los títulos para la exploración y explotación de minerales de propiedad 
nacional; (ii) Decreto 1184 de 1995, el cual modificó la forma de pago del canon superficiario 
en un plazo de diez días siguientes a la inscripción del Registro Minero y (iii) Decreto 1385 de 
1995, que estableció el mecanismo de conciliación para los eventos de superposiciones de áreas 
entre explotadores de hecho y títulos mineros otorgados. 
 
En 1996, el Decreto 1481 establece la obtención previa de la licencia ambiental para la 
inscripción de los aportes en el Registro Minero Nacional. 
 
De otra parte, la Ley 599 de 2000, el Código Penal, en su Título XI desarrolla los delitos 
contra los recursos naturales y el medio ambiente. 
 
Es importante destacar que en el año 2003 el Ministerio de Minas y Energía expide el 




facilitar las actividades de compilación, integración e intercambio de información minera 
desarrolladas entre las diferentes entidades, toda vez que considera las temáticas minera, 
geológica, ambiental, económica, legal e informática y que ha consultado instancias como 
la UPME, Minercol, Ingeominas, Ministerio de Minas y Energía, corporaciones 
autónomas regionales, DANE, DIAN, Departamento Nacional de Planeación, 
universidades, agremiaciones y otras entidades públicas y privadas. 
 
En el año 2009, mediante la Ley 1333, se expide el Régimen de Procedimiento 
Sancionatorio Ambiental. 
 
La Ley 685 de 2001, Código de Minas, reiteró que la propiedad estatal de los recursos 
naturales no renovables es inalienable e imprescriptible, por lo que el derecho a explorarlos y 
explotarlos únicamente se adquiere mediante el otorgamiento de títulos mineros (Rettberg, 
Ortiz-Riomalo, & Yañez-Quintero, 2014). Además de lo anterior, esta norma estableció: 
 
Que los depósitos y yacimientos de sal gema, la sal marina y las vertientes de agua salada 
pertenecen también al Estado (Ley 685, 2001. Art. 5, 6 y 12). 
 
Estableció de utilidad pública e interés social la industria minera en todas sus ramas y 
fases; por lo tanto, la práctica de la expropiación continúa siendo vigente con el mismo objeto 
de asegurar el ejercicio y eficiente desarrollo de la actividad minera. (Ley 685, 2001. Art. 13.) 
 
Corroboró la propiedad estatal de todos los minerales y simplificó el conjunto de títulos 
mineros que se habían creado bajo el Código de 1988. 
 
Únicamente se podrá constituir, declarar y probar el derecho a explorar y explotar minas 
de propiedad estatal, mediante el contrato de concesión minera debidamente otorgado e inscrito 
en el Registro Minero Nacional. (Ley 685, 2001. Art. 14) Dejó a salvo los derechos provenientes 
de las licencias de exploración, explotación y contratos celebrados sobre áreas de aporte. De 
igual modo, quedaron a salvo los títulos de propiedad privada de minas perfeccionados en el 
pasado. 
 
Planteó, entre otros, la definición de exploración y explotación ilícita, aprovechamiento 
ilícito, decomiso, inhabilidad especial. 
 
Posteriormente, el Decreto 2390 de 2002 reglamentó el artículo 165 de la Ley 685 de 
2001 sobre el proceso de legalización minera. A su vez, la Ley 1333 de 2009 estableció el 




En el año 2010 se expidió la Ley 1382, que modificaba la Ley 685 de 2001, sin embargo, 
que establecía un nuevo proceso de legalización. El 13 de mayo la Corte Constitucional, 
mediante Sentencia C-366 de 2011 declaró la inconstitucionalidad de esta norma, al constatar 
que su trámite no garantizó el derecho fundamental a la consulta previa, el cual debió hacerse 
efectivo en la medida que este es un asunto que afecta directamente derechos e intereses de 
pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes (Defensoria del Pueblo, 2015)( 
 
Adicionalmente, al declarar la inconstitucionalidad, ordenó diferir los efectos de la 
sentencia con el objetivo de salvaguardar normas que, a su juicio, evitarían daños ambientales 
que podrían derivarse de su inconstitucionalidad inmediata. 
 
Más adelante, con los Decretos 933, 934, y 935 de 2013 se desarrolla la regulación de la 
formalización de la minería tradicional, la presentación de las propuestas de concesión y la 
competencia para excluir zonas de la actividad minera, entre otros asuntos. 
 
Por otro lado, el Decreto 943 determina que ninguna autoridad regional, seccional o 
local puede establecer zonas del territorio que queden excluidas de minería de manera 
permanente o transitoria, decisión que le compete exclusivamente a las autoridades mineras y 
ambientales, que deben tomarla con base en estudios técnicos, económicos, sociales y 
ambientales, bajo principios de desarrollo sostenible (Decreto 943, 2013). 
 
Con el Decreto 480 se reglamentan las condiciones y requisitos para la celebración y 
ejecución de los subcontratos de formalización minera. Este subcontrato es concebido como un 
negocio jurídico entre particulares, cuyo trámite no altera derechos del titular minero, pues es 
facultativo de este participar en el proceso de formalización (Decreto 480, 2014). 
 
Finalmente, se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de 
Minas y Energía –Decreto 1073 –, expedido por el Ministerio de Minas y Energía, el cual se ha 
planteado como una herramienta de compilación de todas las normas que han reglamentado el 
sector (Decreto 1073, 2015)(Defensoria del Pueblo, 2015). 
 
Procesos de legalización minera en Colombia 
 
Es importante mencionar que desde la mitad del siglo XX se ha afianzado el interés de 
llevar a la legalidad las operaciones mineras tradicionales que, sin emplear necesariamente 
métodos artesanales, se han ubicado por fuera el marco institucional formal. 
 





Ley 141 de 1994.  El artículo 58 de este estatuto introdujo un proceso de legalización de 
explotaciones mineras de hecho de pequeña minería ocupadas en forma permanente hasta 
noviembre de 1993 y confirió seis meses a partir de su vigencia para que con el envío de la 
solicitud de licencia, permiso o contrato para la explotación de minas a la autoridad competente, 
esta legalizara dicha explotación en un plazo no mayor de 1 año. Por primera vez hablaba de 
“minería de hecho”. Este artículo se reglamentó mediante el Decreto 2636 de 1994. 
 
Este proceso dio un plazo de seis meses a los mineros para presentar su  solicitud de 
formalización –llamado título minero– y al Gobierno un año para legalizarlos, plazo que fue 
ampliado por un año más. 
 
Ley 685 de 2001.  Es un nuevo intento de formalización de los mineros que estaban 
trabajando sin título. 
 
Con este proceso se daba un plazo más amplio, de tres años, para solicitar el título, el 
cual comenzó a correr el 1° de enero de 2002 y aplicaba siempre y cuando el área que solicitaban 
no estuviese titulada. 
 
Durante este proceso fueron radicadas 3.395 (Fuente: Agencia Nacional de Minería) 
solicitudes ante la Agencia Nacional de Minería. 
 
Ley 1382 de 2010.  El requisito principal que pedía la norma era que el área solicitada 
por el minero estuviera libre y se acreditara que los trabajos mineros se venían adelantando en 
forma continua desde antes de la vigencia de la Ley 685 de 2001. Esta ley fue declarada 
inconstitucional por la Corte, debido a que no 9hubo consulta previa. 
 
Decreto 1970 de 2012.  Su objetivo principal era lograr una armonía entre los mineros 
informales y las grandes empresas del sector. 
 
Este programa concibe un “gana-gana” para las empresas y los mineros informales, por 
cuanto le da a los dueños de los títulos un control sobre las áreas concesionadas y les permite 
trabajar con las comunidades, con quienes tienen muchas veces malas relaciones, y a los 
mineros porque aumenta el empleo formal, pueden afiliarse a la seguridad social, mejoran sus 
condiciones de seguridad y tienen acceso a una producción más tecnificada. 
 
El obstáculo principal de este proceso es que muchos mineros dicen que los contratos 
son desfavorables para ellos, debido a que son contratos a término definido. 
 
Decreto 933 de 2013.  Por el que se dictan disposiciones en materia de formalización de 
minería tradicional y se modifican unas definiciones del Glosario Minero, se establecen 
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mecanismos para evaluar solicitudes de formalización, tales como las visitas de viabilidad, la 
aprobación del Programa de Trabajos y Obras y el Plan de Manejo Ambiental. 
 
 
Titulación minera Norte de Santander 
 
Acorde a la Agencia Nacional de Minería.  Departamento de Norte de Santander.  
 
Caracterización de la actividad minera departamental precisan lo siguiente: 
 
Titulación. 623 títulos mineros vigentes que representan un área de 181764,0668 Ha, 
correspondiente al 8,32% de superposición en el departamento. (Actualizado con el Catastro 
Minero Colombiano - mayo 23 de 2017). 
 
Por etapa del proyecto, hay 19 en exploración, 74 en construcción y montaje y 530 en 
explotación.  
 
Por tipo de mineral: 281 de carbón, 1 de carbón-materiales de construcción, 2 de carbón 
- materiales de construcción - otros minerales, 3 de carbón-otros minerales, 117 de materiales 
de construcción, 11 de materiales de construcción - otros minerales, 16 de oro y metales 
preciosos, 1 de oro y metales preciosos - carbón - materiales de construcción - otros minerales, 
1 de oro y metales preciosos - coltan - otros minerales, 1 oro y metales preciosos - materiales 
de construcción - otros minerales, 2 de oro y metales preciosos - otros minerales y 187 de otros 
minerales.  
 
322 Propuestas de contrato de concesión y autorizaciones temporales por modalidad: 1 
autorización temporal y 321 de contrato de concesión (L685).  
 
322 Propuestas de contrato de concesión y autorizaciones temporales por mineral: 139 
de carbón, 5 de carbón - materiales de construcción - otros minerales, 2 de carbón - otros 
minerales, 79 de materiales de construcción, 19 de materiales de construcción - otros minerales, 
21 de oro y metales preciosos, 1 oro y metales preciosos - carbón – esmeraldas, 2 oro y metales 
preciosos - materiales de construcción 5 de oro y metales preciosos - otros minerales y 49 de 
otros minerales.  
 
Solicitudes de legalización: 58 de las cuales 52 son de la Ley 1382 y 6 de la Ley 685. 
 




En el departamento de Norte de Santander se han recibido 293 solicitudes de inscripción 
en el RUCOM, de las cuales han sido certificadas como comercializadores de minerales 
autorizados 94 personas naturales y jurídicas, 4 están evaluación, 44 han sido requeridos, 90 
Rechazadas y 61 están vencidas.  
 
Áreas Estratégicas de Minería.  Mediante sentencia de revisión de tutela T-766-2015, la 
Corte Constitucional dentro del expediente T-4.327.004 dispuso: “Dejar sin valor y efecto las 
Resoluciones N. 180241, 0045 de 2012 y la Resolución N. 429 de 2013, proferidas por el 
Ministerio de Minas y Energía y la Agencia Nacional de Minería, por medio de las cuales se 
delimitaron y declararon áreas estratégicas mineras...”  
 
Zonas de comunidades étnicas.  No se encuentran zonas mineras declaradas ni 
solicitudes en trámite en el departamento de Norte de Santander.  
 
Área de Reserva Especial.  5 Áreas declaradas de Reserva Especial, se encuentra 6 




Línea jurisprudencial de la participación ciudadana 
en los proyectos mineros de los municipios 
 
En este apartado se presenta extractos de las sentencias más relevantes, respecto a la 
participación ciudadana, se enfoca en lo que tiene que ver con los proyectos mineros. 
 
Según Ocampo y Agudelo la Corte Constitucional, como intérprete autorizado de la 
Constitución, y a su vez como máximo garante de los derechos fundamentales en Colombia, ha 
fungido como una constante productora de sentencias protectoras y garantistas de la salvaguarda 
de los derechos de los pueblos indígenas, afrodescendientes, raizales, palenqueros y rom17 y el 
reconocimiento de sus derechos de participación18 (Ocampo & Agudelo, 2014, pág. 10).  
 
Por la falta de una ley estatutaria que regulara la consulta previa y la indudable existencia 
de vacíos importantes —procedimientos, pasos, el momento de realizar la consulta, tiempos, 
actores, costos, los proyectos que deben consultarse, entre otros— la Corte ha suplido por medio 
de un conjunto de reglas jurisprudenciales algunos de ellos. Además de las intervenciones de la 
                                                 
17 Todos los grupos étnicos existentes y reconocidos en Colombia. Los raizales son los habitantes de las islas de 
San Andrés y Providencia, los palenqueros son comunidades de esclavos cimarrones asentadas en la Costa 
Caribe, y los ROM son descendientes de la comunidad gitana. 
18 Para un recuento exhaustivo de sentencias relacionadas a la consulta previa, ver Ministerio del Interior y Justicia, 
La Consulta Previa a Grupos Étnicos en Colombia: Compendio de Legislación, Jurisprudencia y Documentos 
de Estudio (Bogotá, 2009). 
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Corte anteriormente mencionadas en el capítulo anterior, a continuación se expondrán 
brevemente los pronunciamientos más importantes relacionados con comunidades étnicas, la 
consulta previa y los procesos extractivos de la industria. 
 
a) Tutela y Sujetos de derechos.  La acción de Tutela es un mecanismo de 
protección de los derechos constitucionales fundamentales de los habitantes del 
territorio establecido en el artículo 86 de la Constitución así:  
 
Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a 
su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública.  
 
Así las cosas, mediante sentencia T-380 de 1993 la Corte Constitucional estableció un 
precedente importante al declarar respecto a las comunidades indígenas que “los intereses 
dignos de tutela constitucional y amparables bajo la forma de derechos fundamentales, no se 
reducen a los predicables de sus miembros individualmente considerados”. Para la Corte, no se 
puede hablar de protección de la diversidad étnica y cultural y de su reconocimiento, si no se 
otorga “personería sustantiva a las diferentes comunidades indígenas que es lo único que les 
confiere estatus para gozar de los derechos fundamentales y exigir por sí mismas, su protección 
cada vez que ellos les sean conculcados.” Con fundamento en esta interpretación y en desarrollo 
de su competencia como corporación de cierre en materia de tutela, la Corte Constitucional ha 
ordenado tutelar los derechos fundamentales de grupos étnicos. 
 
c) Propiedad Colectiva: Mediante sentencia T-188 de 1993 se consideró el rango 
fundamental del derecho de propiedad colectiva de los grupos étnicos sobre sus 
territorios, por ser un elemento indispensable para su supervivencia, debido al 
carácter especial de la relación que las comunidades indígenas guardan con los 
territorios que ocupan “no solo por ser estos su principal medio de subsistencia sino 
además porque constituyen un elemento integrante de la cosmovisión y la 
religiosidad de los pueblos aborígenes”. Además, a juicio de la Corte: “Sin este 
derecho los anteriores (derechos a la identidad cultural y a la autonomía) son sólo 
reconocimientos formales. El grupo étnico requiere para sobrevivir del territorio en 
el cual está asentado, para desarrollar su cultura....” 
 
d) Consulta Previa como derecho fundamental: Aludiendo tanto a la Constitución como 
al Convenio 169 y a los medios de participación ciudadana allí plasmados, la 
sentencia SU-039 de 1997 entendió la consulta previa como un derecho 
fundamental. Según la Corte, la participación de las comunidades indígenas —por 
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medio de la consulta previa— en las decisiones que pueden afectarles en lo 
relacionado con la explotación de recursos naturales “adquiere la connotación de un 
derecho fundamental, pues se erige en un instrumento que es básico para preservar 
la integridad étnica, social, económica y cultural de las comunidades de indígenas 
para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo social.”  
 
e) Consulta de medidas legislativas: La Corte Constitucional declaró inexequibles la 
Ley 1021 de 2006 – Ley General Forestal, la Ley 1152 de 2007 – Estatuto de 
Desarrollo Rural y la Ley 1382 – reforma al Código de Minas por omisión y/o 
defectos sustanciales en los procesos de consulta previa con las comunidades 
indígenas y tribales para la formación de las leyes. La regla fue sentada mediante la 
sentencia C-030 de 2008, según la cual “resulta obligatoria la consulta cuando las 
medidas que se adopten sean susceptibles de afectar específicamente a las 
comunidades indígenas en su calidad de tales, y no aquellas disposiciones que se han 
previsto de manera uniforme para la generalidad de los colombianos”, excepto 
cuando esa normatividad general tenga previsiones expresas, comprendidas en el 
ámbito del Convenio 169 de la OIT, que sí interfieran esos intereses.  
 
f) Consentimiento previo, libre e informado: Reiterando jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (caso Saramaka vs Surinam) y citando el 
estudio realizado por el Relator Especial de la ONU sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas la Corte 
aclara mediante sentencia T-769 de 2009 consideró que:  
 
…cuando se trate de planes de desarrollo o de inversión a gran escala, que tengan 
mayor impacto dentro del territorio de afrodescendientes e indígenas, es deber 
del Estado no sólo consultar a dichas comunidades, sino también obtener su 
consentimiento libre, informado y previo, según sus costumbres y tradiciones, 
dado que esas poblaciones, al ejecutarse planes e inversiones de exploración y 
explotación en su hábitat, pueden llegar a atravesar cambios sociales y 
económicos profundos, como la pérdida de sus tierras tradicionales, el desalojo, 
la migración, el agotamiento de recursos necesarios para la subsistencia física y 
cultural, la destrucción y contaminación del ambiente tradicional, entre otras 
consecuencias; por lo que en estos casos las decisiones de las comunidades 
pueden llegar a considerarse vinculantes, debido al grave nivel de afectación que 
les acarrea.  
 
g) Aspectos procedimentales: Mediante la sentencia T-129 de 2011 la Corte 
Constitucional desarrolló una serie de parámetros que a su juicio posibilitan la 




“[...] (ii) No se admiten posturas adversariales o de confrontación [...]. Se trata 
de un diálogo entre iguales en medio de las diferencias.  
(iii) No se admiten procedimientos que no cumplan con los requisitos esenciales 
[...], es decir, asimilarla [...] a meros trámites administrativos, reuniones 
informativas o actuaciones afines.  
 
(iv) Es necesario establecer relaciones de comunicación efectiva basadas en el 
principio de buena fe, en las que se ponderen las circunstancias específicas de 
cada grupo y la importancia para este del territorio y sus recursos.  
(v) Es obligatorio que no se fije un término único para materializar el proceso de 
consulta y la búsqueda del consentimiento, sino que dicho término se adopte bajo 
una estrategia de enfoque diferencial [...]. 
 
(vi) Es obligatorio definir el procedimiento a seguir en cada proceso de consulta 
previa, en particular mediante un proceso pre-consultivo y/o post consultivo (...) 
la participación ha de entenderse no sólo a la etapa previa del proceso, sino 
conforme a revisiones posteriores a corto, mediano y largo plazo.  
(vii) Es obligatorio realizar un ejercicio mancomunado de ponderación de los 
intereses en juego y someter los derechos, alternativas propuestas e intereses de 
los grupos étnicos afectados únicamente a aquellas limitaciones 
constitucionalmente imperiosas.  
 
(viii) Es obligatoria la búsqueda del consentimiento libre, previo e informado. 
Las comunidades podrán determinar la alternativa menos lesiva en aquellos 
casos en los cuales la intervención: (a) implique el traslado o desplazamiento de 
las comunidades por el proceso, la obra o la actividad; (b) esté relacionado con 
el almacenamiento o vertimiento de desechos tóxicos en las tierras étnicas; y/o 
(c) representen un alto impacto social, cultural y ambiental en una comunidad 
étnica, que conlleve a poner en riesgo la existencia de la misma.  
 
En todo caso, en el evento en que se exploren las alternativas menos lesivas para 
las comunidades étnicas y de dicho proceso resulte probado que todas son 
perjudiciales y que la intervención conllevaría al aniquilamiento o 
desaparecimiento de los grupos, prevalecerá la protección de los derechos de las 
comunidades étnicas bajo el principio de interpretación pro homine […].  
 
(ix) Es obligatorio el control de las autoridades en materia ambiental y 
arqueológica […].  
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(x) Es obligatorio garantizar que los beneficios que conlleven la ejecución de la 
obra o la explotación de los recursos sean compartidos de manera equitativa. Al 
igual que el cumplimiento de medidas de mitigación e indemnización por los 
daños ocasionados.  
(xi) Es obligatorio que las comunidades étnicas cuenten con el acompañamiento 
de la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación [...]”  
 
h) Consulta Previa a la explotación minera: La sentencia T-1045A de 2010 aclaró que 
el deber de consulta cobra relevancia “antes de realizarse cualquier exploración o 
explotación de minería o de otros recursos naturales, que se encuentren en las tierras 
de dichas comunidades” (subrayado propio). Este punto es de vital importancia 
debido a que la realización de la consulta previa a los procesos de exploración, 







Sentencia C-536 de 1996 
 
Derecho a la participación comunitaria en la toma de decisiones de su territorio. El Estado tiene 
unos deberes generales de protección y preservación del medio ambiente a fin de garantizar el 
derecho de todas las personas al mismo  
 
 
Sentencia SU-039 de 1997 
 
Señalo los parámetros para la realización de las consultas previas con los grupos étnicos del 
país [...] [dejando] claro en esta jurisprudencia que la consulta previa se constituye como un 
derecho fundamental 
 
Al respecto manifestó: La explotación de los recursos naturales en territorios indígenas 
debe hacerse compatible con la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, 
cultural y económica de las comunidades indígenas, integridad que configura un derecho 
fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia como grupo humano y como 
cultura. Para asegurar dicha subsistencia se ha previsto, cuando se trate de realizar explotación 
de recursos naturales en territorios indígenas, la participación de la comunidad en las decisiones 




Pese a lo anterior, la Consulta Popular no tiene poder coercitivo y, a pesar de la decisión 
adoptada por la comunidad, y en gracia de que la minería es de interés general como así lo 
establece la Ley 685/01, el emprendimiento puede ser desarrollado pese a la negativa de la 
comunidad en cuestión. 
 
 
Sentencia C-126 de 1998 
 
Derecho a la participación comunitaria en la toma de decisiones de su territorio La ley debe 
asegurar la participación de las comunidades en aquellas decisiones sobre concesiones que 
puedan afectar el medio ambiente (CP art. 79); igualmente, las autoridades deben reservarse 
mecanismos jurídicos eficaces no sólo para proteger la integridad del medio ambiente sino 
también para prevenir el deterioro ambiental  
 
 
Sentencia T-652 de 1998 
 
La Corte conoció de una acción de tutela interpuesta por el pueblo Embera-Katío de Alto 
del Sinú contra varias autoridades estatales debido a que se había omitido realizar la consulta 
previa con los pueblos indígenas para la realización de cada una de la etapas de construcción de 
un proyecto hidroeléctrico, aun cuando dentro de los impactos ambientales comprobados, se 
destacaba la inundación de secciones de los territorios de los pueblos Embera. La Corte 
concedió el amparo a los derechos fundamentales de la comunidad afectada y ordenó a las 
autoridades estatales tomar medidas de protección especial para garantizar el derecho a la 
participación, y frente a la empresa privada involucrada en el proyecto, le ordenó indemnizar a 
la comunidad. En este fallo, se reiteró lo establecido en la SU-039 y adicionalmente se dijo que 
la realización irregular de la consulta previa a un pueblo indígena implica la vulneración de sus 
derechos fundamentales a la participación y al debido proceso, de manera general, pero del 
principio de respeto por el carácter multicultural y étnico que caracteriza a la nación colombiana. 
 
Estas Sentencias dejan dos importantes lecciones para la aplicación de la consulta previa. 
Una, el Estado debe proteger la integridad de las comunidades indígenas y preservar su 
identidad cultural, sus procesos sociales y económicos. La Corte establece que la autoridad debe 
ser neutral y actuar sin incurrir en arbitrariedades; sus acciones deben ser objetivas, razonables 
y acordes con su finalidad constitucional. Dos, se ordenó la no aplicación del Decreto 1320 de 






Sentencia C-891 de 2002 
 
Derecho a la participación comunitaria en la toma de decisiones de su territorio. en la que se 
asumió, entre otros asuntos, la demanda contra varias disposiciones de la Ley 685 de 2001 –
Código de Minas-, fundada en la omisión de la consulta previa respecto de asuntos que 
afectaban directamente a las comunidades indígenas y afrodescendientes, la Corte evidenció 
que el mandato constitucional de reconocimiento y protección de la identidad étnica y cultural, 
sumado al principio democrático participativo y la existencia de cláusulas particulares que 
imponen la participación de las comunidades étnicas en las decisiones relativas a la explotación 
de los recursos naturales en sus territorios (artículo 330 Constitucional), llevaba a concluir que 
este derecho de participación debía ser garantizado en las medidas legislativas que regularan el 
tema minero. 
 
El fallo sostuvo que:  
 
...es claro que el derecho de los pueblos indígenas a tener su propia vida social, económica 
y cultural, así como a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma 
(Art. 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), debe entenderse atado 
al derecho que tienen a poseer su propio territorio, sobre el cual puedan dichos pueblos 
edificar sus fundamentos étnicos. || Se advierte entonces que la participación indígena 
encuentra un sustento que desborda la esfera netamente política del concepto, en la 
medida en que hace parte de una cosmogonía según la cual dicho valor está relacionado 
con el respeto a los seres vivos, el no tomar nunca más de lo que se necesita y el devolver 
siempre a la tierra cuando se toma algo de ella. || En síntesis, de la concepción holística 
de territorio que ostentan los pueblos indígenas se puede concluir que la explotación de 
recursos naturales yacentes en territorios ancestrales hace parte de su esfera vital y de su 
forma de relacionarse directamente con la naturaleza, así como de su legado cultural y 
socio-económico. 
 
De esta manera, el principio participativo consagrado en el artículo 2° de la Constitución 
Política adquiere matices más intensos en relación con las comunidades indígenas.|| Finalmente, 
cabe afirmar que tratándose de asuntos mineros la anterior afirmación acusa mayores 
connotaciones, puesto que el proceso de la minería se concibe desde ese punto de vista como 
un ciclo de vida integral tendiente a satisfacer las necesidades de las presentes y futuras 
generaciones, y por sobre todo, respetuoso del desarrollo sostenible y la integridad étnica de los 
pueblos” 
 
En esta misma sentencia se precisó que los recursos que se encuentran en los territorios 
indígenas, son un asunto que afecta directamente a las comunidades indígenas y 
afrodescendientes. En consecuencia, según las disposiciones integrantes del bloque de 
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constitucionalidad, las medidas legislativas que regulen la actividad de exploración y 
explotación minera, que pueda afectar los territorios de dichas comunidades, deben ser sujetas 
al trámite de consulta previa. 
 
Corresponde a las entidades estatales suministrarle a las personas oportunamente toda la 
información que no goce de reserva constitucional o legal; advirtiendo sí, que esta información 
oficial debe ser completa, consistente, coherente, verificable, comparable, contextualizada, 
diáfana y siempre oportuna.  
 
Respetar la organización local y regional del ambiente físico y humano como tal y 
redefinir ‘territorio’ como fundamento de soberanía, consistente en regiones y basado en la 
diversidad, el pluralismo y la autodeterminación  
 
Sentencia T-880 de 2006  
 
Derecho a la participación en megaproyectos. Medidas respecto a la delimitación 
territorial de la comunidad.  Para adelantar proyectos, los ministerios responsables y la empresa 
contratista debe realizar la consulta previa y tener los consentimientos de la Comunidad.  
 
Sentencia C-030 de 2008 
 
Se declaró inexequible la Ley General Forestal (Ley 1021, 2006) al confirmar que no se 
había realizado la respectiva consulta previa a los pueblos indígenas y comunidades negras 
durante el diseño de la ley.  
 
La Corte Constitucional puntualizó que la afectación directa a la que hace referencia el 
artículo 6 del Convenio 169 de la OIT, es el criterio esencial para evidenciar la necesidad de 
una consulta previa. Sobre ello señaló que para determinar si existe afectación directa, no basta 
con identificar si la zona de influencia del proyecto afecta la ubicación geográfica, sino que 
debe mirarse al mismo tiempo, si las “secuelas recaen de forma particular sobre la comunidad, 
su nicho y los recursos que le constituyen, dado que los elementos que representan su 
cosmovisión son efectivamente y representativamente limitados por las consecuencias que 
resultan del proyecto”. 
 
 
Sentencia C-461 de 2008 
 
Estableció la exequibilidad condicionada de la Ley 1151 de 2007, Plan Nacional de Desarrollo 
2006-2010, y determinó que era preciso suspender el desarrollo de programas, proyectos y 
presupuestos plurianuales que pudieran afectar directa o indirectamente a las colectividades 
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indígenas y negras, hasta que no se efectuaran las consultas previas exigidas por la ley y el 
bloque de constitucionalidad.  
 
 
Sentencia C-175 de 2009 
  
Determinó la inconstitucionalidad del Estatuto de Desarrollo Rural (Ley 1152 de 2007) al 
considerar que éste no fue sometido a consulta previa a las comunidades negras e indígenas, 
teniendo en cuenta que afectaba directamente los territorios ocupados por estos pueblos. 
 
 
Sentencia T-1045a de 2010 
 
Expone el caso de las comunidades negras en el municipio de Suárez, Cauca, quienes mediante 
acción de tutela reclamaron al Estado su derecho a no ser desalojados de sus territorios, a 
participar en la explotación de las minas ubicadas en la zona y a ser consultados previamente a 
la concesión de proyectos que afectan su territorio. En este pronunciamiento, la Corte 
Constitucional ordenó la realización de la consulta previa y la suspensión de las actividades de 
explotación por personas ajenas a la comunidad. Para el cumplimiento de las medidas 
ordenadas, la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo recibieron el 
encargo de ejercer la vigilancia. 
 
Sentencia T-348 de 2012 
 
Derecho a la participación en megaproyectos Cuando los megaproyectos afectan los recursos 
naturales, las autoridades deben garantizar espacios de participación, para que los intereses del 
proyecto y de la Comunidad, se vean favorecidos.  La consulta previa como mecanismo de 
participación en la toma de decisiones ambientales.  
 
 
Sentencia C-366 de 2012 
  
Declaró inexequible la Ley 1382 de 2010 que reformaba el Código de Minas, en razón de que 
el texto del proyecto no fue consultado con las comunidades étnicas, antes de pasar al Congreso 







Sentencia C-123 de 2014 
 
La Corte reconoció que “no existe duda del gran impacto que la actividad minera puede tener 
en la función de ordenamiento del territorio y, adicionalmente, en la reglamentación que los 
usos del suelo por parte de los concejos distritales y municipales.” Esta jurisprudencia también 
ha sido reiterada por el Consejo de Estado.19 Por ende, dado que la actividad minera tiene 
impactos sobre el uso y la ordenación del suelo, y los municipios son quienes tienen la 
competencia para regular estos temas, es claro que estas entidades territoriales son competentes 
también para participar en la decisión de si se hace minería o no, pues esta es una decisión que 
afecta sus competencias. En esta medida, entonces, una consulta popular que trate sobre este 
tipo de decisiones está claramente dentro del ámbito de competencias del municipio. 
 
En dicha sentencia, se demandó el artículo 37 del Código de Minas (Ley 685/01) que, 
como se mencionó, establecía una prohibición absoluta para los municipios de establecer zonas 
excluidas de la minería. Esta prohibición tenía fundamento en el artículo 332 de la Constitución 
Política que establece que “el Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no 
renovables”, en el artículo 334 que le da al Estado el mandato de intervenir en la explotación de 
los recursos naturales y en el artículo 1 según el cual Colombia está organizado en forma de 
República unitaria. (La Corte Constitucional explicó la justificación del artículo 37 de la 
siguiente manera: “El principio unitario de organización territorial del Estado colombiano 
justifica la existencia de políticas de orden nacional que busquen unificar los parámetros a partir 
de los cuales se realiza la actividad minera en el territorio nacional. En plena armonía con el 
artículo 1º, el artículo 332 de la Constitución determina que la propiedad de subsuelo y de los 
recursos naturales existentes dentro del territorio colombiano recae en cabeza del Estado; y el 
artículo 334 de la Constitución determina que el Estado, por mandato de la ley, intervendrá en 
la explotación de los recursos naturales para racionalizar la economía con el fin de mejorar la 
calidad de vida de los habitantes del territorio. Por esta razón resulta válido que exista una 
regulación de naturaleza legal –actual Código de Minas-, por medio de la que se fijen los 
estándares que deban ser acatados en todo el territorio colombiano.” (Sentencia C-123 de 2014)) 
Los demandantes en dicho caso consideraron que esa prohibición era contraria al principio de 
autonomía territorial (artículo 1º y 287 de la Constitución) y de los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad (artículo 288 de la Constitución). En el fallo, la Corte reconoció 
que la minería tiene graves impactos sobre los territorios y sobre la competencia de los 
municipios para ordenar su desarrollo y reglamentar los usos del suelo, y por ello, estableció 
que la prohibición absoluta a los municipios para que tomen decisiones relacionadas con si se 
realiza o no minera en sus territorios resultaba contraria a la Constitución: 
                                                 
19 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA – 
SUBSECCIÓN A Consejero Ponente: Hernán Andrade Rincón (E) Bogotá, D.C., septiembre tres (3) de dos 
mil catorce (2014) Proceso: 110010326000201300162 00 (49.150); y CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA. Consejero Ponente Guillermo Vargas Ayala, 




(…) para la Sala no existe duda del gran impacto que la actividad minera puede tener en 
la función de ordenamiento del territorio y, adicionalmente, en la reglamentación que los 
usos del suelo por parte de los concejos distritales y municipales. Por consiguiente, y en 
armonía con lo concluido anteriormente, una lectura del artículo 37 del Código de Minas 
que excluya de forma absoluta la participación de los municipios y distritos en la decisión 
sobre si en su territorio se realiza o no una exploración o explotación minera resulta 
contraria al contenido del principio de autonomía territorial –artículo 288 de la 
Constitución-, específicamente, a la garantía de gobernarse por autoridades propias[28] –
artículo 287, numeral 1º- y a la función de los concejos consistente en reglamentar los 
usos del suelo en el municipio –artículo 313, numeral 7º-. 
 
Por ende, con miras a armonizar los principios de organización unitaria del Estado y el 
principio de autonomía territorial, la Corte decidió que el artículo 37 sería acorde con la 
Constitución si y solo si en el proceso de autorización de una actividad minera se garantizaba 
la participación activa y eficaz de las entidades territoriales. (La decisión de la Corte en este 
caso fue la siguiente: Primero. Declarar EXEQUIBLE el artículo 37 de la Ley 685 de 2001, en 
el entendido de que en desarrollo del proceso por medio del cual se autorice la realización de 
actividades de exploración y explotación minera, las autoridades competentes del nivel nacional 
deberán acordar con las autoridades territoriales concernidas, las medidas necesarias para la 
protección del ambiente sano, y en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, 
social, cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, mediante la aplicación de 
los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad previstos en el artículo 288 de la 
Constitución Política) De esta forma, la Corte reconoció que la Nación no puede ser el único 
nivel competencial involucrado en la decisión sobre si se realiza minería o no en determinado 
territorio, como lo plantea el Tribunal Administrativo del Quindío en su fallo, sino que los 
municipios, en virtud de la autonomía territorial, de las competencias que la Constitución les 
otorga y de los principios de coordinación y concurrencia, también tienen competencia para 
participar en dicha decisión. (Al respecto, en la sentencia C-123 de 2014, la Corte estableció lo 
siguiente: “El artículo 37 cuyo contenido privilegia la organización unitaria del Estado- será 
exequible, siempre y cuando su contenido garantice un grado de participación razonable de los 
municipios y distritos en el proceso de decisión sobre si se permite o no se permite la actividad 
de exploración o de explotación minera en su territorio. Esta solución implica, en acuerdo con 
los artículos 14 y siguientes del Código de Minas, que la Nación continúe participando en dicho 
proceso; pero que no sea el único nivel competencial involucrado en la toma de una decisión de 
tal trascendencia para aspectos principales de la vida local, sino que los municipios y distritos 
afectados por dicha decisión participen de una forma activa y eficaz en el proceso de toma de 
la misma.” (Cursivas y negrillas son nuestras). En esa medida, si bien el artículo 37 y la 
sentencia C-123 de 2014 no aborda específicamente la cuestión de los mecanismos de 
participación ciudadana, sí refuerza y reconoce la competencia de los municipios para 
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pronunciarse sobre las decisiones relativas a la actividad minera. Y, si a la luz de la 
jurisprudencia los municipios tienen esa competencia, entonces también deben tener 
competencia para convocar a consultas populares sobre estos temas. 
 
La sentencia C-123 de 2014, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad 
condicionada del artículo 37 del Código de Minas. Dicho artículo consagraba una prohibición 
legal según la cual ninguna autoridad regional, seccional o local podría establecer zonas del 
territorio que quedaran permanente o transitoriamente excluidas de la minería. Esa prohibición 
estaba prevista para aplicarse, además, a los planes de ordenamiento territorial. Esta sentencia 
establece los primeros lineamientos claros frente al tema de la participación ciudadana y de las 
autoridades locales en la autorización de minería en su jurisdicción. 
 
La Corte no limitó la definición de participación a la mera intervención sino que 
estableció que era posible interpretar el artículo 37 del Código de Minas de acuerdo con los dos 
principios constitucionales en tensión. A partir de una lectura sistemática, una solución que 
ubicara el contenido de la disposición legal en armonía con los dos principios constitucionales 
en tensión llevaría a entender que el artículo 37 del Código de Minas sería “exequible siempre 
y cuando su contenido garantice un grado de participación razonable de los municipios y 
distritos en el proceso de decisión sobre si se permite o no se permite la actividad de exploración 
o de explotación minera en su territorio”  (Corte Constitucional. 2014 Sentencia C-123). Es 
decir, la sentencia C-123 de 2014 delimita claramente sobre qué versaría la participación de las 
entidades territoriales: permitir o no la actividad minera en el territorio. Con esto, la Corte 
resolvió que la Nación continuaría participando en el proceso pero no sería el único nivel 
competencial involucrado “en la toma de una decisión de tal trascendencia para aspectos 
principales de la vida local”, sino que los municipios y distritos afectados por dicha decisión 
participarían “de una forma activa y eficaz en el proceso de toma de la misma”. (Corte 
Constitucional 2014 Sentencia C-123) La misma Corte llenó de contenido la acción de 
participar de forma activa y eficaz al decir que este tipo de participación consistía en que la 
opinión de los municipios fuera valorada adecuadamente y tuviera una influencia apreciable en 
la toma de esta decisión “sobre todo en aspectos axiales a la vida del municipio, como son la 
protección de cuencas hídricas, la salubridad de la población y el desarrollo económico, social 
y cultural de sus comunidades”. (Corte Constitucional, 2014 Sentencia C-123). 
 
Entonces, de esta decisión de la Corte Constitucional pueden resaltarse cuatro 
elementos: en primer lugar, la Corte reconoce la tensión de principios constitucionales que se 
presenta en la autorización sobre exploración y explotación minera; en segundo lugar, establece 
el momento en que debe darse la participación, esto es, en la autorización de la actividad minera; 
en tercer lugar, establece el instrumento que materializará dicha participación, es decir, acuerdos 
sobre la protección de cuencas hídricas, salubridad de la población, desarrollo económico, social 
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y cultural de las comunidades y por último, determina los actores concretos que participarán: 
las entidades municipales o distritales y las autoridades del nivel nacional. 
 
 
Sentencia T-462 A de 2014 
 
Para que el proceso de consulta previa cumpla su cometido, como lo es garantizar efectivamente 
espacios de participación en los que existan verdaderas concertaciones que garanticen los 
derechos a la libre determinación y la identidad cultural de los pueblos indígenas y tribales, es 
necesario que dicho proceso sea adelantado conforme a los estándares exigidos en la normativa 
internacional e interna. 
 
i) En primer lugar, la consulta previa debe buscar el consentimiento libre e informado 
de las comunidades frente a las medidas que afectarán sus intereses. Este 
consentimiento es indispensable cuando las medidas impliquen el traslado o 
desplazamiento de las comunidades por la obra o el proyecto, estén relacionados con 
el vertimiento de sustancias tóxicas en los territorios donde se asientan las 
comunidades y/o representen un alto impacto en las condiciones sociales, culturales 
y económicas que pongan en riesgo la supervivencia de la comunidad indígena o 
étnica. Lo anterior no significa que las comunidades tengan poder de veto, pero el 
consentimiento de las comunidades es imprescindible para determinar la alternativa 
menos lesiva sobre la medida administrativa o legislativa a realizar conforme el 
principio de interpretación pro homine 
 
ii) En segundo lugar, la consulta previa debe ser un proceso de concertación o acuerdo 
con la comunidad, a través de sus representantes autorizados, quienes manifiesten sus 
conformidades e inconformidades con el proyecto u obra a realizar y la manera como 
posiblemente puede verse afectada su identidad e integridad étnica y cultural, así 
como las posibles medidas de compensación que se requieren para mitigar los efectos. 
Por tanto, no es suficiente la mera información o notificación a la comunidad sobre 
el proyecto que se realizará; es decir, la reunión de divulgación de un proyecto en la 
que no se brinda oportunidad a los representantes o autoridades tradicionales de las 
comunidades de pronunciarse, no se considera una consulta previa.  
 
iii) En tercer lugar, antes de llevar a cabo la consulta, deben existir conversaciones 
preliminares con la comunidad o comunidades que puedan ser afectadas, con el objeto 
de identificar las instancias de gobierno y los representantes, socializar el proyecto y 
concertar la metodología con la cual se adelantará el proceso de consulta previa. En 
otras palabras, esta etapa preliminar pretende fijar el marco y la metodología de 
conformidad con la del cual se realizará la consulta, es decir, los agentes 
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participantes, el “orden del día”, las maneras de dialogar, los elementos a tener en 
cuenta, etc.  
 
iv) En cuarto lugar, la consulta debe realizarse indefectiblemente antes de que comience 
el proyecto de explotación o de que se tome la decisión normativa o de otro tipo que 
afecta a las comunidades directamente, so pena de que la medida pueda ser invalidada 
por un vicio de ausencia de consulta. Así sucedió, por ejemplo, en el caso estudiado 
en la sentencia C-702 de 2010, en la que la Corte consideró que la omisión de la 
consulta antes de dar inicio al trámite legislativo es un vicio insubsanable que da lugar 
a la declaración de inconstitucionalidad de cualquier medida legislativa, incluidos los 
actos legislativos.  
 
v) En quinto lugar, conforme al artículo 6 del Convenio 169 de la OIT, la consulta previa 
debe regirse por el principio de la buena fe, lo que quiere decir que el proceso no debe 
ser manipulado y debe adelantarse en un ambiente de transparencia de la información, 
claridad, respeto y confianza. 
 
vi) En sexto lugar, debe garantizarse el acompañamiento y apoyo a las comunidades en 
el proceso de consulta por autoridades como la Defensoría del Pueblo y la 
Procuraduría General de la Nación, para asegurar que estén informadas de las 
propuestas del proyecto y sus implicaciones. 
 
vii) En séptimo lugar, los resultados de la consulta, es decir, las decisiones que se tomen 
conjuntamente y las medidas de compensación acordadas, deben tener efectos sobre 
la decisión del proyecto.  
 
viii) En octavo lugar, la consulta debe ser un proceso que no se agota con “acercamientos” 
o la simple socialización de las decisiones con las comunidades afectadas, sino que 
exige un verdadero diálogo entre los agentes involucrados, en el que se identifiquen 
las ventajas y desventajas de la ejecución de las decisiones que eventualmente 
afectarán a los pueblos indígenas y tribales, y las medidas de compensación y 
mitigación más adecuadas. 
 
 
Tanto en instrumentos internacionales, como en el ámbito regional, la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y en el ámbito nacional la Corte Constitucional, 
han determinado que el Estado tiene el deber de promover la consulta cuando se trate de 
proyectos que sean de su iniciativa, que deberá desarrollarse en una “Mesa Permanente de 
Concertación”, con cada uno de los pueblos y organizaciones indígenas y afrodescendientes que 
puedan resultar afectados. 
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Sentencia C-035 de 2016. 
 
La Corte volvió a analizar la competencia de los municipios para pronunciarse sobre temas 
relacionados con la actividad minera, esta vez a la luz del estudio de constitucionalidad de las 
Áreas Estratégicas Mineras que introdujo la Ley 1450 de 2011 y la 1753 de 2015. En esta 
sentencia la Corte reiteró el precedente de la sentencia C-123 de 2014 al reconocer nuevamente 
que “la actividad minera tiene considerables repercusiones de orden ambiental, social y 
económico, las cuales inciden de manera directa o indirecta sobre las personas y los territorios 
en los que se desarrolla dicha actividad, y condicionan de manera decisiva las facultades de 
ordenación del territorio y determinación de usos del suelo que corresponde a las entidades 
territoriales. De esa manera, ninguna autoridad del orden nacional puede adoptar 
unilateralmente decisiones a este respecto que excluyan la participación de quienes, en el ámbito 
local, reciben de manera directa los impactos de esa actividad”.  
 
Es pertinente aclarar que en la sentencia C-035 de 2016 la Corte tampoco se refirió de 
manera expresa a las consultas populares previstas en el artículo 33 de la Ley 136/94. No 
obstante, dentro del análisis del proceso de declaración de las Áreas Estratégicas Mineras y la 
necesidad de que se garantizara la participación activa y eficaz de los municipios, esta 
Honorable Corporación dejo claro que “en aplicación de los mecanismos de democracia 
participativa, los ciudadanos afectados deben tener la posibilidad de ejercer sus derechos de 
participación en la toma de decisiones, de protección de los recursos naturales y de vigilancia y 
control social para la conservación del ambiente sano”. Como se expuso más arriba, la consulta 
prevista en el artículo 33, que es la que se pretendía realizar en el municipio de Pijao, es uno de 
los mecanismos de participación a través de los cuales los ciudadanos afectados pueden 
participar en la toma de decisiones que afectan el medio ambiente. En esa medida, la Corte fue 
clara respecto de los mecanismos de participación y su relación con el proceso de concertación 
sobre actividades mineras. Si bien debe haber proceso de concertación y participación, este 
proceso no elimina la posibilidad y el derecho que tienen los ciudadanos para pronunciarse a 
través de los mecanismos de participación previstos en la ley sobre las decisiones que pueden 
afectar el medio ambiente. 
 
 
Sentencia C-273 de 2016 
 
La Corte declaró inconstitucional el artículo 37 del Código de Minas (Ley 685/01) por 
desconocer la reserva de ley orgánica. En el comunicado mediante el cual se dio a conocer la 
decisión se establece lo siguiente: 
 
La Corte determinó que en efecto, la prohibición establecida en el artículo 37 del Código 
de Minas desconoció la reserva de ley orgánica, por tratarse de una norma contenida en 
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una ley ordinaria, que se refiere a la distribución de competencias entre la Nación y las 
entidades territoriales (art. 288 C.Po.), en este caso, de la reglamentación del uso del suelo, 
ya que se les prohíbe a las autoridades locales establecer zonas excluidas de la explotación 
minera, competencia que se radica en las autoridades nacionales. Así mismo, restringe la 
facultad de las asambleas departamentales y concejos municipales y distritales para fijar 
su plan de ordenamiento territorial.”  
 
Por ende, reconociendo que el artículo 37 limitaba las competencias de los municipios 
y que lo hacía a través de una ley ordinaria y no una ley orgánica, la Corte lo retiró del 
ordenamiento jurídico. Al hacer esto, eliminó el principal argumento del Tribunal 
Administrativo del Quindío para decidir que la consulta popular propuesta para el municipio de 
Pijao era inconstitucional por exceder las competencias del municipio. Ahora bien, incluso antes 
de que el artículo fuera declarado inexequible fuera posible hacer consultas populares sobre 
minería pues, como señalamos en la sección anterior, estas consultas se encuentran claramente 
fundamentas en la Constitución y en ley. Además, como explicamos en esta sección, la 
jurisprudencia sobre el artículo 37 no ha abordado el tema de las consultas ni las ha prohibido 
o limitado. Por el contrario, ha aclarado que el artículo 37 debe ser interpretado de forma que 
sea compatible y armónico con las competencias constitucionales de los municipios y no las 
límite de forma absoluta. 
 
 
Sentencia C-389 de 2016 
 
La sentencia C-389 de 2016: Componentes de la participación activa y eficaz Aunque esta 
sentencia no está presente en la línea jurisprudencial creemos que es necesario que se tenga en 
cuenta pues presenta entre otros avances y desarrollos de sub-reglas los lineamientos que deben 
cumplirse siempre en la garantía de la participación.  
 
La sentencia C-389 de 2016 resolvió la demanda de inconstitucionalidad frente a varios 
artículos del Código de Minas entre los que destacaba especialmente el artículo 16 que contiene 
la regla conocida coloquialmente como “primero en el tiempo, primero en el derecho” en 
materia de concesiones mineras. Resulta relevante en la medida en que permite delimitar los 
requisitos básicos cuando la entidad territorial esté dando cumplimiento de su garantía de 
participación y como resultado de la misma se decida prohibir la actividad minera en su 
territorio. 
 
Esta sentencia, con base en las sentencias C-535 de 1993, T-348 de 2012 y T-294 de 
2014 resaltó a través de un ejercicio de integración jurisprudencial cuáles son los componentes 
para que el derecho a la participación se garantice en debida forma, esto es que ésta debe ser 
previa a la toma de la decisión, libre, representativa, activa y eficaz. Esto, para destacar que la 
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precisión expresada en la sentencia T-445 de 2016 no solo se encuentra condicionada en el 
sentido que la prohibición no se da de manera omnímoda sino que se limita en aquellos casos 
en los que se ejerza la competencia de la entidad territorial de regular el uso del suelo y de 




Sentencia T-445 de 2016 
 
Esta sentencia es la aplicación de una norma particular (artículo 33 de la Ley 136 de 1994), del 
principio constitucional de participación y de las normas constitucionales sobre las 
competencias de los municipios a un caso nuevo y concreto, por lo cual no constituye un cambio 
de jurisprudencia. 
 
La Corte Constitucional se pronunció sobre la demanda interpuesta por la ciudadana 
Liliana Mónica Flores Arcila contra el Tribunal Administrativo del Quindío por considerar 
vulnerados sus derechos al debido proceso, a la administración de justicia y a la participación 
ciudadana. Contrario a los argumentos presentados en las solicitudes de nulidad contra la 
sentencia T-445 de 2016, ésta no configura un cambio jurisprudencial sino que constituye la 
aplicación a un caso concreto del artículo 33 de la Ley 136 de 1994, del principio constitucional 
de participación y de las normas constitucionales sobre las competencias municipales. 
 
A saber el artículo 33 de la Ley 136 de 1994 dice: 
 
Artículo 33º.- Usos del suelo. Cuando el desarrollo de proyectos de naturaleza turística, 
minera o de otro tipo, amenace con crear un cambio significativo en el uso del suelo, que 
dé lugar a una transformación en las actividades tradicionales de un municipio, se deberá 
realizar una consulta popular de conformidad con la Ley. La responsabilidad de estas 
consultas estará a cargo del respectivo municipio. 
 
Como se desprende de este artículo, la realización de consultas populares con ocasión 
de la realización de proyectos mineros es una obligación (no mera potestad) de los municipios 
expresamente prevista en la Ley 136 de 1994 (artículo 33). Lo que hace este artículo es 
desarrollar el derecho constitucional que, de acuerdo con el artículo 79 de la Constitución 
Política, tiene la comunidad de participar en las decisiones que puedan llegar a afectar el medio 
ambiente y el deber que tiene el Estado de garantizar dicha participación. Este artículo se 
fundamenta a su vez en las competencias que la Constitución (artículos 1, 311, 313.7) le confiere 
a los municipios para regular los usos del suelo y ordenar el desarrollo económico, social y 
cultural de sus territorios, así como en el principio constitucional de la autonomía territorial. 
Dado que los municipios son los que tienen el derecho a regular los usos del suelo y que la 
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minería afecta el suelo (pues no hay como llegar al subsuelo sin pasar por el suelo) y los otros 
ámbitos de competencia (como la protección ambiental), el legislador previó desde hace más de 
veinte años que para garantizar ese derecho constitucional, en materia minera se debía garantizar 
la participación de los municipios y dispuso que lo hiciera por medio de uno de los mecanismos 




Sentencia SU133 de 2017 
 
La Corte ha examinado la Ley 685 de 2001 en sede de control abstracto de constitucionalidad 
en quince ocasiones. Las demandas promovidas contra sus disposiciones han cuestionado su 
compatibilidad con los mandatos constitucionales de protección y conservación ambiental, con 
los que consagran el derecho a la participación en temas ambientales, el deber de protección de 
la diversidad cultural, el derecho a la consulta previa de las comunidades étnicamente 
diferenciadas, los principios de autonomía territorial y descentralización administrativa, la 
potestad impositiva del Congreso de la República y la garantía del desarrollo sostenible en la 
planificación de la explotación de los recursos naturales. 
  
Solo dos de los 362 artículos del Código Minero contemplan disposiciones que 
consagran, de manera explícita, medidas encaminadas a garantizar la salvaguarda del principio 
constitucional de participación ciudadana en los trámites relativos a la exploración y explotación 
de recursos mineros. El primero es el artículo 122, que compromete a la autoridad minera a 
señalar y a delimitar dentro de los territorios indígenas, con base en estudios técnicos y sociales, 
zonas mineras en las que la que la exploración y explotación del suelo y del subsuelo deben 
ajustarse a las disposiciones especiales sobre la protección y participación de las comunidades 
y grupos indígenas asentados en dichos territorios. La disposición advierte, en concreto, que 
toda propuesta que formulen los particulares para explorar y explotar minerales dentro de las 
zonas mineras indígenas se resolverá “con la participación de los representantes de las 
respectivas comunidades indígenas” y sin perjuicio del derecho de prelación que consagra el 
artículo 124 del Código.  
 
El segundo es el artículo 259, que, más adelante, establece que en aquellos casos en que 
el procedimiento que antecede al contrato de concesión exija oír previamente a terceros, a 
representantes de la sociedad y a grupos o estamentos sociales, “se buscará que estos reciban 
real y efectivamente, por los medios apropiados, el llamamiento o comunicación de 
comparecencia dentro de los términos señalados en la ley”.  
 
La Corte, sin embargo, ha reconocido que la participación ciudadana, erigida por la 
Constitución a la categoría de fin esencial del Estado, debe garantizarse en todas las etapas del 
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proceso minero. En el contexto de las demandas promovidas contra distintas disposiciones de 
la Ley 685 de 2001, y entendiendo los impactos que suelen derivarse para las comunidades y 
los territorios de la ejecución de actividades mineras, la Corte ha reiterado la necesidad de 
garantizar la disponibilidad de espacios de participación efectivos que permitan que los 
ciudadanos y las comunidades étnicamente diferenciadas –estas últimas, por vía de la consulta 
previa- accedan a información completa sobre las repercusiones ambientales, sociales y 
culturales de los proyectos y puedan pronunciarse sobre los mismos. La  jurisprudencia 
constitucional ha fijado las siguientes reglas sobre la materia: 
 
- La delimitación de zonas mineras indígenas es uno de los asuntos respecto de los cuales 
se debe garantizar el derecho fundamental a la consulta previa de las comunidades interesadas, 
en tanto se trata de una decisión que puede afectar sus territorios. Así lo advirtió la Sentencia 
C-418 de 2002, M.P. Álvaro Tafur al declarar exequible el primer inciso del artículo 122 del 
Código Minero, (“La autoridad minera señalará y delimitará, con base en estudios técnicos y 
sociales, dentro de los territorios indígenas, zonas mineras indígenas en las cuales la exploración 
y explotación del suelo y subsuelo mineros deberán ajustarse a las disposiciones especiales del 
presente Capítulo sobre protección y participación de las comunidades y grupos indígenas 
asentados en dichos territorios”) en el entendido de que “en el procedimiento de señalamiento 
y delimitación de las zonas mineras indígenas se deberá dar cumplimiento al parágrafo del 
Artículo 330 de la Constitución y al Artículo 15 del Convenio 169 de la OIT”. (La sentencia 
resolvió una demanda que acusó al artículo 122 del Código de vulnerar los principios 
constitucionales de participación en temas ambientales y consulta previa, al permitir que la 
autoridad minera delimitara esas zonas, sin agotar el respectivo proceso de consulta. Algunos 
de los intervinientes se opusieron a la demanda porque, en su criterio, la sola delimitación de 
las zonas mineras indígenas no era un asunto respecto del cual debiera garantizarse una instancia 
de participación. La consulta, señalaron, solo es exigible respecto de proyectos concretos de 
exploración y explotación. El fallo, en contraste, explicó que el señalamiento y la delimitación 
de esas zonas mineras “están llamados afectar el régimen de explotación del suelo y el subsuelo 
minero” en los territorios indígenas. Por eso, debe ser consultado con las respectivas 
comunidades). 
 
- La ausencia de una referencia normativa explícita al deber de agotar la consulta previa 
respecto de determinada medida que afecte directamente a las comunidades negras o indígenas 
no supone que la misma no sea objeto de consulta. La Sentencia C-891 de 2002 M.P. Jaime 
Araujo Rentería, declaró exequibles los artículos 2º, 3º, y 11 del Código teniendo en cuenta que 
la prevalencia del ordenamiento superior no requiere de reconocimiento legal expreso y que, en 
asuntos mineros, deben respetarse siempre los derechos de participación y consulta previa de 
los grupos étnicos. (Sobre el artículo 6º, que establece que el derecho a explorar y a explotar los 
recursos naturales no renovables solo se adquiere mediante el otorgamiento del contrato de 




no le asiste razón a la demandante, entonces, cuando afirma que la disposición acusada 
abre la posibilidad de que el derecho a explorar y explotar recursos mineros se ejerza con 
prescindencia de la participación indígena, por cuanto la norma simplemente se refiere al 
requisito de obtener un título minero para poder desarrollar legalmente tales actividades. 
De ahí que no puede sostenerse, con razón, que la suscripción del contrato de concesión 
sea óbice para desconocer los derechos de los pueblos indígenas, particularmente su 
participación en materia de exploración y explotación de recursos yacentes en sus 
territorios.  
 
La demanda analizada en esa oportunidad cuestionó, también, que el Código Minero no 
se hubiera consultado con las comunidades indígenas, a pesar de que se trataba de una medida 
legislativa que las afectaba de forma directa. La Corte encontró que la consulta del Código se 
agotó, porque se brindaron canales de participación razonables y suficientes para el efecto, 
independientemente de que no se hubiera alcanzado un acuerdo al respecto.)  
 
- La consulta previa debe agotarse, con los alcances, condiciones y consecuencias 
señalados en la jurisprudencia constitucional, “siempre que en ejercicio de la actividad minera 
se plantee la posibilidad de que se produzca una afectación directa de las comunidades indígenas 
o afrodescendientes”, aunque no exista un desarrollo legislativo previo. (Una consideración 
sistemática de la Ley 685 de 2001, en el marco de la jurisprudencia constitucional, lleva a la 
conclusión de que, siempre que en ejercicio de la actividad minera se plantee la posibilidad de 
que se produzca una afectación directa de las comunidades indígenas o afrodescendientes, debe 
realizarse la consulta previa, con los alcances, las condiciones y las consecuencias que se han 
señalado en la jurisprudencia constitucional, sin que para el efecto sea necesario que, en relación 
con cada uno de los aspectos que se regulan en el Código de Minas o en la legislación 
complementaria, que pueda tener algún impacto sobre tales comunidades, deba  contemplarse 
de manera expresa esa obligación.) La Sentencia C-395 de 2012 M.P. Gabriel Eduardo 
Mendoza. Con aclaración de voto del magistrado Jorge Iván Palacio, insistió en ese argumento, 
al estudiar los cargos formulados contra el segundo inciso del artículo 122 y contra el artículo 
131 del Código, en tanto no contemplaron el deber de consultar a las comunidades negras antes 
de ejecutar labores de exploración y explotación minera en sus territorios. Ambas disposiciones 
fueron declaradas exequibles. 
 
- La consulta previa procede siempre que una medida sea susceptible de afectar a las 
comunidades étnicas y la etapa de exploración de los proyectos mineros hace parte de esas 
hipótesis20.  La Sentencia C-395 de 2012 declaró exequible el artículo 76 de la Ley 99 de 1993, 
                                                 
20 La Sentencia C-366 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas, con salvamento de voto de Gabriel Eduardo Mendoza; 
salvamento parcial de voto de Humberto Sierra Porto y Luis Ernesto Vargas y aclaración de voto de María 
Victoria Calle) había llamado la atención, un año antes, sobre la existencia de un consenso en el derecho 
constitucional colombiano y en el derecho internacional de los derechos humanos, acerca de la incidencia de la 
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que consagra el deber de consulta previa frente a la explotación de recursos naturales, pero no 
frente a las actividades de exploración, sobre ese supuesto. En criterio de la Corte, la consulta 
previa se predica, también, de la etapa de exploración minera cuando pueda afectar a las 
comunidades étnicas. 
 
- La concesión de un título minero genera expectativas respecto al destino del predio en 
cuestión y al impacto que las actividades autorizadas tendrán sobre el entorno, los territorios y 
las comunidades involucradas. Por eso, debe existir una instancia de participación real, 
representativa, libre, informada y efectiva, previa a la concesión. La Sentencia C-389 de 2016 
constató que existe un déficit de protección del principio constitucional de participación en lo 
que tiene que ver con la definición de los impactos ambientales, sociales y culturales de los 
proyectos mineros, pues la Ley 685 de 2001 apenas contempla una norma que se dirige a 
garantizar la participación de los pueblos étnicamente diferenciados en la materia. (En los 
términos de la Sentencia C-389 de 2016, el artículo 275 del Código).  La Corte declaró 
exequibles los artículos 16, 53, 270 y 271 del Código, en el entendido de la autoridad minera 
nacional deberá garantizar la participación previa, libre, representativa, informada y eficaz de 
los potenciales afectados por la entrega de contratos de concesión, y exhortó al Congreso de la 
República a establecer un método de acceso a los títulos mineros acorde con lo planteado en la 
sentencia. 
 
La participación ciudadana es uno de los pilares de la Constitución de 1991. De ello da 
cuenta el hecho de que, tras caracterizar a Colombia como un Estado democrático, participativo 
y pluralista (C.P. Artículo 1º), haya establecido que uno de sus fines esenciales consiste en 
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación (C.P. Artículo 2). La Carta, además, consagró el 
derecho fundamental de todos los ciudadanos a participar en la conformación, ejercicio y control 
del poder político (C.P. Artículo 40), comprometió a las instituciones educativas a fomentar el 
aprendizaje de los principios y los valores de la participación ciudadana (C.P. Artículo 41) y 
condicionó la adopción de ciertas decisiones, como las que afectan el ambiente (C.P. Artículo 
79), las que conllevan la explotación de recursos naturales en territorios indígenas (C.P. Artículo 
330) y las que involucran la adopción de los planes de desarrollo (C.P. Artículo 342), a que se 
discutan en un escenario que garantice la participación de los interesados. 
 
La Corte ha entendido que la participación es un principio de aplicación transversal que 
ostenta un carácter universal y expansivo. Universal, porque “compromete variados escenarios, 
                                                 
exploración y explotación minera en los territorios ancestrales de los pueblos étnicos y la salvaguarda de la 
integridad de su identidad diferenciada. El fallo explicó que, en ese orden de ideas, las medidas legislativas y 
administrativas relativas a la exploración y a la explotación minera deberían estar precedidas de la participación 
efectiva de las comunidades afectadas, so pena de vulnerar sus derechos constitucionales. La sentencia declaró 
inexequible la reforma al Código de Minas de 2001 porque no fue objeto de consulta previa, a pesar de que 
contenía disposiciones que podían afectar a las comunidades étnicamente diferenciadas directamente.  
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procesos y lugares tanto públicos como privados” y porque se apoya en una noción política que 
se nutre de todo lo que “vitalmente pueda interesar a la persona, a la comunidad y al Estado y 
sea por tanto susceptible de afectar la distribución, control y asignación del poder social”. 
Expansivo, porque su dinámica encauza el conflicto social a través del respeto “y constante 
reivindicación de un mínimo de democracia política y social que ha de ampliarse 
progresivamente, conquistando nuevos ámbitos y profundizando permanentemente su vigencia, 
lo que demanda por parte de los principales actores públicos y privados un denodado esfuerzo 
para su efectiva construcción” (Sentencia C-089 de 1994 M.P. Eduardo Cifuentes). 
 
La diversidad de escenarios y mecanismos de participación a los que hizo referencia la 
Carta han sido leídos, en ese sentido, como una manifestación explícita de su propósito de 
asegurar que los ciudadanos intervengan en el análisis y en la definición de los asuntos que 
inciden en su vida diaria y en los “procesos políticos que comprometen el futuro colectivo”. La 
Constitución, ha dicho la Corte, asume que cada ciudadano “es parte activa en las 
determinaciones de carácter público y que tiene algo que decir en relación con ellas, lo cual 
genera verdaderos derechos amparados por la Carta Política, cuya normatividad plasma los 
mecanismos idóneos para su ejercicio” (Sentencia C-021, 1996)  
 
La Corte ha entendido que, en el contexto de las disposiciones del Convenio 169, de los 
demás instrumentos internacionales de protección de los derechos de las minorías étnicas y de 
las pautas que sobre su interpretación han incorporado la doctrina autorizada sobre la materia y 
la jurisprudencia, los titulares de la consulta son los pueblos indígenas y tribales que reúnen 
unas características particulares que los distinguen del resto de la sociedad y que reivindican tal 
diferencia, en ejercicio de su derecho a determinar su propia identidad o pertenencia, de 
conformidad con sus propias costumbres y tradición es. 
 
El ámbito de aplicación de las consultas se ha definido en función del concepto de 
afectación directa, cuya indeterminación sigue dando lugar, hasta hoy, a disputas interpretativas 
que, no obstante, han sido resueltas por vía de unos criterios orientadores que la Sentencia C-
389 de 2016 sistematizó recientemente. En los términos del fallo, se entiende que una medida 
puede afectar directamente a una comunidad étnicamente diferenciada y que, por lo tanto, debe 
ser objeto de consulta previa, cuando i) interviene sobre cualquiera de los derechos de los 
pueblos indígenas o tribales; ii) se orienta a desarrollar el Convenio 169 de la OIT; iii) le impone 
cargas o le atribuye beneficios a la comunidad, modificando su situación o su posición jurídica; 
iv) interfiere en elementos definitorios de su identidad o cultura o cuando v) tratándose de una 
medida legislativa o administrativa de carácter general, afecta con especial intensidad o de 
manera diferenciada a los pueblos étnicamente diversos.  
 
Finalmente, en cuanto a los criterios de aplicación de las consultas, la Corte ha 
establecido, siguiendo el Convenio 169, que el procedimiento consultivo debe llevarse a cabo 
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mediante procedimientos apropiados; a través de las instituciones representativas de las 
comunidades; de buena fe; de una manera apropiada a las circunstancias y con la finalidad de 
llegar a un acuerdo o de lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 
 
A la luz de esos supuestos, la Corte ha reconocido el derecho de comunidades a ser 
consultadas, entre otros aspectos, sobre la explotación de recursos naturales en sus territorios21, 
la ejecución de programas de aspersión de cultivos ilícitos (Sentencia SU- 383, 2003),  la 
construcción de proyectos y obras de infraestructura22, la definición de las pautas para la 
integración de sus instancias de consulta23, la entrega de concesiones para el desarrollo de 
proyectos turísticos24, la conformación de juntas de acción comunal25, el diseño de planes de 
atención y prevención de desastres26 y la prestación del servicio educativo27. Tras verificar que 
dichas circunstancias configuraron hipótesis de afectación directa en los casos objeto de estudio, 
las salas de revisión ordenaron llevar a cabo los procesos consultivos correspondientes.    
 
El principio democrático ha tenido, entonces, un importante desarrollo jurisprudencial 
en el contexto de las tutelas promovidas por comunidades indígenas, afrocolombianas y raizales, 
en tanto titulares del derecho fundamental a la consulta previa. Sin embargo, como se anticipó, 
la Corte ha protegido también el derecho de los ciudadanos a participar de manera activa y 
efectiva en la adopción de decisiones que los afectan, aunque no reivindiquen una titularidad 
étnicamente diversa. (Sentencia SU133/17 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva). 
                                                 
21 La Sentencia T-955 de 2003 (M.P. Álvaro Tafur) amparó el derecho de las comunidades negras de la cuenca del 
río Cacarica a ser consultadas sobre la explotación maderera que la compañía Maderas del Darién estaba 
llevando a cabo en sus territorios ancestrales.  
22 Como represas (Sentencia T-652 de 1998, M.P. Carlos Gaviria); proyectos portuarios (Sentencia T-547 de 2010, 
M.P. Gabriel Eduardo Mendoza); antenas de telecomunicaciones (Sentencia T-698 de 2011, M.P. Luis Ernesto 
Vargas y T-005 de 2016, M.P. Jorge Iván Palacio); infraestructura de servicios públicos (Sentencias T-969 de 
2014, M.P. Gloria Stella Ortiz y T-197 de 2016, M.P. Jorge Iván Palacio), vías (Sentencias T-745 de 2010, 
M.P. Humberto Sierra; T-129 de 2011, M.P. Jorge Iván Palacio; T-993 de 2012 y T-657 de 2013, M.P. María 
Victoria Calle y T-436 de 2016, M.P. Alberto Rojas), entre otros.   
23 La Sentencia T-576 de 2014 (M.P. Luis Ernesto Vargas) dejó sin efectos la Resolución 121 de 2012, que convocó 
a las comunidades negras con título colectivo y a los raizales de San Andrés de Providencia a participar en la 
elección de sus delegados al espacio nacional de consulta previa. El fallo ordenó convocar a todas las 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, rurales y urbanas, con o sin título colectivo, y 
con independencia de la institución que las representara, a participar en el proceso de consulta previa de las 
pautas para la integración de la instancia nacional con la que se les consultarían las medidas legislativas y 
administrativas de carácter general que pudieran afectarlas.  
24 Sentencias T-376 de 2012 (M.P. María Victoria Calle) y T-485 de 2015 (M.P. Myriam Ávila).  
25 Sentencia T-601 de 2011 (M.P. Jorge Iván Palacio). 
26 Sentencia T-235 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas).  
27 Sentencias T-116 de 2011 (M.P. Humberto Sierra); T-514 de 2012 (M.P. Luis Ernesto Vargas) y T-390 de 2013 






No se ha presentado participación ciudadana del municipio de Cúcuta en las decisiones de 
actividades mineras del carbón, ya que falta más empoderamiento por parte de las autoridades 
municipales y las entidades encargadas del sector minero de la región, donde se eduque a la 
ciudadanía en general de la importancia que tiene la participación como ciudadanos (as) en las 
decisiones de los asuntos públicos, ya que son competencias de todos, es decir existe desinterés 
por reclamar y asumir posiciones proactivas por las decisiones que se toman en las entidades 
públicas y que de una u otra manera nos afectan a todos. 
Aunque los diferentes gobiernos ha desempeñado un rol en la promoción de la minería 
responsable en Colombia, en cumplimiento de la Constitución y las leyes falta mucho trabajo 
por indagar, elaborar, en cuanto a dar una directriz clara viable medible al sector minero en 
general, a través de la generación de documentos de políticas públicas, un libro blanco y de 
promoción a todos los niveles del tema, así como la generación de asociaciones con impacto en 
el territorio. 
La participación puede y debe asumir un papel determinante en la orientación de las políticas 
públicas y en la transformación de las relaciones entre la ciudadanía y el gobierno local, las 
cuales se deben impulsar en el municipio de Cúcuta, donde falta una mayor participación de la 
ciudadanía en solicitar antes las autoridades ambientales locales el verdadero cumplimiento de 
sus funciones y proteger el medio ambiente y donde las organizaciones sociales y agentes 
participativos que hagan uso de esas oportunidad de intervenir de manera positiva en los 
diferentes asuntos que nos competen como cucuteños y de esta manera lograr una mayor 
cohesión social como agentes del cambio, dada las múltiples problemáticas sociales que afectan 
a la ciudad. 
Acorde a CORPONOR, en la problemática, en torno a la minería del departamento Norte de 
Santander, se basa fundamentalmente en la existencia de ilegalidad en explotaciones mineras, 
la escasa tecnología y el escaso aporte y acompañamiento de la autoridad minera por la 
centralización de los trámites administrativos en la expedición de títulos y registros mineros. 
La explotación carbonífera en Norte de Santander presenta un déficit enorme ya que cuenta con 
una actividad minería de pequeña escala que se desarrolla de manera artesanal, con arranque 
manual del material y sin tecnología. Por lo general, está asociada con inseguridad, 
contaminación, deterioro, erosión y desestabilización del terreno, debido a la ausencia de 
diseños de explotación minera. 
En la región los trabajadores laboran en malas condiciones laborales, donde se les paga a destajo 
y realizan su actividad extractiva sin elementos de protección personal y bajo de condiciones de 
inseguridad lo que en muchas ocasiones ha generado derrumbamientos de minas, dejando 
graves lesiones personales y el algunos casos fallecimientos, sin que las autoridades ambientales 
y mineras de la región tomen medidas efectivas para mitigar el impacto ambiental y que se 
mejoren las condiciones laborales de manera integral. 
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Es importante que las universidades públicas y privadas, organizaciones no gubernamentales, 
medios de comunicación, iglesias, gremios empresariales, colegios profesionales, 
corporaciones y fundaciones sin ánimo de lucro, asuman un rol protagónico para estimular la 
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